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con destino al Ministerio de Defensa 
Nacional, relacionado con la instalación 
de un mineroducto en un predio sito en 
el departamento de Rocha. 


con destino al Ministerio del Interior, 
relacionados: 


* con equipamientos destinados a escuchas 
telefónicas e interceptación de mensajes 
telefónicos y de correos electrónicos; 


econ la situación de la flota vehicular 
policial; 


«econ los homicidios cometidos durante los 
años 2011 y 2012; 


econ la reglamentación de la Ley 
n.” 18.717, de 24 de diciembre de 2010, 
por la que se faculta al Poder Ejecutivo a 
encomendarle al personal militar el cum- 
plimiento de funciones transitorias de 
guardia perimetral y control de acceso a 
cárceles, penitenciarías y centros de re- 
cuperación. 


con destino al Ministerio de Industria, 
Energía y Minería: 


erelacionado con el acuerdo celebrado en- 
tre Ancap y Petróleos de Venezuela S.A.; 


*y por su intermedio a la Dirección Na- 
cional de Minería y Geología (Dinamige), 
relacionado con los permisos de prospec- 
ción, exploración y explotación otorgados 
entre los años 2009 y 2012; 


* y por su intermedio a Antel y Ancap, re- 
lacionado con las erogaciones en publici- 
dad incurridas en los ejercicios económi- 
cos 2009, 2010, 2011 y 2012; 


*y por su intermedio a Ancap, referido a 
los contratos celebrados entre dicho Ente 
Autónomo y Alcoholes del Uruguay S.A. 
(ALUR), sobre compraventa de etanol, 
bioetanol y biodiésel. 


con destino al Ministerio de Economía y 
Finanzas, sobre las empresas que prestan 
servicios médicos de diagnóstico o trata- 
miento en sus diferentes especialidades. 


con destino al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente: 
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«relacionado con los vertidos al Río de la 
Plata efectuados por las empresas CSI y 
Dredging. 


* y por su intermedio a OSE, referido a las 
erogaciones en publicidad incurridas en 
los ejercicios económicos 2009, 2010, 
2011 y 2012. 


con destino al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, relacionado con la cons- 
trucción del puente sobre la laguna Gar- 


zÓn. 


con destino al Ministerio de Educación y 
Cultura y por su intermedio a la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública, 
relacionados: 


«con los concursos de oposición y mérito 
de los docentes durante el año 2011; 


econ las obras de mantenimiento y/o 
remodelación a realizarse en el liceo de 
Vichadero, departamento de Rivera; 


econ la ejecución de las obras de infraes- 
tructura de varios centros educativos. 


con destino al Ministerio de Salud Pú- 
blica, relacionado con las empresas que 
prestan servicios médicos de diagnóstico 
o tratamiento en sus diferentes especiali- 
dades. 


—Oportunamente fueron tramitados. 


Prórroga de la hora de finalización de 
¡ETO AP  OTT 


—Por moción del señor Senador Clavijo, 
el Senado resuelve prorrogar la hora 
de finalización de la sesión hasta que 
culmine el tratamiento del proyecto de 
ley en consideración. 


Manifestación de protesta ante anun- 
cios del Gobierno referidos a empresa- 
rios que critican su política.............o.... 


— Manifestaciones del señor Senador Pas- 
quet en la media hora final de la sesión. 


21) Levantamiento de la sesión.................. 
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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 9 de agosto de 2013. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión ordinaria el próximo martes 13 de agosto, a la 
hora 9:30, a fin de informarse de los asuntos entrados 
y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


1.9) Continuar con la discusión general y particu- 
lar del proyecto de ley por el que se regula la actividad 
minera de gran porte. 

Carp. n.” 1188/2013 — Rep. n.* 879/2013 — Anexo I 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


2.) por el que se crean normas para el rediseño 
de la educación policial y militar. 
Carp. n.* 1184/2013 — Rep. n.* 881/2013 — Anexo I 


3.2) por el que se derogan las leyes que facultan a 
la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas a dispo- 
ner de sorteos especiales con destino a los Hospitales 
Pasteur, Maciel y Pereira Rossell y se sustituye la asig- 
nación de recursos. 

Carp. n.* 1242/2013 — Rep. n.* 880/2013 


4.) Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionado con la solicitud de venia remi- 
tida por el Poder Ejecutivo, de conformidad con lo 
establecido en el numeral 13 del artículo 168 de la 
Constitución de la República, a fin de designar en 
el cargo de Fiscal Letrado Departamental de Cerro 
Largo de Primer Turno (Escalafón “N”), a la doctora 
Rosa Sabrina Flores Vergara. 

Carp. n.* 1251/2013 — Rep. n.* 875/2013 


5.2) Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionado con la solicitud de venia remitida 
por el Poder Ejecutivo, de conformidad con lo esta- 
blecido en el numeral 10 del artículo 168 de la Cons- 
titución de la República, a fin de destituir de su cargo 
a un funcionario del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, Dirección Nacional de Hidrografía. (Plazo 
constitucional vence el 22 de setiembre de 2013). 

Carp. n.* 1248/2013 — Rep. n.* 876/2013 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario”. 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Antognazza, Bordaberry, Chiruchi, 
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Clavijo, Conde, Couriel, Da Rosa, Gallinal, Gallo 
Imperiale, Guarino, Heber, Lacalle Herrera, 
Larrañaga, Lescano, López Goldaracena, 
Malaquina, Martínez, Montiel, Moreira (Carlos), 
Moreira (Constanza), Pasquet, Piñeyrúa, Rubio, 
Saravia, Scrigna y Tajam;, y a partir de la hora 11 y 
30, el señor Senador Fernández. 


FALTAN: con licencia, el señor Presidente del 
Cuerpo, Danilo Astori, y los señores Senadores 
Baráibar, Lorier, Nin Novoa, Penadés, Rosadilla, 
Solari y Viera; y a partir de la hora 11 y 30, el señor 
Senador Conde. 


3) DESIGNACIÓN DE PRESIDENTE AD HOC 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- Está abierto el acto. 


(Es la hora 9 y 43 minutos). 


—Señores Senadores: dado que el señor Presiden- 
te del Cuerpo ha solicitado licencia por encontrarse 
enfermo y teniendo en cuenta que hay número para 
sesionar, no estando presentes en Sala ninguno de 
los Vicepresidentes del Senado —uno de ellos está de 
licencia y los otros aún no han llegado—, corresponde 
designar un Presidente ad hoc hasta tanto se vote la 
licencia del señor Presidente. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.-- Propongo al señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- Se va a votar. 


(Se vota:) 
-12 en 13. Afirmativa. 


Se invita al señor Senador Michelini a ocupar la 
Presidencia ad hoc. 


(Ocupa la Presidencia ad hoc el señor Rafael Mi- 
chelini). 
4) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE (Rafael Michelini).- Ha- 
biendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 44 minutos). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 
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SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “La Presidencia de la República remite nota por 
la cual comunica que el día 15 de agosto del corrien- 
te el señor Presidente de la República se ausentará 
del país, a los efectos de asistir a la Ceremonia de 
Transmisión de Mando Presidencial de la República 
del Paraguay. 

—TÉNGASE PRESENTE. 


La Presidencia de la Asamblea General destina 
un Mensaje del Poder Ejecutivo al que acompaña un 
proyecto de ley por el que se faculta al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social a extender, por razones de 
interés general, hasta por un plazo de doce meses, el 
subsidio por desempleo de los trabajadores del sector 
citrícola. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


El Poder Ejecutivo remite los siguientes Mensajes: 


— por el que solicita la venia correspondiente, 
de acuerdo con lo dispuesto por el numeral 10 del 
artículo 168 de la Constitución de la República, 
a fin de destituir de su cargo a un funcionario del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATTI- 
vOS. 


— por los que comunica la promulgación de los 
siguientes proyectos de ley: 


* por el que se modifican disposiciones estable- 
cidas por la Ley n.? 19.075, de 3 de mayo de 2013, 
sobre matrimonio igualitario. 


* por el que se modifican normas del Decreto-Ley 
n.” 15.605, de 27 de julio de 1984, relacionadas con 
la integración de la Junta del Instituto Nacional de 
Carnes. 


* por el que se extiende, por razones de interés 
general, hasta por el plazo de un año, el subsidio por 
desempleo de los trabajadores de la empresa Aratirí 
S.A. 

-AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHIVENSE. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería 
remite respuesta de Antel a un pedido de informes 
solicitado por el señor Senador Luis Alberto Lacalle 
Herrera, relacionado con las inversiones que realiza- 
rá dicho Ente con la Empresa Estatal Hondureña de 
Telecomunicaciones (Hondutel). 

“OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR LACALLE HERRERA. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite un 
informe de la Comisión Permanente para el Trata- 
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miento de las Pensiones Graciables, relacionado con 
la solicitud del beneficio de pensión graciable para la 
señora Cecilia Kunsh, viuda del ingeniero agrónomo 
Daniel Martino. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas remi- 
te respuesta de la Administración Nacional de Puer- 
tos a un pedido de informes solicitado por el señor 
Senador Pedro Bordaberry, referente a la creación de 
compensaciones a los gerentes de dicha Administra- 
ción. 

OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR BORDABERRY. 


La Cámara de Representantes remite aprobado 
un proyecto de ley por el que se modifica la Ley 
n.” 17.823, de 7 de setiembre de 2004, relativa al 
régimen de adopciones. 

-A LA COMISIÓN DE POBLACIÓN, DESARROLLO 
E INCLUSIÓN. 


Y, asimismo, comunica que ha aceptado las modi- 
ficaciones introducidas por el Senado a los siguientes 
proyectos de ley: 


— por el que se regula el Estatuto y la nueva ca- 
rrera del funcionario público de la Administración 
Central. 


— por el que se regulan las faltas y se establecen 
normas relativas a la conservación y cuidado de los 
espacios públicos. 


— por el que se establecen normas para favorecer 
la participación en las áreas educativa y laboral de los 
afrodescendientes. 

-AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y 
ARCHÍVENSE. 


La Junta Departamental de Artigas remite notas: 

— relacionada con la desafiliación voluntaria de 
las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional 
(AFAP). 

- relacionada con la localidad de Bernabé Rivera. 

-TÉNGANSE PRESENTES?. 
5) INASISTENCIAS ANTERIORES 

SEÑOR PRESIDENTE (Rafael Michelini).- Dan- 
do cumplimiento a lo que establece el artículo 53 del 
Reglamento de la Cámara de Senadores, dese cuenta 


de las inasistencias a las anteriores convocatorias. 


(Se da de las siguientes: ) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- En la sesión ordinaria del 8 de agosto no se re- 
gistraron inasistencias. 


A la sesión de la Comisión de Defensa Nacional 
del 5 de agosto faltó, con aviso, el señor Senador La- 
calle Herrera. 


A la sesión de la Comisión de Población, Desarro- 
llo e Inclusión del 5 de agosto faltaron, con aviso, los 
señores Senadores Da Rosa y Lorier. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 6 
de agosto faltó, con aviso, el señor Senador Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Constitución y Le- 


gislación del 6 de agosto faltó, con aviso, el señor Se- 
nador Moreira. 


Y a la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordena- 


miento Territorial del 6 de agosto faltó, con aviso, la 
señora Senadora Topolansky. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE (Rafael Michelini).- Léase 
la solicitud de licencia del señor Presidente del Cuerpo. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 13 de agosto de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 
De mi mayor consideración: 
A través de la presente solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia por el día de la fecha, de acuerdo con el 


artículo 1.“, literal A), de la Ley n.* 17.827, 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 


Danilo Astori. Presidente del Senado”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Rafael Michelini).- Se va 
a votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-14 en 15. Afirmativa. 


Invitamos a la señora Senadora Topolansky a 
ocupar la Presidencia del Cuerpo. 
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(Ocupa la Presidencia la señora Lucía Topolansky). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se comunica que en 
virtud de la licencia concedida al señor Presidente 
del Senado Danilo Astori, me encontraré ocupando la 
Presidencia del Cuerpo por el día de la fecha, y ha- 
biendo presentado notas de desistimiento los señores 
Juan José Domínguez, Andrés Berterreche, Aníbal 
Pereyra, Gabriel Frugoni, Carlos Baldassini, Yamandú 
Orsi y Daniel Garín, informando que por esta vez no 
aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, queda 
convocado el señor Daniel Montiel, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 13 de agosto de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente: 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia el día de la fecha, a partir de las 11:30 
horas, al amparo del artículo 1.” de la Ley n.* 17.827, 
literal D), convocándose al suplente correspondiente. 
Motiva la presente concurrir como invitado al Ciclo 
de Almuerzos 2012/2013 organizado por Propuesta 
Uruguay/2030, en el que disertarán el Cr. Enrique 
Iglesias, el Canciller Dr. Luis Almagro y asesores de 
política internacional de los gobiernos de las Repúbli- 
cas de Brasil y Argentina. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 
Roberto Conde. Senador”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Walter Morodo, Da- 
niel Olesker y Jorge Basso han presentado notas de 
desistimiento, informando que por esta vez no acep- 
tan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Eduardo Fernández, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


13 de agosto de 2013 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 12 de agosto de 2013. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente y de acuerdo con la Ley n.* 17.827, 
de fecha 14 de setiembre de 2004, solicito a usted se 
me conceda licencia por motivos personales, por los 
días 14, 15 y 16 del corriente mes. 


Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 
Rafael Michelini. Senador”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-15 en 16. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Felipe Michelini ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocado el señor Antonio Ga- 
llicchio, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


7) INCORPORACIÓN DE DOCUMENTOS A LA 
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA DE LA SESIÓN 
DEL 7 DE AGOSTO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde ahora vo- 
tar la incorporación, en la versión taquigráfica de la 
sesión de fecha 7 de agosto, de los documentos pre- 
sentados por el señor Senador Saravia durante el tra- 
tamiento del proyecto de ley por el que se regula la 
actividad minera de gran porte. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-8 en 16. Negativa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Solicito que se rectifique 
la votación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a rectificar la vo- 
tación. 


(Se vota:) 
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—7 en 17. Negativa. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Pido la palabra 
para una cuestión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señora Presiden- 
ta: quería consultar a la Secretaría sobre una cues- 
tión que es consuetudinaria, aunque seguramente 
esté reglamentada, tal como ocurre con todo en nues- 
tro país. 


Cuando un señor Senador hace uso de la palabra, 
muchas veces pide que se incorpore un documento, 
en ocasiones para colaborar con la tarea de los seño- 
res taquígrafos y en otras oportunidades porque se 
trata de un escrito muy extenso al que se hace refe- 
rencia y lo pone, entonces, en manos de los taquígra- 
fos para su incorporación. 


No soy tan antiguo en este Senado como los se- 
ñores Senadores Abreu o Michelini, pero tengo el 
recuerdo de que siempre ha sido así. No veo la di- 
ferencia de votarlo ahora, pero aun si tal diferencia 
existiera, tengo entendido —y pido que se revise la 
versión taquigráfica—- que el señor Senador Saravia, 
durante su alocución, anunció que iba a incorporar 
ese documento. 


Entonces, me parece que el criterio de que ahora 
no se puede incorporar esa documentación, pero sí 
si el Senador hubiera hecho la solicitud durante su 
intervención —y lo hizo; yo la estaba siguiendo atenta- 
mente y recuerdo que dijo que iba a incorporar unos 
documentos—- me parece que es solo un detalle. De 
todos modos, por supuesto, la mayoría puede decidir 
lo que entienda conveniente. 


En lo personal, creo que si durante su exposición 
el señor Senador mencionó su intención de incluir- 
los, así debe hacerse. Me parece que tenemos que ser 
amplios y que, además, en este caso, corresponde. No 
quita ni agrega porque, al fin de cuentas, ¿quién va a 
leer esa versión taquigráfica? Tal vez algún historia- 
dor el día de mañana. 


Pediría que se reflexionara sobre este punto y se 
rectificara una vez más la votación, ya que se trata de 
algo que le puede pasar a cualquiera. Repito que, por 
mi parte, estoy seguro de que el señor Senador Sara- 
via dijo que iba a pedir la incorporación de esos do- 
cumentos. A mi criterio, esto sanearía algún vicio que 
pueda tener el hecho de que ahora se diga que no. 


Se trata de un documento explosivo, sin duda; 
puedo afirmarlo porque lo leí, ¡pero hemos leído tan- 
ta cosa explosiva en este ámbito! Si los aquí presen- 
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tes leyeran las sesiones de la Asamblea General en 
los años 1971 y 1972 sabrían bien lo que son cosas 
explosivas. 


No voy a irme por las ramas con este tema; sim- 
plemente, hago esta consulta y pido que si de las pa- 
labras del señor Senador Saravia surge que solicitó 
la incorporación del documento en cuestión, se haga 
lugar a ello y, de lo contrario, formulo moción en el 
sentido de que se rectifique la votación una vez más 
luego de estas reflexiones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia consul- 
tó a la Secretaría sobre este punto, y esta informa 
que en su momento, durante su exposición, el señor 
Senador Saravia mencionó efectivamente la incorpo- 
ración de ese documento, pero la sesión finalizó sin 
que se hiciera la votación correspondiente, razón por 
la cual se incluyó ese punto en la sesión de hoy. De 
todos modos, la votación tuvo un resultado y hay que 
respetarlo. 


Antes de proceder a una nueva rectificación de la 
votación, hay dos señores Senadores que han solici- 
tado hacer uso de la palabra, pero quiero recordar al 
Cuerpo que este punto no está en el Orden del Día. 


Tiene la palabra, en primer lugar, el señor Sena- 
dor Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora Presidenta: en 
el mismo sentido en que se ha expresado el señor 
Senador Lacalle Herrera, quiero decir que no se tra- 
ta de un documento muy extenso y alcanzaría con 
que algún Senador del Partido Colorado o del Parti- 
do Nacional lo leyera —no le llevaría ni media hora- 
para que quedara incorporado a la versión taquigrá- 
fica. Entonces, me parece que obligar a la oposición 
a hacer ese ejercicio de lectura, es algo innecesario. 
De todos modos, anuncio que lo vamos a hacer si el 
oficialismo no atiende la solicitud del señor Senador 
Saravia. Concretamente, en ese caso, vamos a pedir 
la palabra para leer página por página todo el docu- 
mento que el oficialismo se niega a agregar. 


Por lo tanto, para evitar eso, sugiero que se in- 
corpore a la versión taquigráfica el documento pre- 
sentado por el señor Senador Saravia, que en este 
momento no está en Sala. A mi juicio, si el señor Se- 
nador anunció la solicitud de incluir ese documento, 
no sería sensato extender esta sesión obligándonos a 
leerlo punto por punto y coma por coma para que 
quede incorporado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero recordar al 
Cuerpo que correspondería cerrar este tema porque 
se coló en el Orden del Día. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Se coló legalmen- 
te, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señora Presidenta: cuan- 
do se dice que nosotros nos negamos a atender una 
solicitud, como si tuviéramos la voluntad política de 
coartar la palabra a algún integrante de este Cuerpo, 
y se hace una amenaza en el sentido de que si no se 
tiene en cuenta lo solicitado se va a tomar tal o cual 
actitud, se está cometiendo un error al adjudicarle al 
tema una dimensión política que no tiene. 


Creo que, por cortesía, podríamos incluir estos do- 
cumentos; posteriormente, la Mesa debería establecer 
un régimen general. En lo personal, tengo muchos 
años de parlamentario y a veces ocurre que alguien 
agrega un texto, pero nadie viene con una suerte de 
documento que incluso presenta tachaduras, borro- 
nes, etcétera. Entiendo que en este caso el problema 
son los antecedentes. Pienso que deberíamos tener re- 
elas claras en cuanto a la forma de actuar en todos los 
casos, ya que no se trata de evitar a uno o a otro. 


En mi opinión, deberíamos rectificar el procedi- 
miento y agregar el documento a la versión taqui- 
gráfica y después, para este tipo de casos, tratar de 
encontrar una regla general para saber a qué hay que 
atenerse. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Señora Presidenta: cuando se 
plantea este tipo de cuestiones, en general, soy par- 
tidario de adoptar criterios amplios, pero el problema 
con el que me encuentro tiene que ver con que esta 
colección de materiales —denominémosla de esa ma- 
nera—- es un conjunto heteróclito de elementos. Por 
ejemplo, el señor Senador hizo una referencia a un 
documento del Servicio de Material y Armamento del 
Ejército, que no encuentro aquí. Insisto en que las re- 
ferencias documentales que el señor Senador realizó 
acerca de informes importantes, no logro encontrar- 
las; quizás estemos hablando de distintos materiales. 


El documento en cuestión, reitero, es una colec- 
ción de referencias y materiales de diversas fuentes, 
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que no constituye lo que usualmente es la referencia 
a un informe o a una cuestión de fondo; respecto de 
esos casos, naturalmente, uno no tiene inconvenien- 
te en que se incorporen a las versiones taquigráfi- 
cas. Pero, de acuerdo con este criterio que se plan- 
tea, mañana puedo buscar en Google un conjunto de 
informaciones que pueden ser parte de un alegato 
político respecto a determinado tema y solicitar que 
se incorpore a la versión taquigráfica. Me parece que 
esto dará como resultado la construcción de un diario 
de sesiones que realmente va a ser muy complicado. 


Gracias, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a rectificar nue- 
vamente la votación. 


(Se vota:) 
-18 en 22. Afirmativa. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señora Presidenta: debo señalar 
que cambié mi voto. En su momento, había pensado 
que esta solicitud no tenía mucho sentido, puesto que 
entre estos documentos hay hasta capítulos de libros. 
Si cada uno de los señores Senadores, cuando habla 
de un asunto, trae libros y los quiere incorporar a las 
versiones taquigráficas, los diarios de sesiones van a 
resultar bastante más indigestos de lo que ya son por- 
que van a contener una sumatoria de elementos que 
no son producto de la discusión ni prueba de lo que se 
dice en Sala. Pero si esto se convierte en un proble- 
ma para el Senado, comparto la sugerencia de que se 
adopte un criterio amplio y se incluya este documento. 


Advierto que en este hay elementos que ideológica- 
mente los puede plantear cualquier Senador. Observo, 
por ejemplo, que hay críticas muy fuertes al capitalis- 
mo y cómo se expresa hoy por las distintas empresas 
transnacionales. Repito, en este documento están in- 
cluidos capítulos de libros que, incluso, no tienen que 
ver con lo que estábamos discutiendo en Sala. Lo plan- 
teo porque incluye dos capítulos que refieren a una 
empresa, y hoy estamos discutiendo una ley relativa a 
una actividad; creo que son cosas diferentes. 


Quiero señalar —reitero- que cambié mi voto para 
facilitar el desarrollo de la sesión y porque me parece 
que es mejor que se incorpore a la versión taquigrá- 
fica cualquier documento, si así lo solicita un señor 
Senador. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 
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SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Pido la pala- 
bra para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señora Presi- 
denta: votamos negativamente esta cuestión de orden 
por lo que entiendo debe ser un principio de racio- 
nalidad en la intervención parlamentaria. Creo que 
algún colega ya se ha referido a esto. 


De acuerdo con el criterio adoptado, si en mi in- 
tervención voy a hacer referencia a Engels, podría 
pedir que se incorporara alguna bibliografía sobre 
él; o si en mi intervención voy a hacer referencia 
a la Biblia, podría solicitar que se incorporaran ca- 
pítulos de la Biblia. Estimo que no tenemos racio- 
nalidad en el manejo de la técnica parlamentaria 
si habilitamos la incorporación de cualquier docu- 
mento. Puede suceder que la racionalidad obligue 
a la incorporación de determinados documentos, 
pero no de otro tipo de material documental cuya 
incorporación no está acompasada por el principio 
de la racionalidad. 


Ese es el fundamento de mi voto. Me parece que 
nos estamos desnortando en materia de técnica en la 
intervención parlamentaria. 


Gracias, señora Presidenta. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: he votado 
afirmativamente por un criterio de amplitud, que es 
el que se ha seguido hasta ahora y no me parece bien 
cambiarlo frente al caso concreto ya configurado. 


Sin embargo, considero que para el futuro tendría- 
mos que acordar algunos criterios de razonabilidad 
por lo que ha expresado, por ejemplo, el señor Sena- 
dor López Goldaracena —-que comparto y me parece 
atinado- y también por otras razones. Si incorpora- 
mos documentos a los que no se ha dado lectura y 
alguien los lee dentro de un tiempo distante del deba- 
te, por ejemplo, dentro de diez o veinte años, bien 
podrá preguntarse cómo puede ser que habiéndose 
manejado esta información en Sala se haya votado lo 
que se votó. Lo que sucede es que esa información no 
se manejó; simplemente se incorporó sin que los de- 
más Senadores supieran, en el momento de agregarse 
el material, cuál era su contenido. 
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Entonces, me parece que hay que regular esto. 
Pero como hoy no lo está y no está bien cambiar los 
criterios de amplitud tradicionales en estos ámbitos, 
he votado afirmativamente la incorporación de este 
material a la versión taquigráfica. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señora Presiden- 
ta: en primer lugar, agradezco a los señores Senadores 
que han tenido el buen criterio de razonar y cambiar 
el voto. No hay nada desdoroso en esto; al contrario, 
demuestra que uno no viene aquí con un molde. 


En segundo término, quiero señalar que siempre 
voy a estar del lado de la amplitud. Los razonamien- 
tos absurdos son los más eficaces para entender esto. 
Si voy a hablar de molinos de viento y pido que se 
incorpore todo El Quijote, la gente va a decir que eso 
es una barbaridad. Pero, ¡cuidado! Porque detrás de 
estos argumentos tan efectistas puede suceder que 
mañana la mayoría me diga si puedo, o no, agregar 
una declaración del Partido Nacional o un documen- 
to que tenga que ver realmente con el tema. 


Como les temo a estas mayorías que a veces son 
demasiado rígidas y tienen algunas visiones distintas 
de las que en lo personal tengo acerca de la libertad, 
voy a estar por que se pueda incorporar El Quijote. 
Será un tema de absurdo para el que lo proponga e 
implicará un costo para imprimirlo, pero voy a estar 
siempre por el lado de la libertad, porque es lo que 
mi partido ha sostenido y lo que vamos a seguir sos- 
teniendo en el futuro, por lo menos desde mi punto 
de vista. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 


8) OCUPACIÓN DE LUGARES DE TRABAJO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si ningún otro Senador 
desea fundar el voto, el Senado ingresa a la Media 
Hora Previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señora Presiden- 
ta: en la confrontación entre trabajadores y patrones, 
empresarios y obreros -o como se le quiera llamar-, 
el arma principal de que están dotados los trabajado- 
res es la huelga y, en el caso de los empleadores, es 
el sistema sancionatorio normal que existe en toda 
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empresa como, por ejemplo, las suspensiones, multas 
o, eventualmente el despido. 


¿Por qué decimos esto? Porque de nuevo estamos 
ante una extralimitación ilegal e inconstitucional del 
derecho de huelga al ocuparse los lugares de trabajo; 
estos no pueden ser ocupados. Para que se entienda 
el razonamiento, voy a decir lo siguiente. Sia la inver- 
sa, un patrón, en lugar de aplicar un día de sanción 
o lo que fuere a alguien que tuvo una riña en el lugar 
de trabajo, se apropia de su motocicleta y le impide 
usarla, todo el mundo dirá que hay una extralimita- 
ción de la potestad disciplinaria propia de la relación 
laboral. Si le pone una cadena con un candado a la 
rueda de la motocicleta y le dice: “Sabe, González, 
usted tuvo un problema; bueno, yo lo voy a sancio- 
nar haciendo que se tenga que ir caminando o en 
ómnibus a su casa”, todo el mundo considerará que 
hay una extralimitación. Miren que no es absurdo el 
razonamiento; son dos extralimitaciones de derechos 
y estamos dispuestos a defender a ambas partes. El 
derecho a huelga no puede implicar la ocupación de 
los lugares de trabajo, ya sean públicos o privados. En 
algún momento se han desalojado lugares públicos 
—recuerdo que una vez sucedió en el Ministerio de 
Economía y Finanzas-, pero ahora nos encontramos 
ante un Gobierno que, por ejemplo, tolera explícita- 
mente la ocupación de un hospital. ¡Entonces, maña- 
na van a ocupar una Comisaría! 


No podemos seguir fomentando el salirnos de los 
carriles normales de la discusión y aun del conflicto. 
¿Liceos? ¡No se pueden ocupar! ¿Hospitales? ¡No se 
pueden ocupar! ¿Fábricas? ¡No se pueden ocupar! 
Es muy claro todo el sistema legal que ampara esto. 
Tampoco, mañana, el otro lado de la ecuación traba- 
jo-capital puede tomar medidas contra los trabajado- 
res que no sean las que habilita la ley. 


Estamos ya bastante salidos de madre en mate- 
ria jurídica; estamos ya bastante salidos de madre en 
cosas muy importantes como para que dejemos pa- 
sar esto. Incluso resulta hasta tragicómico que hoy 
se diga en los medios que es mejor el servicio del 
Vilardebó ocupado que el normal. Lo afirma uno de 
los dirigentes que está ocupando el lugar, por lo cual 
deberíamos decirles: “¡Quédense para el resto de la 
zafra, así los pobres enfermos serán mejor tratados!”. 


Voy a reiterar algo que no es demasiado original 
ni novedoso en mis labios: las libertades se pierden 
en cuotas, casi nunca al contado. Vamos a pensar un 
poco en esto, porque el buen relacionamiento social 
es la garantía del buen funcionamiento entre todos 
nosotros y de mejores relaciones entre trabajadores 
y patrones. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
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Social, a la Cámara de Industrias del Uruguay y al 
PIT-CNT. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-24 en 25. Afirmativa. 


9) CIEN AÑOS DEL REGLAMENTO GENERAL 
DE PRÁCTICOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la 
Media Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: dentro de 
pocos días, precisamente el 21 de este mes, se van a 
cumplir cien años de la sanción del Reglamento Ge- 
neral de Prácticos, de 1913, con la firma del Presi- 
dente José Batlle y Ordóñez y la de su Ministro de 
Guerra y Marina, que lo era entonces el General Juan 
Bernassa y Jerez. 


Ese Reglamento General de Prácticos marcó un 
hito en la regulación del pilotaje nacional, que existe 
desde antes de ser nacional porque ya había un de- 
creto del General Rondeau, de 1829, que introducía 
regulaciones en materia de practicaje. Esas regula- 
ciones fueron tema de controversia a lo largo de todo 
el siglo XIX; hubo leyes, decretos, protestas y recla- 
mos hasta que finalmente, en 1913, ese decreto del 
Presidente Batlle estableció un antes y un después 
en materia de pilotaje, porque organizó el pilotaje o 
practicaje -como también se le llama- sobre mejores 
bases para su desarrollo y ejercicio. Son bases que 
han permanecido hasta hoy. 


Ante todo, se consagra la obligatoriedad del pilota- 
je por razones elementales de seguridad de la nave- 
gación. Antes no era obligatorio; había capitanes que 
para ahorrarse lo que significaban los honorarios de 
los prácticos prescindían del pilotaje y hay una im- 
presionante lista de siniestros marítimos, entre 1880 
y 1913 —estadística que levantaron los propios prácti- 
cos cuando abogaban por la consagración de la obliga- 
toriedad de su servicio—, que demuestra las terribles 
consecuencias que tenía el hecho de que los barcos 
entraran y salieran del Río de la Plata sin el asesora- 
miento profesional correspondiente. 


Otra base de esta regulación es la de considerar al 
práctico como agente auxiliar de la autoridad maríti- 
ma. No es un empleado del armador, sino un agente 
auxiliar de la autoridad marítima, que cuando actúa 
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en tal carácter está afirmando la presencia del Es- 
tado uruguayo en las aguas en las que actúa, lo cual 
tuvo particular valor en 1913, cuando estaba vigente 
la controversia con Argentina a propósito del Río de 
la Plata. Afirmar el servicio de practicaje en esas cir- 
cunstancias y decir que los prácticos nacionales eran 
agentes auxiliares de la autoridad marítima uruguaya 
cuando actuaban en el Río de la Plata y sus adya- 
cencias era una afirmación de soberanía nacional en 
tiempos en que era necesario hacerlo. 


Otra base importantísima es la del turno obliga- 
torio, base sobre la cual funciona el practicaje hasta 
hoy. El práctico no es elegido a su antojo por quien 
toma su servicios sino que presta funciones de acuer- 
do con turnos preestablecidos, lo que asegura, por un 
lado, el descanso necesario para estos profesionales y, 
por otra parte, que todos vayan rotando en su trabajo 
con lo que mantienen su condición de prácticos. Es 
decir que se trata de gente que ejerce su oficio coti- 
dianamente y por eso lo conoce al detalle y al dedillo. 


Sobre estas bases ya establecidas en el Reglamen- 
to de 1913, se dicta después la Ley n.” 16.595, del 13 
de octubre de 1994 —trascendental en la materia-, 
que en un solo artículo consagra las bases fundamen- 
tales de este servicio, ya que se lo califica como “un 
servicio obligatorio, no comercial y de Interés Nacio- 
nal, que debe ser prestado por profesionales con títu- 
lo habilitante, inscriptos en el registro llevado a esos 
fines por la Prefectura Nacional Naval, en un todo de 
acuerdo con la reglamentación del Poder Ejecutivo”, 
y sigue la norma legal. 


Destaco esta ley y el Servicio de Practicaje, porque 
es de las cosas que en este país funcionan bien y por 
eso no están nunca en la prensa; funcionan bien los 
365 días del año y 24 horas por día, en prácticamente 
cualquier condición atmosférica. Creo que es de las 
cosas que tenemos que cuidar si queremos afirmar 
nuestros puertos, con todo lo que significan en la vida 
económica y de relación internacional del país. Para 
hacer eso, tengamos presente la base sobre la que ha 
funcionado esto durante todo este tiempo: apego es- 
tricto al principio de legalidad. El servicio de pilotaje 
está detalladamente regulado sobre base legal por la 
reglamentación que dicta el Poder Ejecutivo. Hay que 
atenerse a esa reglamentación en todos sus detalles 
porque es la única garantía de que siga funcionando 
correctamente un servicio que hasta hoy lo ha hecho 
muy bien, con una base de fuerte intervención estatal 
en la regulación del servicio y gestión privada dentro 
del marco establecido por las normas vigentes. ¡Que 
así continúe porque sobre esta base ha funcionado 
muy bien! 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Ministerio de Defensa Nacional, 
al Comando General de la Armada, a la Prefectura 
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Nacional Naval, a la Sociedad de Prácticos del Puerto 
de Montevideo y a la Corporación Uruguaya de Prác- 
ticos del Río Uruguay, Río de la Plata y Litoral Marí- 
timo Oceánico. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-25 en 26. Afirmativa. 


10) DURAS CRÍTICAS DEL PODER EJECUTIVO 
Y DEL EQUIPO ECONÓMICO HACIA 
SECTORES EMPRESARIALES DEL PAÍS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la 
Media Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señora Presidenta: en la ma- 
ñana de hoy escuchamos algunas declaraciones del 
Poder Ejecutivo y del equipo económico con duras 
críticas sobre los sectores empresariales del país. Me 
parecen injustas e inadecuadas, además de amenazas 
veladas y explícitas que van más allá de los límites 
con que debe manejarse un Gobierno. 


En ese documento al que accedí hace muy poco 
—reitero que fue hoy de mañana-, se habla de aportes 
para una agenda de mejora de la competitividad y el 
desarrollo del Uruguay. Es una redacción afinada, con 
criterios muy objetivos y que contiene información 
que dice, por ejemplo, que Uruguay retrocedió 14 lu- 
gares en el ranking de competitividad en el mundo 
—hoy está en el número 74 de un total de 144-, que 
solo mejora a Argentina —lo que no es mucho- y que 
el resto de los países de América han ascendido de 
forma muy clara en su nivel de competitividad. Ob- 
viamente, hace un comentario sobre el nivel de dete- 
rioro del tipo de cambio, que es de un 20 % —lo que 
todos sabemos-, pero el centro de la preocupación 
es, sobre todo, la competitividad, por los costos inter- 
nos de la producción y por el tipo de cambio, que en 
los casos que están exceptuados —como puede ser el 
precio internacional de la soja, que va más allá de los 
costos de las empresas- son muy difíciles de manejar. 
El ejemplo más claro y el que conoce todo el mundo 
está en el sector arrocero, donde la hectárea cuesta 
US$ 2.000 y, con el dólar a $ 21, es muy difícil que 
pueda tener un mínimo de rentabilidad. 


Este documento también habla de la rigidez del 
mercado laboral, de los reclamos que se hicieron en 
la Organización Internacional del Trabajo, de las re- 
comendaciones que esta Organización le hiciera al 
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Poder Ejecutivo -que no se cumplen, señora Presi- 
denta—, de la infraestructura —con el 50 % de la red 
vial inviable de los 7.000 kilómetros que tenemos en 
redes nacionales y los 70.000 kilómetros en cami- 
nería—, de la calidad de los servicios que brinda el 
Estado y de la acción de las empresas públicas, que 
dicen que algunos monopolios y oligopolios afectan la 
competitividad de las empresas. 


La respuesta que hoy escuché en la prensa es 
que se les iba a sacar la devolución de impuestos; 
y, además, que icómo no iba a ser que los sectores 
empresariales pudieran criticar así, si están siendo 
asesorados por conspicuos integrantes de los partidos 
de la oposición! Me parece que este es un agravio a 
las cámaras empresariales, a su trabajo y sobre todo 
al aporte que realizan a la competitividad con un cri- 
terio técnico muy elaborado. Si a eso le agregamos 
todos los conflictos que tenemos, con los sectores de 
la salud y de la enseñanza en huelga, con los sindi- 
catos de AFE que nos vienen a ver diciendo que les 
han faltado a la verdad y demás, al final, parecería 
que no queda nadie por enfrentar ni ningún enemi- 
go por tener. Pero cuando las cámaras empresaria- 
les elaboran un documento de esta naturaleza, con 
seriedad y con fundamento técnico, no se las puede 
amenazar con que se les va a retirar la devolución 
de impuestos, porque este no es un estilo de rela- 
cionarse sino una manera de descalificar a quienes 
se dedican a la producción nacional. Ellos tienen sus 
puntos de vista, sus dificultades y hacen sus planteos 
de competitividad y de falta de competitividad bien 
fundamentados. Entonces, más que salir a contestar- 
les públicamente con una amenaza y hasta con una 
descalificación, me parece que sería bueno crear una 
mesa de diálogo que ayude a construir algunos temas 
vinculados, entre otras cosas, con el déficit del 4 % de 
nuestra cuenta corriente, con el déficit fiscal del 3 % 
y con la situación económica del país, que más allá de 
los anuncios que se hacen deberá resguardar muchas 
de sus acciones para cuando los ciclos económicos 
tengan un efecto negativo para el país. 


Simplemente quería manifestar mi punto de vista. 
Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea enviada a los Ministerios de Economía y Finanzas, 
de Trabajo y Seguridad Social; de Industria, Energía 
y Minería y de Ganadería, Agricultura y Pesca; a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y también a 
la Cancillería para que también tenga la oportunidad 
de analizar los temas de competitividad en el marco 
de la inserción externa del país. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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11) EVENTOS INTERNACIONALES EN LOS 
QUE PARTICIPARON LICEALES DE NUES- 
TRO PAÍS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la 
Media Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Gallo Imperiale. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE..- Quiero referirme a 
dos eventos de nivel internacional que se están reali- 
zando, o que se realizaron, en los cuales participaron 
liceales de nuestro país, en diferentes áreas, unos en 
la ciencia y otros en el deporte. 


La semana pasada tuvo lugar en Moscú la 45.* 
edición de la Olimpíada Internacional de Química, 
en la que participaron cuatro estudiantes uruguayos: 
Ana Paula Nova, del liceo Dr. Juan Belza de San Ra- 
món; Guillermo Jauregui, del Colegio Seminario de 
Montevideo; Fernando ÍIgoa, de la Escuela Naval de 
Montevideo y Francisco Acosta, del Liceo n.” 1 de 
Trinidad, en Flores. Estos estudiantes fueron acom- 
pañados por un docente de la Facultad de Química, 
Julio Benítez, y por el entrenador del Programa Olim- 
píada Uruguaya de Química, Gonzalo Carrau. Duran- 
te esos diez días participaron trescientos estudiantes 
de todo el mundo, y una de ellas, Ana Paula Nova, del 
liceo público de San Ramón, también va a participar 
en el mes de octubre en la XVIII Olimpíada Ibero- 
americana de Química, que se va a realizar en la ciu- 
dad de La Paz, Bolivia. Se trata de una competencia 
internacional de conocimientos en química de la que 
participan estudiantes no universitarios de los países 
iberoamericanos. La olimpíada es un marco propicio 
para el intercambio de experiencias, con el propósito 
de estimular el desarrollo de la ciencia y fomentar 
la cooperación y el entendimiento entre pares. Las 
pruebas consisten en ejercicios que deben ser resuel- 
tos por los participantes, con una exigencia acorde a 
los conocimientos y al aprendizaje de los estudiantes 
de educación media. 


Por otro lado, tuvo lugar un evento en el que una 
delegación de jóvenes del Programa “Pelota al Medio 
a la Esperanza” viajó a Colombia a disputar un torneo 
con equipos representantes de programas sociales 
de aquel país. El objetivo de las actividades que se 
llevan adelante en el marco de este Programa es el 
de fomentar valores, como la sana competencia y la 
amistad, por encima de rivalidades y de fanatismos. 
Los integrantes de la delegación fueron seleccionados 
a partir de un grupo inicial de cincuenta alumnos de 
liceos de todo el país, preseleccionados por los profe- 
sores de Educación Física de esos centros de estudio. 


Haciendo mención a estos eventos hemos querido 
informar y destacar ante este Cuerpo la importancia 
que tiene la formación de nuestros jóvenes liceales en 
pro de demostrar sus capacidades y sus valores. 
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Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea enviada al Codicén, a la Administración Nacional 
de Educación Pública, a los institutos de enseñanza a 
los cuales concurren estos estudiantes y al Programa 
“Pelota al Medio a la Esperanza”. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) RECLAMO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS 
POR RECIBO DE PAGO DE LA CUOTA DEL 
BANCO HIPOTECARIO DEL URUGUAY 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la 
Media Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señora Presidenta: hace 
aproximadamente dos meses, en esta misma etapa 
en que hoy están las sesiones del Senado, hicimos 
un planteamiento referido al pago de cuotas del Ban- 
co Hipotecario del Uruguay. Así como lo hicimos en 
aquella circunstancia, hoy nos mueve a plantearlo 
nuevamente la situación de todos aquellos trabaja- 
dores, en especial los funcionarios públicos, a quie- 
nes cada mes se les descuenta de su sueldo la cuota 
correspondiente al pago de su vivienda. Señalábamos 
entonces que los funcionarios que abonan de esa ma- 
nera y periódicamente la cuota parte que les corres- 
ponde, no tienen ningún recibo o constancia de lo 
que pagan en cada oportunidad ni de lo que llevan 
cancelado hasta el día en que pagan una nueva cuo- 
ta. Más aún; en los recibos de sueldo —aquí, en el 
Palacio Legislativo, una cantidad muy importante de 
funcionarios utilizan ese mecanismo para el pago de 
la cuota del Banco Hipotecario del Uruguay-, gene- 
ralmente, al costado del ítem en el que se establece 
lo que se les descontó de sus ingresos por ese concep- 
to, dice: “Sujeto a reliquidación”. De esta manera, la 
persona no sabe cuánto lleva pagado hasta el momen- 
to, cuánto está pagando cada vez, ni si ese monto que 
se le descuenta por mes equivale, efectivamente, a la 
cuota mensual fijada originalmente. 


Desde luego que esto no significa poner en tela 
de juicio la buena fe de esa Institución ni de quie- 
nes la dirigen o realizan los cobros correspondientes, 
sino solamente señalar que toda persona que paga, 
una vez que lo hace, tiene el primer derecho de saber 
a qué corresponde ese pago, así como también cuá- 
les son los montos abonados y adeudados a la fecha. 
También debería tener una constancia de todo ello, 
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por lo menos, una vez al año, cuando se va a hacer la 
liquidación correspondiente y el descuento del suel- 
do. Entonces, por ejemplo, cuando llega diciembre el 
Banco Hipotecario del Uruguay podría comunicar a 
cada interesado algo así como: “En este año usted ha 
pagado doce cuotas por un monto de tal valor, lleva 
cancelado determinado porcentaje de su crédito y le 
queda pendiente de pago equis cantidad”. 


Nos parece que pedir que esto se haga una vez al 
año no es demasiado, si bien se podría realizar per- 
fectamente con carácter mensual. 


Como dije, este planteo ya lo habíamos hecho pero 
no recibimos contestación y, en consecuencia, señora 
Presidenta, no solamente vamos a pedir que se envíe 
la versión taquigráfica de estas palabras al Directo- 
rio del Banco Hipotecario del Uruguay, a través del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente —por supuesto, si ese es el trámite 
que corresponde-—, sino que también solicitamos una 
respuesta de la Institución. 


Podríamos presentar un pedido de informes —lo 
vamos a hacer si es necesario- pero nos parece que 
alcanza con un planteamiento de esta naturaleza 
para que los cuerpos gerenciales o los organismos en- 
cargados de las relaciones públicas del Banco Hipote- 
cario del Uruguay nos den una respuesta formal, no 
al Senado sino a los miles de funcionarios públicos y 
a otros con quienes se procede igual. Seguramente, 
al recibir esta respuesta, ellos van a quedar mucho 
más tranquilos porque, entre otras cosas, todos so- 
mos conscientes de lo difícil que se hace terminar de 
pagar la deuda del Banco Hipotecario. 


Este no es un problema de este Gobierno ni del 
anterior, sino que es algo que viene desde hace 
muchos años; de hecho, hoy se está discutiendo cuál 
debería ser el instrumento, el parámetro en función 
del cual se fije el valor de la cuota, es decir, si va a ser 
en base a Unidades Indexadas o mediante cualquier 
otro sistema. No quiero ingresar en ese tema porque 
me parece que primero está este y que sería bueno 
que se diera una respuesta —reitero—, no al Senado 
sino, en los hechos, a todos aquellos que cumplen 
con tanta fidelidad sus compromisos con el Banco 
Hipotecario del Uruguay, quienes cada día que van 
a cobrar su sueldo ven que hay unos cuantos pesos 
menos como consecuencia de la adquisición de la 
vivienda propia. 


Reitero mi solicitud de que la versión taquigráfica 
de mis palabras se remita al Banco Hipotecario del 
Uruguay, por medio del Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


13) ACTIVIDAD MINERA DE GRAN PORTE 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Senado ingresa 
al Orden del Día con la consideración del asunto 
que figura en primer término: “Proyecto de ley por 
el que se regula la actividad minera de gran porte. 
(Carpeta n.” 1188/2013 — Rep. n.” 879/2013 — Rep. 
n.* 879/2013- Anexo 1)”. 


(Antecedentes: ver sesión 37.* S.O.) 
—Continúa la discusión general. 
SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señora Presidenta: el 
muy buen informe que hizo el miembro informan- 
te, el compañero Senador Clavijo, y también las ex- 
presiones detalladas que serán vertidas por el señor 
Senador Agazzi —esto lo sé porque lo tengo al lado— 
vinculadas con el Acuerdo Multipartidario y con el 
proyecto de ley que estamos poniendo a votación en 
Sala, me eximen —en la medida en que uno analizó 
pormenorizadamente el articulado y el otro detallará 
el Acuerdo- de referirme a esta iniciativa que esta- 
mos considerando, para dar una mirada un poco más 
amplia al tema, tratando de explicar cómo lo estamos 
razonando nosotros desde la perspectiva de un país 
que incorpora nuevas riquezas para su prosperidad. 
Quizás este sea solamente un deseo que uno tiene, 
que seguramente va a ser muy difícil de llevar ade- 
lante; me refiero a tratar de entendernos, de discutir 
y de reflexionar para que esto no termine siendo un 
diálogo de sordos. 


Sé que esto puede acarrear polémicas y proble- 
mas, pero hace minutos escuchamos que se hizo re- 
ferencia —una vez más y con insistencia— al déficit 
fiscal que tuvo Uruguay en el 2008. Se habló de un 
39%, y cualquier inversor o persona que no conozca en 
detalle la economía del país se podría sorprender por 
ese nivel de déficit y sacar la conclusión muy rápida 
de que no hay un equipo económico responsable, de 
que las cuentas públicas no le interesan al Gobierno 
y de que el déficit no es una preocupación existente. 
Es más; quiero aclarar que este año va a haber un 
déficit mucho menor y que el del año pasado estuvo 
vinculado directamente con un problema de lluvias. 
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O sea que es muy importante que se sepa que hubo 
acontecimientos extraordinarios que reflejaron, seño- 
ra Presidenta, un déficit puntual y no permanente ni 
estructural. Claro, esto no se dice y, en esa medida, 
se hace muy difícil discutir y polemizar tratando de 
escucharnos y de no generar una opinión rápida, li- 
gera o de fácil entendimiento, que nos pueda llevar a 
conclusiones erradas o falsas. 


Esto nos pasa también con el tema de la minería. 
Uruguay, además de todas sus riquezas visibles, tiene 
también riquezas en el subsuelo. Hace pocas horas 
se nos ha informado que en nuestro propio territorio 
habría algunos lugares en el norte del país en los que 
estarían dadas las condiciones geológicas para que se 
pudiera encontrar petróleo. Eso no significa que esté 
en los volúmenes o niveles necesarios para que sea 
rentable, pero ahí hay una riqueza que Uruguay va a 
tener que seguir estudiando. 


Otra de las riquezas que tenemos son los minera- 
les —o la minería—, y si nosotros no razonamos el tema 
con ponderación y no lo ponemos sobre la mesa, pue- 
de generar todo tipo de miedos y de relatos que quizás 
no se ajusten a la verdad. 


En ese sentido, queremos dar esa mirada más 
amplia para que, por lo menos, aquellos que lean la 
versión taquigráfica, nos vean por Internet o puedan 
estar escuchándonos —más allá de que digan que no 
están de acuerdo con el señor Michelini o con la Ban- 
cada del Frente Amplio- conozcan el relato y la racio- 
nalidad, porque no son conceptos caprichosos. Estas 
cosas no ocurren porque un día alguien se despierte 
y diga “Vamos a hacer esto”. Esto tiene una racionali- 
dad -se podrá compartir o no-; no es algo caprichoso 
o arbitrario. Por eso insistimos mucho para que este 
proyecto de ley —conforme al Acuerdo Multipartida- 
rio— pudiera tener el respaldo de todos. Incluso, agre- 
gamos artículos para poder tener una mirada más 
amplia que la del propio oficialismo. 


Al respecto, lo primero que dijimos en cuanto a la 
minería, sobre todo a la de gran porte, es que cualquier 
país tiene tres opciones o posibilidades: prohibirla, re- 
gularla, o permitir que se haga en forma desordenada. 
En el mundo podemos ver esas tres opciones. 


La minería en forma desordenada genera todo tipo 
de perjuicio para los países que siguen esa opción. 
Su extracción deja poco para el país que permite esa 
modalidad y, en general, se generan antecedentes e 
intereses que luego impiden regularla. Además, las 
nuevas generaciones seguramente encontrarán que 
ese mineral ya no está, que poco ha quedado de la 
riqueza y que quien lo extrajo usufructuó de ella. 


Para el caso de aquellos que quieren prohibirla, 
siento que hay que tener en cuenta dos aspectos: por 
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un lado, los países que la han prohibido son muy poco 
ricos en minerales; y, por otro, los que son muy ricos 
en minerales regulan la extracción, o la prohibición 
un día estalla por los aires en forma desordenada 
debido a que los intereses son enormes en toda esta 
materia. 


Por lo tanto, somos proclives a ordenar. Después 
se dirá si el articulado que hoy hemos traído cumple 
o no ese objetivo, pero por eso hablo de tener una mi- 
rada más amplia. Si no ordenamos esta actividad —o 
si no lo hiciéramos luego en la extracción de petróleo 
y no miráramos allí todos los otros aspectos, como la 
extracción en el mar y en tierra, problemas de segu- 
ro y de medioambiente, materia en la que tendremos 
que legislar como estamos haciéndolo en la minería 
de gran porte- y no la regulamos podrán ocurrir las 
otras dos opciones: el desorden o una prohibición 
que, a la corta más que a la larga, terminará explo- 
tándonos en las manos. 


Es más, en sesiones pasadas se generó una dis- 
cusión con un señor Senador preopinante cuando 
expresó —naturalmente, con mucha honestidad-: 
“Bueno, si un día hay necesidad, entonces ahí actua- 
remos y se extraerá el mineral. Ahora que no tenemos 
necesidad, ¿para qué?”. El razonamiento que noso- 
tros hacemos es distinto. Entendemos que podemos 
regular mejor cuando estamos en condiciones de fijar 
condiciones —valga la redundancia—, cuando estamos 
en una situación económica mejor, que no nos apre- 
mia, cuando no estamos angustiados por temas eco- 
nómicos o de otra índole y, por ende, no se necesita 
manotear ese recurso. Es en ese sentido que lo esta- 
mos haciendo. 


Hay quienes dicen, con toda razón —yo los secun- 
do-, que en estos proyectos de ley como en los del 
área petrolera —ambas, riquezas del subsuelo; supon- 
go que a nadie se le ocurre no extraer petróleo si lo 
hay, aunque se da la contradicción de que, después, 
lo compramos afuera—, se debe tener una mirada 
medioambiental muy importante, exigente, estricta, 
alerta y atenta. Nosotros compartimos esa opinión no 
solo por los daños que se puedan ocasionar a las ri- 
quezas del subsuelo si la extracción se hace de mala 
manera —en el caso del petróleo hay que estar mucho 
más expectante porque los problemas medioambien- 
tales pueden ser explosivos, de un momento a otro-, 
sino también porque estamos comprometiendo ese 
país del futuro que queremos dejar a quienes aún 
no están. Ya no estamos hablando de nuestros hijos, 
sino de los hijos de nuestros hijos, o de los hijos de 
los hijos de nuestros hijos, cuando quizás nosotros ya 
no estemos en esta tierra. Por esa razón, es muy im- 
portante colocar el tema medioambiental arriba de 
la mesa, por supuesto que desde una mirada amplia 
y razonable porque no hay actividad humana que no 
contamine. 
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Uruguay tiene aproximadamente 13:000.000 de 
cabezas de ganado vacuno. No hay nada más conta- 
minante que el rodeo vacuno. ¿Por qué? Porque la 
actividad humana propiamente, en la medida en que 
es transformadora del medioambiente, lo contamina, 
pero a nadie se le pasa por la cabeza decir “elimine- 
mos el ganado”. Creo que se deberían llevar a cabo 
acciones propositivas sobre el elemento, o sobre otros 
elementos, que permitan paliar en parte o en todo 
la contaminación que se ocasiona. Por eso, es muy 
significativo todo el tema de los bosques para la mejo- 
ra del medioambiente, independientemente de la co- 
rriente económica bien importante que ha generado 
para la riqueza del Uruguay. 


No hay nada más contaminante que los vehícu- 
los. En realidad, hoy son un poco menos contaminan- 
tes que antes, pero a nadie se le ocurre prohibirlos. 
Cuando no estaban los automóviles, en las ciudades 
grandes el transporte era movido por caballos, por lo 
que la contaminación causada por el estiércol era in- 
mensa. A tal punto esto fue así, que cuando apareció 
al automóvil algunos medioambientalistas dijeron: 
“¡Por fin en las grandes urbes se terminará este tipo 
de contaminación!”. Esto sucedía en lugares donde 
había 200.000, 300.000 o 400.000 caballos trotando 
por la ciudad. 


Repito: en la condición humana no hay nada que 
no sea contaminante. Incluso es más contaminante 
la pobreza, no solo porque allí es muy difícil cumplir 
con las normas medioambientales, sino también por- 
que aquel que solo vive del reciclaje -supimos verlo; 
todavía estamos lejos de la perfección termina ensu- 
ciando y contaminando nuestros arroyos y cursos de 
agua con todo tipo de basura. Entonces, la mirada del 
medioambiente debe hacerse desde la perspectiva de 
cómo ir minimizando, en los distintos rubros —-como 
el transporte o el ganado-—, los efectos que se produ- 
cen. Eso sucede también en el caso de la minería en 
general, y en la de gran porte en particular. Si bien 
hay dos o tres emprendimientos en puerta, quizás 
no lleguen a ser muchos más los que se hagan en la 
próxima década; de todos modos, aunque no lleguen 
a cinco o a diez es bueno que el mecanismo esté re- 
gulado. Justamente, por ese motivo se incluye en este 
proyecto de ley —no voy a explicarlo en detalle pues 
ya lo hizo el miembro informante, señor Senador Cla- 
vijo- un capítulo relativo al cierre de las minas. Al- 
gunos piensan que no debemos preocuparnos por lo 
que va a suceder dentro de quince o veinte años, pero 
en realidad debemos establecer reglas para que quien 
decida explotar la mina tenga bien claros los costos de 
su cierre que, en la medida en que avancen el tiempo 
y la tecnología, serán más perfectos y mejores. 


El cierre de la mina es una condición muy impor- 
tante y está asociado directamente al tema del medio- 
ambiente. Dado que se ha sostenido que la solución 
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no es buena, hemos dicho que estamos abiertos a que 
se propongan artículos. En la medida en que se acep- 
te que esta actividad va a existir, siempre puede ser 
mejorada la redacción de los artículos, pero cuando la 
discusión gira en torno a prohibirla, estamos en otro 
orden de cosas. 


El cierre de las minas no está vinculado solamente 
al tema del medioambiente, sino que también está 
asociado a la ecuación económica. Es decir, si un cie- 
rre de minas hace inviable la ecuación económica de 
la empresa, no se asumirá la explotación. A la vez, es 
importante lograr el equilibrio entre atender que la 
extracción del mineral genere riqueza para el Uru- 
guay y colocar en una situación superlativa el cuidado 
del medioambiente y el cierre de la mina cuando ya 
no se realice esa actividad. Ahora bien, ¿esto fue de 
agrado para quienes tienen intereses en estos mine- 
rales? Por supuesto que no; ellos hubieran preferido 
que este proyecto de ley tuviera un solo artículo y que 
elevara el nivel de hectáreas que fija el actual Códi- 
go de Minería para poder desarrollar minería de gran 
porte. ¡Y no más! 


Otro de los aciertos de este proyecto de ley es que 
genera una presión fiscal adicional. En su oportunidad 
discutimos qué era lo más conveniente en ese senti- 
do, es decir, si convenía tener una presión fiscal baja 
cuando se instala la inversión y una más alta cuando 
se está desarrollando la materia, o tener una presión 
fiscal muy alta —un “peaje” muy alto- y luego bajarla. 
Nosotros preferimos la primera opción. Somos socios 
con la actividad cuando comienza a desarrollarse con 
una inversión aceptable —no con una que la haga in- 
viable— y luego, cuando el mineral se está extrayendo, 
como fuimos socios, hicimos esfuerzos y pusimos re- 
cursos fiscales, la presión fiscal aumenta, siendo más 
alta que la que se aplica a otras actividades. 


Otro aspecto positivo a destacar de esta iniciativa 
es la creación del Fondo Soberano Intergeneracional 
de Inversión —FSII-, en el que se incluye un elemen- 
to bien importante como es el Canon de Producción. 
Hay países como Noruega —quizás es el caso más cla- 
ro- en los que se ha dicho que, como lo que se extrae 
se acaba, tiene que durar muchas generaciones. En 
esos lugares se creó un fondo que no solo permite 
invertir en la misma actividad, sino también en otras. 
Dichos fondos son incrementales —no se sostienen 
solamente de los recursos que la actividad genera, 
en esos casos, la del petróleo—- al punto de que los 
noruegos, además del desarrollo, el dinamismo y la 
financiación de sus actividades, tienen su propia ren- 
tabilidad. Esto sucede porque cada uno es socio de 
ese fondo y, cada tanto, este vuelca las ganancias a 
sus accionistas. 


A través del Fondo Soberano Intergeneracional de 
Inversión, si la actividad minera u otras que se puedan 
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descubrir generan 30 o 40 años de riqueza, se pre- 
vé que quede un porcentaje muy alto para proyectos 
que redunden en beneficio de las nuevas generacio- 
nes. Esto es algo que me parece muy importante, pues 
no estamos pensando solamente en nosotros, en el día 
de hoy, sino también en una sociedad que se proyecta 
hacia el futuro, como hace una familia cuando guarda 
recursos para los estudios de los hijos en el país o en el 
exterior. Creo que esto también es un acierto. 


Quiero destacar otro acierto de esta iniciativa, que 
es mérito delosintegrantes de la Comisión y de aquellos 
que investigamos sobre este tema. Específicamente, el 
Senador Agazzi sugirió contemplar un capítulo sobre 
el canon y los derechos de los superficiarios, ya que 
se fue generando una serie de iniciativas vinculadas 
a atender la realidad del Uruguay. En otros países, 
la extracción mineral se hace en montañas o en 
desiertos que son terrenos fiscales, pero aquí se lleva 
a cabo con un superficiario, es decir con alguien que 
está arriba de la tierra. Más allá de la discusión sobre 
ese punto, notoriamente, el subsuelo es del Estado 
uruguayo y la riqueza existente se puede extraer, 
pero hay que compensar de alguna forma el esfuerzo 
hecho por un superficiario cuando se le dice, de la 
noche a la mañana, que tiene tantas hectáreas pero 
que en una parte se va a hacer la extracción. 


La casuística es muy diversa. Es por eso que pu- 
simos un artículo, el 68 —va a haber que ponerle títu- 
lo—, vinculado a aquellos pequeños productores que 
tienen muy pocas hectáreas, debajo de las cuales está 
el yacimiento. Que el yacimiento esté debajo de ellos 
no significa que cuando se empiece a generar el ca- 
non tengan un problema económico. Notoriamente, 
van a ganar muchos más recursos por la actividad 
minera y por el canon correspondiente vinculado a 
la tarea que estaban haciendo o a la producción que 
estaban desarrollando. 


Sin embargo, nosotros no lo estamos viendo solo 
desde el punto de vista económico, sino también de 
la persona, del productor, de su familia. Entonces, lo 
que decimos es que si lo que tú tienes son cien hec- 
táreas y te afectan seis o siete, es una cosa; pero si te 
afectan todo tu campo o más del 50 %, entonces, le 
pedimos al Instituto Nacional de Colonización que te 
dé prioridad para acceder, en un entorno parecido, a 
una parcela —en alrededor de cien kilómetros—, a una 
porción de campo, a una superficie parecida a la que 
tenías para que, así, puedas desarrollar tu producción 
y pagar el alquiler atado al canon, o la compra. Así 
ganan todos, señor Presidente. Es muy impactante 
que te digan que ahora va a venir alguien, un externo, 
y de esto que tú venís haciendo con mucho esfuerzo, 
con mucha energía —construiste el potrero, después 
hiciste otro corral más-, va a arrasar con la mitad de 
tu campo. Es una mirada distinta que hace la ley, no 
desde el punto de vista económico, sino social. 
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Otro aspecto de ese capítulo —aconsejado por el se- 
ñor Senador Agazzi y que vamos a incorporar, porque 
no surgió de la Comisión sino cuando esta ya había 
terminado- es que, si cuando la empresa de minería 
de gran porte viene a explotar la mina, hay alguien 
que siente que no quiere estar al lado de ella o que 
su vocación es otra -sea porque quizás no tuvo una 
buena relación con la propia empresa o por cualquier 
otra razón- y quiere vender el campo, quiere salirse y 
no quiere vendérselo a la empresa... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha llegado a la Mesa 
una moción para que se prorrogue el tiempo de que 
dispone el orador. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-19 en 22. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Estamos hablando de que 
aquel superficiario que encuentra que parte de su te- 
rreno va a estar afectado por el trabajo de la minera, 
que de repente la minera le quiso comprar el terreno 
pero él no quiso venderlo y que no quiere estar ahí 
cuando se desarrolle esa actividad, no quiere saber 
nada, entonces, a tales efectos pusimos un artículo, 
el 67, que indica que se presenta el Estado y en ese 
mismo momento tiene que comprarle el campo a un 
precio 50 % mayor que el valor promedio de los cam- 
pos del país en el último año. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Entonces, lo van a expulsar. 


SEÑOR MICHELINI.- Si el señor Senador Chiru- 
chi me solicita una interrupción, con mucho gusto se 
la concedo. 


SEÑOR CHIRUCHI.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Ese productor, que vive en 
ese lugar, que trabaja en ese lugar donde sus abuelos 
trabajaron y criaron a sus padres, y donde sus padres 
trabajaron también- y que no quiere irse de esa par- 
cela, es expulsado por la minería. Van a ser cientos 
los productores que serán expulsados de su medio, 
de su hábitat, hacia la ciudad. Tampoco creemos en 
la solución del Instituto Nacional de Colonización, 
porque el productor no quiere que le paguen un poco 
más de lo que se dice que vale en plaza el terreno, 
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porque hay otro valor, que es el de seguir trabajando 
y criando a sus hijos donde desarrollaron la actividad 
en el pasado sus abuelos y sus padres. 


Muchas gracias. 
(Apoyado). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Senador Chiruchi 
da una mirada muy afectiva y efectista al tema, como 
si la vida fuera un devenir incambiado. La crisis del 
año 2002 expulsó a miles uruguayos del país; la ve- 
nida del automóvil sacó a cientos de choferes de los 
carruajes; los bancos, producto de treinta o cuarenta 
años de atraso del país, terminaron rematando cam- 
pos en el Uruguay. La vida es un riesgo y es complica- 
da. Ni la vida del señor Senador Chiruchi fue lineal, 
ni tampoco la de quien habla; conozco menos la del 
señor Senador Chiruchi, pero mucho la mía. No creo 
que deje de afectarnos cuando cierra una fábrica, cu- 
yos abuelos, padres y actuales hijos son trabajadores y 
obreros y de repente ven que se cierra y se preguntan 
cuál es su devenir. Lo cierto es que hay minerales y 
no parecería lógico, si mañana en un campo se en- 
cuentra petróleo a quinientos, mil o dos mil metros, 
no tener la mayor consideración por ese productor 
y escucharlo. Estos artículos surgieron a pedido de 
ellos. Algunos me dijeron: “No los vamos a usar”; o: 
“Yo no los voy a usar, pero si alguien quiere usarlos, 
que estén”. No parecería lógico que si hay petróleo 
y de repente -incluso, hasta por razones de seguri- 
dad-existe un radio del cual el productor tiene que 
ser desplazado, el Uruguay y todos los uruguayos no 
pudieran tocar esa riqueza, y que sigamos importan- 
do petróleo, que se sigan yendo nuestras divisas, que 
sigamos siendo pobres. Naturalmente, no podemos 
hacer una regulación del interés general que trate de 
atender las situaciones particulares. Es por eso que 
incluimos estos artículos. 


Es cierto que puede no gustar, pero si un produc- 
tor, ante esa situación en la que capaz que no estu- 
vieron sus abuelos ni sus padres ni sus tatarabuelos, 
prefiere salir, es opcional. 


Dentro de los artículos que estamos agregando —y 
que vamos a votar— se ha previsto una forma distinta 
de calcular el canon. Los productores nos pidieron 
que no fuera con tope sino que fuera a riesgo y así 
lo estamos agregando. ¿Es opcional? Sí, lo es. Ahora 
bien, cuántos productores van a ir a riesgo del canon, 
cuántos optarán por el tope —o sea, cuáles se regirán 
por el artículo 64 y cuáles por el 64 bis—, realmente 
no lo sé, pero nos pidieron opciones y las fuimos in- 
cluyendo. 
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Fue a pedido de los productores que corregimos 
el artículo 35; fue por una preocupación de ellos que 
hicimos lo propio con el artículo 38 del proyecto de 
ley. Es más, una de sus inquietudes refería al Fon- 
do -si no me equivoco, tenía que ver con el artículo 
49-, y más concretamente, al hecho de que, atento 
al medioambiente, el cierre de la mina no implicara 
que no se pudieran llevar adelante financiamientos 
o esfuerzos financieros y económicos. La idea es po- 
der crear escenarios turísticos, hidroeléctricos o de 
alta tecnología, que permitan que en ese punto no se 
genere un polo que nos haga recordar la mina, sino 
una producción o algo que habilite una oportunidad, 
como por ejemplo un desarrollo turístico que haga 
que la zona tenga una actividad adicional, quizás con 
la subvención de ese Fondo que estábamos proyec- 
tando. 


Estos tres aspectos —el referido al capítulo de 
cierre de la mina, compatibilizándolo con el medio- 
ambiente; el capítulo del Fondo Soberano Intergene- 
racional de Inversión y el capítulo propuesto por el 
señor Senador Agazzi, relativo al canon y a los de- 
rechos del superficiario-, en nuestra opinión hacen 
al proyecto de ley mucho más positivo y mucho más 
compatible con lo que nosotros queríamos para el 
tema de la minería. 


Nos hubiera gustado lograr consensos más am- 
plios -como los que se alcanzaron en la Comisión 
Multipartidaria— y que se construyeran acuerdos más 
sólidos; ahora no los generamos, pero aspiramos a 
que en el futuro, cuando esta actividad se vuelva di- 
námica y la tecnología nos plantee nuevos desafíos y 
nuevas circunstancias, se alcancen los acuerdos que 
hoy no hemos logrado aquí. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Pido la pala- 
bra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señora Pre- 
sidenta: desde la semana pasada estamos ocupando 
esta Banca en el Senado, en forma coincidente con el 
momento en que se somete a consideración del Cuer- 
po este proyecto de ley que regula la megaminería. 


Por un lado, siento que he llegado tarde al proceso 
de debate que durante meses ha llevado adelante la 
Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo 
y Servicios, que elaboró este texto en virtud de las 
directrices de un Acuerdo Multipartidario. Por otra 
parte, por la posición y la situación en la que hoy me 
encuentro, siento la responsabilidad y la obligación de 
hablar en este recinto. 
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Tengo mis convicciones sobre el tema —muchas de 
ellas no alineadas con aspectos puntuales de este pro- 
yecto de ley-, pero tengo, también, un profundo res- 
peto por el trabajo de los compañeros y, fundamental- 
mente, un profundo respeto por mi fuerza política, el 
Frente Amplio. En virtud de mi pertenencia al Frente 
Amplio, voy a aceptar lo que se trabajó en consenso 
en el seno de la Comisión, pero sin renunciar a mis 
convicciones y aspirando —como ya lo he manifestado 
en nuestra Bancada— a que estas reflexiones, en el 
devenir de la discusión, sean incorporadas al proyecto 
de ley, porque percibo que este debate sobre mega- 
minería y minería no culmina —ni para la sociedad ni 
para nuestro Frente Amplio- con la elaboración de 
esta iniciativa. 


El tema puede ser abordado desde distintos pla- 
nos o ángulos; el más simple, el que uno está más 
tentado de transitar, es el de comparar el actual mar- 
co normativo y reglamentario para la industria mi- 
nera, con lo que plantea este proyecto de ley. Tene- 
mos que partir de las siguientes bases: la industria 
minera existe, queremos desarrollarla y hay un marco 
normativo, reglamentario y legal que es el Código de 
Minería. Deberíamos preguntarnos: ¿acaso el mar- 
co legal actual es adecuado para regular este tipo de 
nuevos emprendimientos? Yo respondería que no es 
adecuado. ¿El proyecto de ley que se está sometiendo 
a la consideración del Cuerpo es o sería mejor que 
el actual como marco normativo? A esto respondería 
que sí, que sería mejor. Por lo tanto, ¿es adecuado y 
preferible mantener la situación en el marco actual, o 
es mejor perfeccionarla con un marco normativo es- 
pecífico? La respuesta va de suyo en estos términos: 
sería preferible avanzar en los términos de este pro- 
yecto de ley. ¿Es perfectible el proyecto de ley? Sí, por 
supuesto que es perfectible, y aspiramos a que lo sea. 
Muchos de los nuevos elementos se van a incorporar 
al final de la discusión y otros, quizá, en el devenir. 


Creo que esta manera simplista o simple de ra- 
zonar —dicho esto en el sentido común- no aborda 
lo esencial de este proyecto de ley de minería y de 
la megaminería. Razonar de la forma en que lo hice 
implica abordar un aspecto instrumental y partir de 
la base de supuestos que damos por admitidos. Me 
parece que la pregunta esencial que deberíamos for- 
mularnos como colectivo social, en clave de presente 
y de futuro, sería: ¿cómo nos vamos a apropiar -como 
colectivo social- de los beneficios de nuestro subsue- 
lo? Esto nos lleva a razonar en tres planos: considerar 
la naturaleza de los recursos, reflexionar sobre cuál 
será el paradigma de desarrollo para ellos y analizar 
cuál debe ser el rol de la participación del colectivo 
social en ejercicio de la soberanía, para diseñar ese 
paradigma de desarrollo. 


Cuando hablamos de minería aludimos a recur- 
sos finitos, tangibles, medibles y limitados, y el cre- 
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cimiento ilimitado en la extracción es, por decirlo de 
alguna manera, una ecuación imposible. Es una ilu- 
sión pensar que se van a poder extraer ilimitadamen- 
te recursos de un medio limitado; tan ilusión como 
pretender medirlo exclusivamente con las bondades 
del crecimiento del Producto Interno Bruto. Deci- 
mos esto porque todos sabemos que el crecimiento 
económico ilimitado también es, en sí mismo, impo- 
sible; en un mundo finito es imposible el crecimiento 
infinito, pero a este tema me referiré más adelante. 
Considerando tal naturaleza del recurso, el principio 
de absoluta sustentabilidad es imposible porque, ob- 
jetivamente, a causa de lo que se está extrayendo, 
las generaciones futuras van a tener menos cantidad 
de mineral en el yacimiento de origen. Por lo tanto, 
el concepto que deberíamos profundizar es el de ra- 
cionalidad en la explotación del recurso y no el de 
sustentabilidad absoluta, que no existe. Podremos 
hablar de emprendimientos en relación sustentable 
con el medioambiente, pero partiendo de la base de 
un recurso finito, como lo es la extracción de mine- 
rales, el principio debe ser el de la racionalidad en la 
explotación. 


Esta pauta nos permitiría profundizar en otras que 
derivan de ella, como por ejemplo si vamos a aceptar 
o no una explotación ilimitada del recurso, o si se va 
a establecer una tasa de extracción en relación con la 
cantidad de reservas disponibles o constatables. 


Otro plano de reflexión que impone el principio de 
racionalidad es lo que llamaría el beneficio por retor- 
no a la comunidad. Quizá no sea muy académico, pero 
es entendible. Cualquier grupo o comunidad, desde 
los albores de la humanidad, cuando extrae algo que 
es finito lo hace con un sentido de utilidad y benefi- 
cio. Es a lo que, reitero, le llamaría beneficio por re- 
torno a la comunidad, engarzado con el principio de 
racionalidad. En mi opinión esto es muy importante, 
porque el beneficio por retorno a la comunidad que 
nos estaría dando la extracción del recurso debería 
inspirar prácticas políticas concretas. Por ejemplo, no 
es lo mismo extraer materia prima para exportar, que 
extraer esa misma materia prima, mineral y finita, 
para industrializar o refinar en nuestro país. ¡No es 
lo mismo! Este concepto de beneficio por retorno a 
la comunidad deriva, no solo de la naturaleza finita 
del recurso, sino de un hecho que no podemos sosla- 
yar: el colectivo social debe ser considerado el dueño 
soberano de los recursos del subsuelo y, por lo tanto, 
debe ser objeto de un retorno, no medido en término 
de valores económicos o de mercado, sino de la po- 
tencialidad del producto. 


La industrialización o refinación en el Uruguay 
permitiría la obtención de otros productos y deriva- 
dos. Admitiría insertar, dinamizar y potenciar la ca- 
dena productiva y hasta posibilitaría un mayor valor 
resultante de la aplicación de los instrumentos im- 
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positivos de redistribución. Si, por ejemplo, la explo- 
tación está en manos del Estado, el mayor valor a la 
comunidad ingresa directamente mediante la redis- 
tribución directa que se puede hacer de las utilida- 
des que genera la actividad. De lo contrario, si está 
en manos de particulares, uno de los elementos de 
beneficio por retorno a la comunidad será la aplica- 
ción de instrumentos impositivos de redistribución. 
Por otra parte, si la industrialización y refinación del 
producto se realiza en Uruguay, la base imponible glo- 
bal para obtener una mayor rentabilidad o beneficio 
es notoria. Si quien explota el recurso simplemente 
extrae el mineral y lo exporta, liquida sus impues- 
tos sobre la utilidad que obtiene por ello; esa es la 
ganancia que va a ingresar al Estado, en términos 
económicos, como beneficio por retorno. Ahora bien; 
si de ese producto se pueden extraer subproductos o 
derivados, el industrializador que está en el exterior 
va a obtener muchísima más ganancia, y ni hable- 
mos si el exportador y el industrializador pertenecen 
a un mismo grupo económico. Si serán importantes, 
entonces, la industrialización y la refinación de los 
productos en Uruguay, basados en estos principios de 
racionalidad y de que el colectivo social debe ser el 
dueño de los recursos del subsuelo. No podemos pen- 
sar en un modelo productivo de la industria minera 
reeditando aquellas viejas relaciones internacionales 
que surgieron hace siglos, de países productores y 
países industrializadores de materia prima; hablamos 
de aquella división entre centro y periferia. Si somos 
conscientes y asumimos la responsabilidad de que los 
recursos del subsuelo son propiedad del colectivo so- 
cial, debemos procurar obtener el máximo beneficio 
por retorno, considerando que son recursos finitos y 
que la industrialización en el Uruguay permitiría un 
mejor desarrollo. 


El otro elemento que hemos mencionado y que 
es básico para la redistribución de ese beneficio por 
retorno es el instrumento impositivo. Ya señalamos 
la importancia de la industrialización en el Uruguay 
para optimizar los resultados de la redistribución por 
la vía impositiva, pero también deberíamos tener pre- 
sente que en este tipo de emprendimientos, dado lo 
finito de los recursos, sería posible explorar lo que 
llamaría una especie de prima por la explotación o la 
posibilidad de aplicar un criterio de renta presunta 
para evitar dibujos contables que el día de mañana 
vayan en demérito de los ingresos proyectados por el 
marco impositivo sobre la ganancia y el adicional del 
TRAE. 


Es indudable que los elementos que he mencio- 
nado deberían aplicar para toda la industria mine- 
ra. Ahora bien; ¿cuál debería ser la modalidad de 
explotación para desarrollar esta industria teniendo 
en cuenta las pautas que hemos analizado? ¿Cuál 
debe ser el nuevo paradigma para la explotación de 
la industria minera? En lo personal rechazo que la 
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respuesta sea el crecimiento económico; para nues- 
tra sociedad no debería ser el elemento que defina. 
Decía al principio que el crecimiento económico ili- 
mitado es una ilusión. El crecimiento económico en 
relación con la industria minera implica que se ex- 
trae un recurso y se producen bienes y servicios, lo 
que suma en el haber y aumenta el Producto Bruto 
Interno, como puede suceder cuando hay una catás- 
trofe natural y se requiere una gran producción de 
bienes y servicios con el fin de paliar los efectos. Sin 
embargo, nunca se contabiliza en el debe el recurso 
que se extrajo de la naturaleza y que no se va a re- 
poner en el estado original. Reitero: el crecimiento 
económico ilimitado, en un mundo limitado, es una 
ecuación imposible. 


Por lo tanto, creo humildemente que el nuevo pa- 
radigma que deberíamos comenzar a discutir es so- 
bre derechos colectivos. La síntesis de esos derechos 
colectivos la ubico en el derecho al desarrollo como 
paradigma de explotación de la minería, de la mega- 
minería y de cualquier emprendimiento relacionado 
con las riquezas del subsuelo. El derecho al desarro- 
llo implica un derecho individual y colectivo, en pri- 
mer lugar, a la participación de todos en el diseño, las 
prácticas y las políticas de desarrollo. Es importante 
que nos apropiemos de los beneficios del desarrollo, 
pero no solo en términos de crecimiento económi- 
co, sino también de crecimiento cultural, político y 
social, es decir, en términos de desarrollo integral, 
lo que implica no solo el cuidado del medioambiente 
y de la sustentabilidad, sino también la eliminación 
de la pobreza como un elemento ínsito al paradigma. 
Ello trae aparejado —y creo que es lo importante- obli- 
gaciones para los ciudadanos y, fundamentalmente, 
para el Estado, en el sentido de transitar por la vía 
del paradigma del derecho al desarrollo y no del cre- 
cimiento económico. Me refiero a obligaciones en tér- 
minos políticos y prácticos. 


El diseño del modelo de explotación de un recurso 
finito debe transitar por un mecanismo de racionali- 
dad y optimizar el beneficio por retorno, lo que nos 
impone una serie de pautas. Una de ellas es que los 
recursos estratégicos de minerales del subsuelo de- 
berían ser de explotación monopólica por parte del 
Estado que, a su vez, debería tener un fuerte contra- 
lor en el manejo de los recursos del subsuelo. Hemos 
hablado con algunos colegas acerca de que el rol de 
las empresas públicas -como es el caso de Ancap y 
de otras— en la explotación del subsuelo está en lí- 
nea con la concepción del colectivo social, es decir 
de todos los uruguayos, que es el soberano de esos 
recursos. 


A nuestro juicio, se debería dar la participación 
social en la explotación de los recursos del subsuelo, 
por ejemplo mediante emprendimientos cooperativos 
o a través de formas o instrumentos innovadores. Hoy 
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se hablaba de la particularidad o peculiaridad de los 
fondos en los países nórdicos, donde los ciudadanos 
perciben un beneficio directo por parte del empren- 
dimiento minero. En tren de teorizar puedo llegar a 
imaginarme, en base a las normas e instrumentos 
de nuestro sistema económico capitalista, una gran 
sociedad en la que cada uno de los uruguayos sea 
accionista de la misma, que sea la propia sociedad la 
que tenga a su cargo la explotación de recursos del 
subsuelo. Es más, nuestro Derecho actual permiti- 
ría la formación de una sociedad anónima abierta. Y 
cuando a fin de año se hiciera el balance, cada uno 
de los uruguayos llevaría directamente una parte en 
la cuota de las utilidades, porque estamos utilizando 
recursos que, por derecho y por destino, son de todos. 
Eso debería tenerse presente al momento de diseñar 
políticas de minería. 


En todo el debate se ha dado la necesidad de ate- 
rrizar estos temas en proyectos concretos. En princi- 
pio expresé que no todas estas convicciones están en 
línea con los elementos de la iniciativa que estamos 
considerando; que sería conveniente la fijación de 
una tasa de extracción, la exigencia de la industria- 
lización y la refinación del producto en Uruguay y la 
corrección de las exoneraciones impositivas al inicio, 
O pensar en un sistema de rentas presuntas. Personal- 
mente aspiro a que estos elementos sean considera- 
dos durante la prosecución de la discusión legislativa 
que va a continuar en la Cámara de Representantes. 


Otro de los temas, para nada menor, es que somos 
absolutamente conscientes de la fragilidad de la natu- 
raleza ante la interacción con los seres humanos; so- 
mos conscientes de que la supervivencia de la especie 
requiere de un replanteo, de una redimensión de la 
relación comunidad-naturaleza. En un momento en 
que el mundo está cuestionando el sistema econó- 
mico capitalista y planteándose la necesidad de redi- 
mensionar el vínculo con la naturaleza, se introduce 
el debate sobre los megaemprendimientos. ¡Y vaya si 
este debate agiganta la problemática! Con todo respe- 
to y sin perjuicio de la importancia del asunto, creo 
que más que un tema medioambiental es un tema 
de dominación de los medios de producción, aspecto 
sobre el que me gustaría profundizar un poco más 
adelante. 


Sin lugar a dudas, el tema de la afectación del 
medioambiente está en el debate. Fíjense, señores 
Senadores, que el concepto de racionalidad implica 
la no depredación y ello está mandatado en el artículo 
47 de la Constitución de la República; Uruguay no 
puede depredar los recursos naturales. En la discu- 
sión que se ha dado en las últimas décadas sobre la 
relación hombre-naturaleza respecto a la reforma del 
agua, concretamente en cuanto al derecho sobre el 
agua y el saneamiento, se incorpora el mandato de 
que Uruguay no puede depredar la naturaleza. Po- 
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dríamos decir que existen otros derechos colectivos 
que vamos a incorporar por la vía del artículo 72 de la 
Constitución de la República —norma ventana—, que 
hoy están en el debe porque tenemos una Constitu- 
ción vieja. En el debate que se ha dado a nivel de la 
región y del mundo en relación a este tema, ya se han 
incorporado normas en diferentes constituciones, por 
las cuales los juristas tradicionales estarán rasgándo- 
se las vestiduras. Tenemos, por ejemplo, el caso de la 
Constitución de Ecuador, que considera a la natura- 
leza como centro de Derecho. Es decir que establece 
el derecho de la población al buen vivir pero, al mis- 
mo tiempo, considera que la naturaleza en sí misma 
puede ser centro de imputación normativa. 


Es en el marco de este debate que se incorpora el 
tema de la megaminería. Por lo tanto, creo que esta 
discusión no queda cerrada; va a proseguir. 


Como colectivo, nuestro país no puede renunciar 
es mi criterio- a la minería. Con la misma firmeza 
señalo que no debemos restringir nuestra matriz pro- 
ductiva a la agropecuaria. He mencionado, reiterada- 
mente y en otros ámbitos, que la tierra ya está alam- 
brada y que la mayoría de los uruguayos llegó tarde al 
reparto que hubo; el subsuelo aún no está alambrado, 
como tampoco lo está el mar. Y si somos, por derecho 
y por destino, los soberanos del subsuelo y del mar, 
podemos instrumentar —y deberíamos hacerlo- mo- 
dos de explotación para obtener colectivamente sus 
beneficios. 


Me resisto a resignarme a que no podamos imagi- 
nar un escenario diferente al de la lógica del mercado 
capitalista y a pensar que no podamos innovar. No nos 
sirve el inmovilismo. Frente al desafío de industrializar 
los recursos del subsuelo en beneficio de todos, porque 
todos somos los dueños, prefiero que se recorra ese 
camino y que se generen fuentes de trabajo que hagan 
posible el crecimiento de familias que, de lo contrario, 
tendrían como destino ser peones rurales asalariados. 
Aquí no solo está en juego el tema medioambiental o 
de naturaleza de los predios superficiales sino, tam- 
bién, modos de vida y de explotación. 


En clave de participación y de nuevo paradigma, 
como el derecho al desarrollo, el ejercicio de ciuda- 
danía del colectivo social para definir este tema debe 
tener un rol relevante. En más de una ocasión he sos- 
tenido que este tema debe ser resuelto por una Asam- 
blea General Constituyente en el marco de la discu- 
sión de los pilares desde los cuales vamos a elaborar 
el camino para transitar no solamente los modos de 
producción, sino otros temas que hacen a la esencia 
de lo que queremos como sociedad. Sin embargo, eso 
aún está pendiente y queda en el debe. 


Hoy, por la profunda lealtad política que siento 
por mi partido, voy a votar, en general, el proyecto 
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de ley con las reservas señaladas, aspirando a que las 
modificaciones que propuse en líneas generales se 
incorporen, y condicionando el apoyo político a que 
se incluya el tema en la convocatoria a la Asamblea 
General en el marco de la reforma de la Constitución. 


Creo, además, que parte de estos temas pueden 
ser incorporados por el Poder Ejecutivo cuando se 
discutan las concesiones —y así me lo han manifesta- 
do-— porque entiendo que tanto la tasa de extracción 
como los procesos de industrialización en el Uruguay 
van a ser dos elementos para incorporar en este mo- 
delo de desarrollo. 


El debate no ha terminado. Pienso que hay una 
gran cantidad de temas generales en los que hay que 
seguir profundizando, más allá de lo particular. Uno 
preferiría que los correctivos se incorporaran lo antes 
posible para evitar que el día de mañana y por man- 
dato del soberano, algún gobierno tenga que naciona- 
lizar las minas para devolverle a nuestra sociedad... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde votar la 
prórroga del tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Ya termino mi 
exposición, señora Presidenta. 


Como venía diciendo, esa posible nacionalización 
serviría para devolverle a nuestra sociedad ese dere- 
cho soberano sobre un subsuelo que jamás se podrá 
alambrar. 


Muchas gracias. 


(Aplausos en la barra). 


14) REITERACIÓN DE PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de varios 
pedidos de informes cuya reiteración se ha solicitado. 


(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR PROSECRETARIO (Miguel Sejas).- “El 
señor Senador Pedro Bordaberry solicita la reitera- 
ción de un pedido de informes con destino al Minis- 
terio de Defensa Nacional, relacionado con la ins- 
talación de un mineroducto en un predio sito en el 
departamento de Rocha. 

-OPORTUNAMENTE SERÁ TRAMITADO. 


Asimismo, de conformidad con lo dispuesto por la 
Ley n.” 17.673, de 8 de julio de 2003, solicita la rei- 
teración de los siguientes pedidos de informes, a los 
efectos de que el Cuerpo los haga suyos: 
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— con destino al Ministerio del Interior, relacio- 
nados: 


* con equipamientos destinados a escuchas tele- 
fónicas e interceptación de mensajes telefónicos y de 
correos electrónicos; 


* con la situación de la flota vehicular policial; 


= con los homicidios cometidos durante los años 
2011 y 2012; 


+ con la reglamentación de la Ley n.* 18.717, de 
24 de diciembre de 2010, por la que se faculta al Po- 
der Ejecutivo a encomendarle al personal militar el 
cumplimiento de funciones transitorias de guardia 
perimetral y control de acceso a cárceles, penitencia- 
rías y centros de recuperación. 


— con destino al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería: 


* relacionado con el acuerdo celebrado entre 
Ancap y Petróleos de Venezuela S.A.; 


* y por su intermedio a la Dirección Nacional de 
Minería y Geología (Dinamige), relacionado con los 
permisos de prospección, exploración y explotación 
otorgados entre los años 2009 y 2012; 


* y por su intermedio a Antel y Ancap, relacionado 
con las erogaciones en publicidad incurridas en los 
ejercicios económicos 2009, 2010, 2011 y 2012; 


* y por su intermedio a Ancap, referido a los con- 
tratos celebrados entre dicho Ente Autónomo y Alco- 
holes del Uruguay S.A. (ALUR), sobre compraventa 
de etanol, bioetanol y biodiésel. 


— con destino al Ministerio de Economía y Finan- 
zas, sobre las empresas que prestan servicios médicos 
de diagnóstico o tratamiento en sus diferentes espe- 
cialidades. 


— con destino al Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente: 


* relacionado con los vertidos al Río de la Plata 
efectuados por las empresas CSI y Dredging. 


* y por su intermedio a OSE, referido a las eroga- 
ciones en publicidad incurridas en los ejercicios eco- 
nómicos 2009, 2010, 2011 y 2012. 


— con destino al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, relacionado con la construcción del puente 
sobre la laguna Garzón. 


13 de agosto de 2013 


— con destino al Ministerio de Educación y Cultu- 
ra y por su intermedio a la Administración Nacional 
de Educación Pública, relacionados: 


* con los concursos de oposición y mérito de los 
docentes durante el año 2011; 


* con las obras de mantenimiento y/o remodela- 
ción a realizarse en el liceo de Vichadero, departa- 
mento de Rivera; 


* con la ejecución de las obras de infraestructura 
de varios centros educativos. 


— con destino al Ministerio de Salud Pública, rela- 
cionado con las empresas que prestan servicios mé- 
dicos de diagnóstico o tratamiento en sus diferentes 
especialidades”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde votar las 
reiteraciones solicitadas a fin de que el Cuerpo haga 
suyos los referidos pedidos de informes. 


Se van a votar. 
(Se votan:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
15) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 12 de agosto de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 

De mi mayor consideración: 

Al amparo del artículo 1.” de la Ley n.* 17.827, in- 
ciso D, solicito al Cuerpo me conceda licencia a partir 
del día 14 de la fecha y hasta el 16 inclusive, dado que 
asistiré a Asunción al cambio de mando presidencial. 

Sin otro particular, saludo a Ud. atentamente. 


Luis Alberto Lacalle Herrera. Senador”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 
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(Se vota:) 
20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Guillermo García Acos- 
ta, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 13 de agosto de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 

Por medio de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia sin goce de sueldo por motivos 
particulares, al amparo del artículo 1. de la Ley 
n.? 17.827, de 14 de setiembre de 2004, por los días 
14 y 15 de agosto del corriente. 

Sin otro particular saludo a usted muy atentamente. 


Pedro Bordaberry. Senador”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-18 en 19. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Germán Cardoso, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 13 de agosto de 2013. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me con- 
ceda 2 días de licencia a partir del miércoles 14 de 
agosto al amparo del artículo 1.”, inciso D), de la Ley 
n.* 17.827. 
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En los días comprendidos en dicha solicitud con- 
curriré, habiendo sido invitado, a participar de la 
Ceremonia de Juramento del Presidente electo de la 
República del Paraguay. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 


Jorge Larrañaga. Senador”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Jorge Gandini y Ja- 
vier de Haedo han presentado notas de desistimiento, 
informando que por esta vez no aceptan la convocato- 
ria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado 
el señor Jorge Bartesaghi, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


16) ACTIVIDAD MINERA DE GRAN PORTE 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para con- 
testar a una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora Presidenta: es- 
tuve siguiendo muy atentamente la exposición del 
señor Senador López Goldaracena y debo decir que 
coincido con muchas de las dudas que planteó sobre 
el proyecto de ley. Al principio de su intervención, 
el señor Senador manifestó que votaría la iniciativa 
pese a las dudas, entre otros motivos, para respetar el 
trabajo logrado en la Comisión por consenso. 


Como miembro de la Comisión, quiero señalar 
que hay cuatro puntos que reputamos fundamen- 
tales, sobre los cuales no logramos consenso. Sí, lo 
intentamos —en esto, todos hicimos los máximos es- 
fuerzos para lograrlo, pero no conseguimos ese con- 
senso. Quizá se logró consenso en la Bancada oficia- 
lista, pero sobre los beneficios tributarios que se le 
otorgará a las empresas, sobre el plan de cierre, sobre 
el ordenamiento territorial y sobre la transparencia, 
no se lograron consensos en la Comisión, y esos son 
los motivos por los cuales desde nuestra Bancada no 
vamos a acompañar este proyecto de ley. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 
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SEÑOR AGAZZI.- El proyecto de ley que estamos 
discutiendo hoy lleva dos años y medio de discusión 
en el país. En el año 2011 se discutió en la Comisión 
Multipartidaria; tuvo su tratamiento en la Cámara de 
Representantes durante seis meses, y creo que lleva 
tres meses de debate en la Cámara de Senadores. 


Me parece que es un proyecto de ley importante 
que nos permite dar discusiones de fondo sobre el 
país y sus rumbos; hablamos de discusiones estraté- 
gicas como las intervenciones que se realizaron hoy. 


Considero que la discusión de hoy tomó un giro 
conceptual, un giro para discutir el tema razonada- 
mente, argumentando y dando posiciones que no 
necesariamente son las mismas o confluyentes. No 
estamos discutiendo esto emotivamente sino hacien- 
do un intento para objetivar el debate, viendo en qué 
punto estamos, qué es lo que hay que resolver, cuáles 
son los elementos a tener en cuenta y que cada uno 
de nosotros fije sus posiciones y determine cómo va 
a actuar. 


Además, quiero señalar que no me gusta discu- 
tir este proyecto de ley a través de las declaraciones 
de particulares o de discusiones emotivas. Este es un 
ámbito político, aquí estamos los representantes de 
los partidos políticos y, como tales, tenemos la res- 
ponsabilidad de tomar posiciones y determinar el 
contenido de las leyes. A su vez, también tenemos 
posiciones políticas. 


Quiero razonar este asunto de la misma forma en 
que lo hago con todos los temas: en forma objetiva y 
a partir de los intereses del país. Y quiero analizarlo a 
partir de nuestra historia, no de los libros. 


Así, pues, la minería en el Uruguay existe desde 
hace muchos años. La Exposición Nacional de Ga- 
nadería, Agricultura, Industria y Máquinas Agrícolas, 
que se realizó en 1895 —reitero, en 1895- en la Plaza 
de Armas de aquel tiempo —donde ahora está ubica- 
da la Intendencia de Montevideo-, fue inaugurada el 
10 de marzo de ese año por el Presidente de la Re- 
pública, Juan Idiarte Borda. Allí fueron presentados 
productos ganaderos, agrícolas y máquinas. Además, 
se mostraron otros, incluidos en un capítulo denomi- 
nado “Productos naturales”. En esta categoría fueron 
exhibidos mármoles, piedras de construcción y pie- 
dras semipreciosas. En resumen, hubo 924 exposito- 
res, y 32 de ellos presentaron productos de este tipo. 


En 1916 se escribió el “Informe preliminar sobre 
las riquezas minerales de la República Oriental del 
Uruguay”, de Rolf Marstrander. 


A su vez, en 1936 y 1941 vinieron los famosos in- 
formes de Redmayne y de Write —en realidad, eran del 
Bureau de Minas de los Estados Unidos—, en los que se 
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comenzaron a objetivar cuál era la estructura y la ri- 
queza de recursos minerales que había en el Uruguay. 


La composición de la corteza terrestre —sobre la 
que estamos apoyados- no digo que sea infinita, pero 
es muy grande. Nosotros vivimos sobre la cáscara de 
esa corteza, por las rocas o por ese producto derivado 
de las rocas, que es el suelo. 


La corteza tiene una composición promedio para 
cada elemento. Así, pues, el 8 % de ella es aluminio, 
el 5 % hierro, el 0,1 % manganeso, y el 0,007 % cobre. 
A escala geológica, estos elementos son móviles so- 
bre la corteza terrestre, dependiendo de la estructura 
que tiene cada una de nuestras regiones. Por tanto, 
donde aparecen yacimientos de estos elementos, en 
realidad, son anomalías de la corteza porque tienen 
concentraciones más altas. 


Ahora bien, convertir esos yacimientos en explota- 
ciones rentables es el objetivo de la investigación mi- 
nera. En nuestro país, lo que hubo durante muchos 
años fueron hallazgos casuales o porque se buscaban 
minerales. El hecho de convertir esos hallazgos en 
conocimiento científico es un trabajo de avance del 
conocimiento. 


El profesor Jorge Bossi, uno de los fundadores 
de la geología nacional, a fines del siglo pasado dijo: 
“En Uruguay no ha habido una conciencia clara de 
la importancia de nuestros recursos minerales ni una 
preocupación sistemática para su estudio y aprove- 
chamiento. Es así que la geología no ha tenido en el 
país un desarrollo acorde con las exigencias que plan- 
tea el aprovechamiento de los recursos materiales en 
nuestro siglo. Él lo dijo a fines del siglo XX. 


Lo que está sucediendo con estos temas es que el 
conocimiento va avanzando, es decir, nos conocemos 
más. Actualmente hay profesionales formados en esta 
disciplina y, además, hay más información sobre la 
parte de la corteza terrestre que nos toca en nuestro 
territorio. 


Ahora hay recursos geológicos conocidos y recut- 
sos probados. Hoy en día hay minerales de existencia 
probada en cantidad y calidad en el territorio nacio- 
nal. Hay dolomita, ilmenita, granito negro y muchos 
mármoles. Quizá una prueba de los mármoles que 
tiene el Uruguay es este Palacio, que se hizo todo con 
mármoles nacionales. También hay ágatas y amatis- 
tas, talco, hierro, caolinita y otras arcillas, limos. Hay 
minerales que tienen existencia conocida y algunos 
de ellos se están explotando, como es el caso del oro, 
pero también hay cobre, plomo, zinc, magnesio, cuar- 
zo, berilo, fluorita, baritina. 


A su vez, hay minerales de los que se tiene mucha 
necesidad y que es preciso identificar, como es el caso 
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del fósforo —que existe en nuestras rocas-—, del uranio, 
del petróleo, los esquistos bituminosos y el carbón. 
Hay potencialidades de extracción y también quiero 
decir que hay consenso. De todos quienes nos visita- 
ron en la Comisión —algunos técnicos y otros pertene- 
cientes a organizaciones sociales—, los que tienen un 
enfoque más científico del tema afirmaron —y nadie 
duda de eso- que el Uruguay es marginal en mate- 
ria de concentración en la corteza de los minerales 
más importantes. Esto significa que no vamos a ser 
un país minero porque tenemos recursos marginales. 


En base a la discusión que se viene dando, voy a 
dar algunas cifras. Según datos oficiales, el Uruguay 
tiene una superficie total, en tierra, de 17:622.000 
hectáreas. La superficie en producción agrícola son 
16:500.000 hectáreas. 


Tengamos en cuenta que hay una superficie ocu- 
pada por ciudades, carreteras, áreas urbanas y subur- 
banas que ocupan 1:000.000 de hectáreas, mientras 
que los lagos representan 119.000 hectáreas. Los da- 
tos oficiales que dio el miembro informante de la su- 
perficie en exploración minera son 34.000 hectáreas 
y, en explotación, 20.000 hectáreas. 


Señora Presidenta: quiero decir que si el Uruguay 
fuera un predio de 500 hectáreas, la superficie en 
exploración minera sería de una hectárea y la de ex- 
plotación de 0,6 hectáreas. Con este cuadro de los 
recursos disponibles hecho en base a información 
geográfica oficial, es un error decir que nos vamos a 
convertir en un país minero; eso es una exageración 
y no va a ser así, pues no tenemos las características 
para eso. De lo que se trata es de incluir un nuevo 
componente en una matriz productiva en base a los 
recursos naturales de que disponemos. En realidad, 
va a ser un factor de diversificación productiva, inclu- 
yendo una nueva actividad. 


Nosotros hemos incluido diversificación producti- 
va en nuestra producción histórica; hemos agregado 
la cadena forestal celulósica, que ocupa 1:000.000 
de hectáreas; hemos incorporado la cadena de los 
granos, que ocupa 2:000.000 de hectáreas y también 
hemos incluido otras cadenas, pero no voy a hablar 
ahora de este tema. 


La incorporación de la cadena minera agrega 
34.000 hectáreas, que representan un 3 % de lo que 
agregó la cadena forestal y el 1,5 % de lo que agregó 
la cadena de los granos. Esto es una realidad objetiva. 


Ahora bien; tenemos que tomar decisiones políti- 
cas sobre lo que vamos a hacer. 


Creo que los partidos políticos estuvieron de 
acuerdo con la idea de que, para la explotación mine- 
ra de gran porte, se necesitan reglas de juego diferen- 
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tes a las que teníamos en este país. Por eso se confor- 
mó una Comisión Multipartidaria y todos los partidos 
firmaron un documento; es cierto que el Partido Co- 
lorado hizo cuatro salvedades, pero de todos modos lo 
firmó. Reitero: todos estuvieron de acuerdo con que 
para la explotación minera de gran porte se necesitan 
reglas de juego diferentes a las que teníamos en este 
país. Luego me referiré a los contenidos, divergencias 
y convergencias de ese acuerdo. 


En la sociedad uruguaya hay distintas opiniones a 
este respecto. La Comisión de Industria, Energía, Co- 
mercio, Turismo y Servicios —a la que no pertenezco, 
pero a cuyas reuniones solicité concurrir, habiéndo- 
seme permitido hacerlo- recibió a varias delegaciones 
que trajeron consigo diferentes opiniones: académi- 
cas, de superficiarios y de organizaciones sociales. 


En lo personal, me pregunto: ¿se necesita una ley 
de minería de gran porte? 


Si en el día de hoy no votáramos este proyecto de 
ley —es decir, si votáramos en contra de esta iniciati- 
va que viene del Poder Ejecutivo y que fue aprobada 
por la Cámara de Representantes, continuaríamos 
rigiéndonos por el Código de Minería. Ahora bien; 
¿este Código es mejor que una modificación adap- 
tada a las circunstancias de lo que es la minería de 
gran porte? 


Considero que este proyecto de ley es absoluta- 
mente razonable y necesario. Contiene cosas muy im- 
portantes, tanto en materia tributaria, como en lo que 
respecta a los compromisos ambientales —como el cie- 
rre de minas- y al Fondo Soberano Intergeneracional 
de Inversión. En realidad, constituye una respuesta a 
una nueva situación: la de que tenemos muchos más 
recursos de lo que pensábamos. 


Además, con esta nueva normativa el Uruguay 
piensa un poco más allá de como lo ha hecho has- 
ta ahora: ya no se trata de que empresas extranjeras 
vengan y extraigan nuestros recursos; lo que hay que 
lograr es que esto sea positivo para la economía, para 
la sociedad y para el futuro, es decir, que sea una 
oportunidad y no un problema. 


Muchas veces se habla del colonialismo de las 
grandes empresas transnacionales concentradoras de 
la explotación de recursos minerales en el mundo. 
Efectivamente, eso existe, y hay ejemplos de situacio- 
nes que viven algunos países de África y también de 
América Latina. Ahora bien; si en nuestro país discu- 
timos sobre el tema, si los partidos políticos debaten, 
si cada uno expresa su punto de vista y luego adop- 
tamos decisiones, es decir, definimos cómo queremos 
gobernar este proceso, pensando siempre en el medio 
ambiente y en la sociedad de hoy y de mañana, po- 
dremos enfrentar esas fuerzas poderosas, que tienen 
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muchos intereses pero carecen de alma. En realidad, 
esas situaciones de las que se ha hablado existen por- 
que se los deja hacer. Nosotros pretendemos no dejar 
hacer, sino convertir esto en una oportunidad para 
el desarrollo nacional, con acuerdos, con convicción, 
con la política y con la sociedad. 


En realidad, en el Uruguay ya tuvimos esa clase 
de empresas que vienen a realizar distintas activi- 
dades, tantean y ven si pueden clavar el garrón. Por 
algo la empresa Ence se fue de nuestro país y UPM 
-ex-Botnia- se quedó. Las empresas que son más res- 
ponsables y tienen experiencias más serias, deciden 
aprovechar las oportunidades que ofrece nuestro te- 
rritorio y quedarse, mientras que otras, al ver que no 
hay condiciones, se van. 


A mi modo de ver, esta normativa será positiva en 
términos económicos, ya que dará mayor renta econó- 
mica; habrá mayor recaudación, se creará un impuesto 
adicional —que al día de hoy la minería común no lo tie- 
ne-, y se instituirá un Fondo Soberano Intergeneracio- 
nal de Inversión. A su vez, en términos sociales gene- 
rará fuentes de trabajo, condiciones de vida diferentes, 
buenos salarios —-gran parte de esto está generándose 
ya, con las explotaciones mineras que hoy tenemos- y, 
además, una mayor capacitación de la gente. Cierta- 
mente, todo esto educa —uno puede advertirlo clara- 
mente al conversar con los ciudadanos, y no solo con 
los que trabajan en Minas de Corrales o en Valentines-, 
genera educación y posibilita que haya cursos —-como 
los que brinda el Inefop- para capacitar a las personas. 
En esa zona que antes estaba dedicada a la ganade- 
ría extensiva, hoy pueden participar los estudiantes de 
los liceos informándose, es decir que se forma trama 
social. A mi juicio, esta es una herramienta para cons- 
truir ciudadanía, donde la gente se organiza y se ex- 
presa. En términos sociales, lo importante es que los 
beneficios que se deriven de esto queden en el pueblo 
y sirvan para beneficio y multiplicación de la sociedad. 


Seguidamente quiero hacer una consideración po- 
lítica. 


El Presidente de la República llamó a conformar 
una Comisión Multipartidaria a fin de tratar este 
tema. No ocurrió así con otras actividades. Podría de- 
cirse que es un mecanismo sui géneris, puesto que la 
Constitución de la República en ningún lado estable- 
ce que se formarán Comisiones Multipartidarias. De 
modo que está por fuera de la normativa que tiene el 
país. Es un mecanismo medio voluntarista que —re- 
flejando quizás el modo de ser del Presidente de la 
República- busca sumar y acordar. Lo cierto es que 
ha sido aceptado por todos y tiene un contenido im- 
portante, que hace que nos involucremos. 


A mi juicio, la Comisión Multipartidaria fue muy 
útil para recoger información, para clarificar las ideas 
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y para involucrarnos en la discusión. Creo que esto da 
sentido de pertenencia en los temas. En la sesión pa- 
sada, el señor Senador Heber manifestó que cuando 
se empezó a discutir este asunto en el Partido Nacio- 
nal, había ocho posiciones distintas. Quizás el hecho 
de contar con toda la información y participar en los 
debates permitió a su partido ir clarificando y avan- 
zando en su posición al respecto. 


Cabe preguntarse si este mecanismo -—que cul- 
mina con una iniciativa que recogió el trabajo de la 
Comisión Multipartidaria y fue enviada al Parlamen- 
to cuatro meses después de finalizada esa labor— da 
garantía de un acuerdo total con lo que dice el pro- 
yecto de ley. En realidad, no la da. Lo que da garantía 
es que se discuten las cosas y se recaba información 
sobre los temas, pero ciertamente hay acuerdos y 
desacuerdos. Cada actor hace su balance sobre cómo 
participó, cómo avanzó en sus conocimientos y qué 
posiciones tiene; y el hecho de que se pueda explicar 
todo esto es mucho mejor que si hubiera surgido una 
ley que no hubiera tenido un proceso de discusión. 


Creo que todos los que participamos en este de- 
bate mejoramos, sabemos más y tenemos ideas bien 
definidas —-que antes no teníamos- respecto a estos 
asuntos. Incluso se puede ir cambiando durante el 
proceso. Porque quien estuvo de acuerdo en integrar 
la Comisión Multipartidaria y, después de discutir el 
tema en su partido político, llegó a un punto de vis- 
ta diferente al del inicio, legítimamente podría decir 
que si la discusión empezara hoy, tendría una posi- 
ción diferente. No quiero decir que esto suceda; solo 
estoy haciendo un razonamiento político. En suma, 
lo que quiero significar es lo siguiente: puede ser que 
al finalizar el tratamiento del asunto se tenga una po- 
sición distinta, pero no porque el proyecto incumpla 
lo que se discutió, sino porque se cambió de punto 
de vista. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- He estado siguiendo muy 
atentamente la exposición del señor Senador Agazzi. 


Más allá de que todos nos hemos beneficiado con 
los intercambios, creo que uno va a estos acuerdos 
con la idea de que lo que se firma, se cumple. ¡Se 
cumple! 


Y lo voy a decir muy claramente: con este proyec- 
to de ley el Frente Amplio no está cumpliendo con 
el Acuerdo Multipartidario que firmamos. ¿Cuáles 
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son las normas que no cumple? En primer lugar, el 
numeral 7 del Capítulo III, “Eje Ambiental”, donde 
se expresa que deberán elaborarse, en cada caso, los 
instrumentos de ordenamiento territorial y desarro- 
llo sustentable a la escala territorial correspondiente 
—nacional, regional, departamental, local-, de acuer- 
do con la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarro- 
llo Sostenible n.* 18.308. 


Junto con el señor Senador Heber hemos presen- 
tado un artículo aditivo que expresa exactamente el 
concepto que acabo de leer. Si el Frente Amplio lo 
vota, estará cumpliendo con el numeral 7 del acuer- 
do, pero si no lo hace, estará incumpliendo con eso. 


En segundo término, en el mismo Capítulo antes 
citado, el numeral 9 dice: “Fortalecer la credibilidad y 
confianza pública en la gestión ambiental del Estado, 
y promover la participación y la transparencia”. 


A su vez, en el Capítulo IV “Eje Social”, el nume- 
ral 10 dice: “La Administración promoverá el ejerci- 
cio del derecho a la información y su transparencia, 
y la participación de los ciudadanos”. Sin embargo, 
ahora estamos aprobando artículos que permiten la 
confidencialidad y reserva de toda la información, por 
lo que se viola este Acuerdo Multipartidario. 


Por su parte, en el Capítulo V “Eje Económico”, 
el literal d del numeral 5 expresa: “No serán aplica- 
bles beneficios tributarios de la Ley de Promoción de 
Inversiones a las actividades extractivas y conexas”. 
Sin embargo, ahora estamos votando beneficios tri- 
butarios de dicha ley a estas actividades. Al respecto, 
junto con el señor Senador Heber hemos presentado 
los correspondientes artículos sustitutivos para que 
no se otorguen esos beneficios y -en el mismo sentido 
de lo expresado por el señor Senador López Golda- 
racena— se promueva la industrialización nacional. 
Si brindamos a estas actividades extractivas los be- 
neficios que negamos en el Acuerdo Multipartidario 
—que, consideramos, debe ser cumplido— obviamente 
estaremos favoreciendo que se lleven el material sin 
industrializarlo acá. 


Todo lo que estamos expresando fue firmado. 


No fuimos a ese Acuerdo solamente para enrique- 
cernos con la discusión, señor Presidente. Fuimos a 
hacer un pacto en el entendido de que se iba a cum- 
plir con un plan de cierre, no iban a brindarse bene- 
ficios tributarios, se iba a asegurar la transparencia 
y, además, iba a respetarse la Ley de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible y también las di- 
rectrices locales. Tanto en esta Sala como en la Co- 
misión, se dijo no estar de acuerdo con la idea de res- 
petar la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible y las directrices locales porque no se que- 
rían 19 legislaciones. Discúlpeseme, pero la citada ley 
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es bien clara y exige el plan local, el plan regional y el 
plan departamental. 


En suma, no queremos otra cosa que no sea el 
cumplimiento del Acuerdo. Cúmplanlo y votaremos 
la ley. Si no lo cumplen, no la votaremos. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Voy a tratar de razonar en mi 
tono de voz; no voy a gritar para tener razón. 


SEÑOR ABREU.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Muchas gracias, señora Presi- 
denta. 


En este tono de voz quiero decir, con claridad, que 
siempre tuve una posición contraria al acuerdo inter- 
partidario porque no creo en tales acuerdos y porque 
este, en particular, viene de modificaciones al Código 
de Minería en las que se establecen plazos de pros- 
pección que realmente pueden favorecer, no solo la 
discrecionalidad del Poder Ejecutivo —cualquiera sea 
el que esté al frente de él- sino también la constitu- 
ción de monopolios u oligopolios en la explotación de 
los recursos minerales. 


Simplemente, quería aclarar mi posición. No se 
trata de que sea un descreído de los acuerdos inter- 
partidarios, pero desde el principio tuve una posición 
contraria al tema. Como soy un hombre de estructura 
y de partido, aun habiendo votado en contra acaté 
lo que el partido decidió, pero, por lo menos, quiero 
rescatar mi individualidad, que es lo que va a fun- 
damentar que vote negativamente el proyecto de ley, 
tanto en general como en particular. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Las internas de los partidos se 
arreglan dentro de cada uno de ellos. Nosotros arre- 
glamos la nuestra. Y lo cierto es que el Partido Nacio- 
nal participó en este Acuerdo. Las demás cuestiones 
deben discutirse en otro ámbito y no en este. 
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Al culminar este proceso de consideración del pro- 
yecto de ley, noto un cierto ánimo de buscarle “pelos 
al huevo”, es decir, de buscar detalles de cosas para 
fundamentar una posición contraria. 


El numeral 7 del Capítulo “Eje Ambiental”, al que 
se refirió el señor Senador Bordaberry, dice que en 
cada caso deben elaborarse los instrumentos de or- 
denamiento territorial y desarrollo sustentable a la 
escala territorial correspondiente, esto es, nacional, 
regional, departamental o local, de acuerdo con la 
Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Soste- 
nible. Perfecto. Eso es lo que está haciendo el Go- 
bierno. La citada ley se discutió durante diez años 
en el Parlamento, y en la Cámara de Representantes 
hay un proyecto de ley que establece las directrices 
nacionales de desarrollo territorial. La ley indica cuá- 
les son los instrumentos del ordenamiento territorial, 
que son varios y tienen un orden. Ahora bien; si hasta 
que estén todos estos instrumentos —las directrices 
nacionales, las directrices regionales y los planes re- 
gionales- no vamos a poder realizar ninguna activi- 
dad económica, entonces toda la economía va a que- 
dar detenida, estancada. ¿Acaso para desarrollar las 
actividades actuales se exigió la existencia de direc- 
trices de ordenamiento territorial? No. Entonces, es 
obvio que hay que hacer andar el país a medida que 
se van mejorando los instrumentos. De lo contrario, 
no podría desarrollarse ninguna actividad hasta que 
estuviera finalizado todo el instrumental de una ley 
que, en sí misma, es compleja, y en la que participan 
está muy bien que así sea— desde el Congreso de 
Intendentes hasta la sociedad civil. 


En realidad, el mencionado numeral 7 determi- 
na que deben elaborarse los instrumentos de orde- 
namiento territorial. Tres meses después de firma- 
do el Acuerdo, el Poder Ejecutivo envió un proyecto 
de ley con el primer instrumento de ordenamiento 
territorial y desarrollo sustentable: las directrices 
nacionales; dos meses más tarde envió una segun- 
da iniciativa, que refiere a las directrices nacionales 
para la zona costera; y es lógico que seguirá enviando 
proyectos de este tipo. 


¿Cuáles son los instrumentos que menciona la 
Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Soste- 
nible? A este respecto, hay un Capítulo que refiere a 
cada uno de ellos, a quiénes los presentan, dónde se 
discuten y cómo se construyen. Algunos deben ser 
presentados por el Poder Ejecutivo, y otros, por dis- 
tintas autoridades de acuerdo al territorio de que se 
trate. 


De modo que, conceptualmente, no acepto la idea 
de que la aprobación de los proyectos económicos del 
país deba suspenderse hasta que esté pronto todo el 
instrumental de ordenamiento territorial. Y más allá 
de quiénes estuvieron a favor o en contra de la ini- 
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ciativa de ordenamiento territorial —porque, como se 
dijo en la sesión pasada, no importa lo que cada uno 
votó—, lo cierto es que hoy es ley y, por lo tanto, esta- 
mos obligados a respetarla. 


Es legítimo haber participado en la Comisión Mul- 
tipartidaria. Asimismo, es legítimo haber brindado 
puntos de vista y dejado salvedades, tal como hizo el 
Partido Colorado. 


Confieso que no integré la Comisión, de modo que 
bajé el documento de la página web de Presidencia 
y lo estudié empleando únicamente mi razón; por lo 
tanto, quizás los actores que participaron en esa ins- 
tancia podrán interpretarlo de una manera distinta. 
Por mi parte, considero que en el documento hay 58 
conceptos firmados y cuatro salvedades. Dentro de 
esa cantidad de conceptos, hay algunas cosas que 
no se cumplen, como por ejemplo, el punto al que le 
adjudico el número 20, referido al alojamiento y los 
servicios del personal que trabaja en minería, lo cual 
no corresponde que figure en la ley. En cuanto a la 
tasa interna de retorno acorde a los niveles interna- 
cionales que fija el Acuerdo, si bien no se establece 
como tal en este proyecto de ley, sí se fija de manera 
indirecta en el régimen tributario. El Acuerdo alude 
también a la participación de la Bolsa de Valores, que 
no es un punto que deba figurar en una Ley de Mi- 
nería de Gran Porte. En cuanto a la administración 
del Fondo por parte de una persona pública no estatal 
—que fue uno de los puntos objeto de salvedades por 
parte del Partido Colorado-, la iniciativa establece 
que va a ser administrado por el Banco Central y no 
por una persona pública. Finalmente, otro punto re- 
fiere a la capacitación del cuerpo inspectivo de la Di- 
rección General Impositiva, que tampoco es un tema 
que deba figurar en una ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha llegado a la Mesa 
una moción para prorrogar el tiempo de que dispone 
el orador. 


(Se vota:) 

-23 en 24. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador. 

SEÑOR AGAZZI.- Gracias, señora Presidenta. 


Desde mi punto de vista, pues —oídas las razones 
que aquí se dieron, así como la calidad de tales ra- 
zones y, fundamentalmente, la calidad del contenido 
del proyecto de ley-, el Acuerdo Multipartidario ha 
sido respetado, lo que no quiere decir que se pue- 
da coincidir en todos los puntos. Al fin y al cabo, el 
Acuerdo Multipartidario, de muchos de estos puntos 
tiene solo una frase. Cada uno puede tener interpre- 
taciones distintas; está bien. Pero lo cierto es que se 
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buscó y que hay diferentes interpretaciones en cuan- 
to a en qué medida este proyecto de ley recoge los 
puntos del Acuerdo con el que, por supuesto, no se 
trataba de hacer una ley entre todos -si no, sustitui- 
mos el Parlamento-, sino, por el contrario, de discutir 
y tomar posición sobre los puntos más relevantes. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: estoy es- 
cuchando la intervención del señor Senador Agazzi, 
pero hago mías todas las observaciones que ha he- 
cho el señor Senador Bordaberry y quiero remarcar- 
las porque parecería que no nos escuchamos cuando 
planteamos otros argumentos. 


El numeral 7, contenido en el título “Eje Am- 
biental”, dice que deberán elaborarse a la brevedad, 
relacionados con la minería, los instrumentos de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sustentable, 
regionales, nacionales y departamentales. Lo hemos 
repetido una y otra vez, pero, ¿por qué se incluyó 
este punto? Porque nuestra mayor preocupación y 
nuestros mayores cuestionamientos eran de carác- 
ter medioambientalistas. Es decir, nos preocupaba 
el impacto ambiental, no solamente sobre el terreno 
donde se haría la explotación, sino en la región, pero 
también otros aspectos, como los campos linderos y 
el impacto social, que no están contemplados en este 
proyecto. 


En fin; esto tiene relación con una serie de cues- 
tionamientos que se hicieron desde nuestro partido 
sobre el proyecto de Minería de Gran Porte o Mega- 
minería, como se lo quiera llamar. Cuando hablamos 
de la referencia a la Ley de Ordenamiento Territorial, 
no planteamos una mera referencia al pasar, sino que 
es la sustancia. Por ello, no entendemos por qué en el 
artículo 1. no se hace referencia a esta ley. Lo expre- 
sé en mi intervención, pero insisto, porque parecería 
que no retenemos algunos argumentos. En el Capítu- 
lo IV de la Ley de Ordenamiento Territorial, denomi- 
nado “Sustentabilidad Ambiental en el Ordenamiento 
Territorial” —la clave de nuestras preocupaciones- el 
artículo 47 establece: “(Garantía de sostenibilidad. 
Procedimiento ambiental de los instrumentos).- Los 
instrumentos de ordenamiento territorial establece- 
rán una regulación ambientalmente sustentable, asu- 
miendo como objetivo prioritario la conservación del 
ambiente, comprendiendo los recursos naturales y la 
biodiversidad, adoptando soluciones que garanticen 
la sostenibilidad. 
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Los Instrumentos de Ordenamiento Territorial 
deberán contar con una Evaluación Ambiental Es- 
tratégica —-me he cansado de repetir este concepto 
una y otra vez- aprobada por el Ministerio de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te (MVOTMA) a través de la Dirección Nacional de 
Medio Ambiente en la forma que establezca la regla- 
mentación. 


Los Instrumentos Especiales que tengan por ob- 
jeto una superficie de terrenos superior a 10 (diez) 
hectáreas —o sea que está dentro de lo que estamos 
hablando- requerirán Autorización Ambiental Previa, 
sin perjuicio de la legislación vigente”. 


Este artículo que establece la Evaluación Ambiental 
Estratégica es lo que estamos reclamando hace mucho 
tiempo y en las conversaciones que tuvimos en la 
Comisión Multipartidaria —el señor Senador Agazzi no 
estuvo, quien habla asistió a la primera reunión, pero 
participaron delegados del partido-, tanto nuestros 
técnicos como los Legisladores que estuvieron 
presentes en esas instancias, sistemáticamente 
reclamaban la instrumentación de este artículo 47 y 
la garantía de que habría una Evaluación Ambiental 
Estratégica, que es lo que no hay ni habrá. 


El señor Senador Agazzi podrá decir: “Bueno, el 
Poder Ejecutivo se demoró, lo estamos elaborando, 
hay un proyecto en la Cámara de Representantes, 
hace años que estamos pidiendo...”. Entonces, ¿por 
qué no se hace referencia a la Ley de Ordenamiento 
Territorial en el artículo 1.9? Puedo llevar el argu- 
mento de que el tema está en la Cámara de Repre- 
sentantes y que será aprobado. Pero lo hemos escu- 
chado varias veces, y después no se cumple. 


Uno de los cuestionamientos internos que recibi- 
mos fue el del señor Senador Abreu, que en el Direc- 
torio del Partido Nacional, sostenía: “No van a cum- 
plir”. Y tenía razón. 


El señor Senador Agazzi dice: “Lo que pasa es que 
se cambió”. ¡Sí, se cambió! ¡Es verdad! ¡Pero cambia- 
ron ellos! ¡Es el Poder Ejecutivo el que cambió: firmó 
un Acuerdo, garantizando el cumplimiento de ciertos 
puntos que no están contenidos en el proyecto de ley! 
A esto deben agregarse todos los argumentos expresa- 
dos por el señor Senador Bordaberry, que no tuvieron 
respuesta por parte del señor Senador Agazzi. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- A los señores Senadores que 
plantean esos cuestionamientos, les digo: bienveni- 
dos al club de defensores del ordenamiento territo- 
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rial, porque estuvieron en contra de la ley y no la vo- 
taron; la votamos solo nosotros. 


SEÑOR HEBER.- Es ley, ¿no? 


SEÑOR AGAZZI.- Me parece bien que se profun- 
dice y se aplique ahora. 


SEÑOR HEBER.- Pero es ley, ¿no? 


SEÑOR AGAZZI.- El artículo 7.* del proyecto de 
ley Actividad Minera de Gran Porte establece: “Las 
actividades mineras de gran porte deberán localizar- 
se en suelo categorizado rural de conformidad con la 
Ley n.*” 18.308, de 18 de junio de 2008”, que es la Ley 
de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. 


Es una ley, por tanto, hay que cumplirla en todos 
sus términos. Más aun, en cada una de las leyes que 
aprobemos de aquí en adelante tendremos que esta- 
blecer que se va a cumplir lo dispuesto en la Ley de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. 


Voy a citar un ejemplo que habla de un país serio 
y responsable, con el que todos estamos comprome- 
tidos. Ancap tenía un proyecto: quería instalar una 
planta de cemento de Pórtland y a esos efectos hizo 
la exploración en el departamento de Treinta y Tres, 
cerca de la Quebrada de los Cuervos. Pero, siguiendo 
el criterio de la normativa sobre ordenamiento terri- 
torial, no se le otorgó la autorización. El Estado, con- 
trolando a un ente del Estado le respondió que allí no 
se podía, que se debía buscar otro lugar. 


Esto habla de una actitud seria: el Estado se con- 
troló a sí mismo y prohibió que Ancap instalara una 
planta de ese tipo en Treinta y Tres. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Le concedí una interrupción; 
una más no, porque, si no, pasamos a un diálogo que 
no es querido por mí y seguramente tampoco por el 
señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Preferiría ese diálogo. 


SEÑOR AGAZZI.- En síntesis, el organismo multi- 
partidario establecido por la Constitución es el Poder 
Legislativo, donde los partidos políticos discutimos 
los distintos proyectos de ley, pero si todos estamos 
de acuerdo en buscar puentes sobre estos temas que 
son tan importantes para el futuro del país; si todos 
estamos de acuerdo en construir herramientas; si la 
intención es agregar elementos de interacción para 
definir mejor nuestras posiciones y poder construir 
hacia adelante, cabría preguntarse: ¿hoy es tempra- 
no? ¿Esta normativa no dará resultado? ¿Es necesa- 
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rio dar marcha atrás? Pienso que no. Por el contrario, 
debemos insistir, discutir —tal como lo hemos hecho- 
y tomar posición. Eso sí, si pensamos que se acerca 
el 2015, la situación se complica, porque nuestra co- 
lectividad tenderá a decir que lo que hace el Gobier- 
no está muy bien y que la crítica de la oposición no 
es válida, mientras que la oposición sostendrá que lo 
que hace el Gobierno está mal. Es obvio, entramos en 
una etapa distinta del quinquenio, pero igualmente 
trataremos de ubicar el momento y la forma. 


De todas maneras, rescato esta intención política 
que no tiene antecedentes en el Uruguay. A mi juicio, 
el mérito no es del Frente Amplio, sino de todos, por- 
que hemos buscado acuerdos y ámbitos de discusión 
para analizar los temas en profundidad. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Rubio. 


SENOR RUBIO.- Señora Presidenta: pensaba ha- 
cer una intervención de carácter general, pero vere- 
mos cómo se desarrolla la sesión. 


Por cierto, no integro la Comisión. Comencé a 
pensar y a estudiar en profundidad este tema luego 
de escuchar algunas afirmaciones que, francamente, 
me parecieron fuera de lugar, fuera de la realidad y 
fuera del proceso que se llevó adelante, sin perjuicio 
de otras que, en algunos aspectos, las categorizaría 
como folclóricas. 


Como dije antes, pensaba hacer una intervención 
de carácter general, pero en virtud de que se plan- 
tean ciertos argumentos —-como al pasar, aunque ad- 
mito que se tenga esa convicción-, si no los desarro- 
llamos en forma adecuada parecería que los estamos 
aceptando como válidos. 


En modo alguno se puede afirmar que este pro- 
yecto de ley está violando la Ley de Ordenamiento 
Territorial, no solo por la presencia del artículo 7.” 
-que habla de la discriminación entre suelo rural y 
el de otro tipo—, sino porque, además, el artículo 30 
de la citada ley otorga a los Gobiernos Departamen- 
tales la facultad de determinar qué es rural y qué no. 
Esta disposición sigue enteramente en vigencia, no 
se toca. 


El artículo 30 de la Ley de Ordenamiento Terri- 
torial -que, como dijo el señor Senador Agazzi, tanto 
costó aprobar en el Parlamento- establece: “La com- 
petencia exclusiva del Gobierno Departamental para 
la categorización de suelo en el territorio del depar- 
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tamento se ejercerá mediante los instrumentos de 
ordenamiento territorial de su ámbito”. Quiere decir 
que es el Gobierno Departamental el que va a deter- 
minar la categorización de los suelos. Reitero: esta 
norma que rige actualmente seguirá vigente. 


Por tanto, si hubiera voluntad política de aprobar 
una normativa que modificara la Ley de Ordena- 
miento Territorial y Desarrollo Sostenible en un pun- 
to clave y sustantivo, tendría que haberse establecido 
expresamente en el proyecto de ley. Francamente, 
he hecho todas las consultas habidas y por haber a 
quienes han trabajado en esta iniciativa, tanto desde 
el Poder Ejecutivo como desde el Parlamento e, in- 
clusive, en estos días he seguido las intervenciones 
del señor Ministro de Industria —así como de las au- 
toridades de otros Ministerios que comparecieron- en 
las Comisiones de ambas Cámaras y no encontré en 
ninguna parte más que afirmaciones contrarias a lo 
que sostienen algunos Senadores. 


Queda claro, entonces, que la Ley de Ordena- 
miento Territorial y Desarrollo Sostenible no sola- 
mente no es tocada, sino que es respetada por este 
proyecto de ley. 


Por lo tanto, aunque lo respeto, el argumento cen- 
tral que ha sido traído con mucha convicción, tanto 
por miembros del Partido Colorado como del Partido 
Nacional —en particular, por los señores Senadores 
Bordaberry y Heber, respectivamente-, está equivo- 
cado, no corresponde al marco normativo y a la vo- 
luntad política con la que se pretende aprobar este 
proyecto de ley sobre el que se está debatiendo en 
esta sesión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Señora Presidenta: no voy a 
agregar más elementos a la consideración. 


Simplemente, entiendo que tenemos recursos mi- 
nerales en cantidades conocidas que, debido a que 
afloran en zonas rocosas y de cuchillas —no en el oeste 
del país, donde los suelos son más fértiles—, repre- 
sentan una oportunidad para el país, pero sobre todo 
para las regiones con mala calidad de suelos. 


Se hizo un esfuerzo importante por discutir en 
la Comisión Multipartidaria y este proyecto recoge 
mayoritariamente lo que allí se acordó. Estoy seguro 
que con un Estado responsable, con sus ciudadanos, 
con su pueblo esta normativa será muy positiva para 
el desarrollo nacional y va a redundar en beneficio 
de los pobladores y de los trabajadores, porque va a 
permitir construir redes sociales. Ello no quiere decir 
que en el futuro no haya que ir mejorándola en fun- 
ción de la experiencia. 
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Hoy, con los elementos de que disponemos, votaré 
con convicción porque el desarrollo de la minería de 
gran porte será mucho mejor con esta herramienta 
que sin ella. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de concederle la 
palabra al señor Senador Heber, debo advertir que 
fue repartida la solicitud del señor Senador Pasquet 
para hacer uso del mecanismo establecido en el ar- 
tículo 69, literal D, numeral 4, del Reglamento del 
Senado, en el que se disponen las cuestiones de or- 
den por las que se puede interrumpir el debate en la 
media hora anterior al término de la sesión, una de 
las cuales es: “Manifestaciones de protesta, congratu- 
lación o condolencia”. 


Por lo tanto, a la hora 13 deberé interrumpir el 
debate para hacer lugar a dicha solicitud. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: quisiera 
hacer algunas consideraciones, pues a lo largo de la 
intervención de los señores Senadores Agazzi y Rubio 
hubo una clara alusión; lamento que el señor Sena- 
dor Agazzi no esté en Sala en este momento. 


Si existen dudas, están los artículos firmados; se- 
guramente, no las habrá y, si se quiere cumplir con 
el Acuerdo, cuando llegue la instancia de la conside- 
ración en particular, se votarán esos artículos, pues 
reflejan tal cual lo acordado. ¡Veremos quién cumple 
y quién no con el Acuerdo! Pero lo importante es lo 
que se establece en esos artículos que hemos firmado 
con el señor Senador Bordabertry. 


En cuanto al área rural, me parece importante 
que se observe porque nosotros no estamos diciendo 
que el artículo 7.” del proyecto de ley viola el enten- 
dimiento, ya que hace referencia a la Ley de Ordena- 
miento Territorial y Desarrollo Sostenible y dispone 
que estos emprendimientos solo pueden desarrollarse 
en suelos de categoría rural. Lo dijimos anteriormen- 
te y podríamos presentar un artículo para aclararlo, 
pero sucede que en la Ley de Ordenamiento Terri- 
torial y Desarrollo Sostenible, el Suelo de Categoría 
Rural tiene dos subcategorías: a) Rural Productiva y 
b) Rural Natural, esta última podrá comprender las 
áreas de territorio protegido. 


Quiero recordar que en la Cámara de Represen- 
tantes se presentó un artículo sustitutivo solicitando 
que se hiciera referencia al literal a) del artículo 31 
de la Ley de Ordenamiento Territorial, que refiere al 
área productiva, excluyendo el literal b), relativo al 
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área natural protegida. ¿Será que se quiere hacer mi- 
nería en áreas protegidas? ¿O es que vendrá desde 
Aratirí un caño mineroducto pasando por áreas prote- 
gidas? ¿Eso no tiene nombre y apellido? Si no es así, 
votemos que se haga referencia expresa a la subcate- 
goría rural productiva y no a la natural porque si se 
hace en esta última, se estará habilitando la minería 
o acciones conexas en áreas protegidas. 


Clarito como el agua. El artículo será sometido a 
consideración y veremos qué vota cada uno. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para con- 
testar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora Presidenta: de 
todas formas, creo que las referencias que se hicie- 
ron a esta norma, al Acuerdo y a nuestro partido han 
sido muy ilustrativas y si logré comprender bien lo 
que se ha dicho, obviamente, la Ley de Ordenamiento 
Territorial está intocada. Por tanto, si no se pasa por 
encima de esta norma, sería conveniente que todas 
las comunidades locales, que todos los ciudadanos 
de los departamentos donde se pretende desarrollar 
megaminería, sepan que pueden exigir ante las Jun- 
tas Departamentales el cumplimiento de los artículos 
14, 15, 16 y siguientes de dicha ley. Particularmente, 
en el artículo 16 se establece como competencia ex- 
clusiva de la Junta Departamental, entre otras cosas, 
planificar el desarrollo integrado y ambientalmente 
sostenible del territorio departamental mediante el 
ordenamiento del suelo y la previsión de los procesos 
de transformación. 


Pero, además, esas Directrices Departamentales 
establecidas por la Junta Departamental- estable- 
cen el ordenamiento estructural del territorio de- 
partamental determinando las principales decisiones 
sobre el proceso de ocupación, desarrollo y uso; “uso” 
es megaminería. Entonces, es bueno que se sepa — 
porque supongo que cuando llegue el momento de 
interpretar la ley se irá a la historia fidedigna de su 
sanción, o sea, esta discusión— que según quienes es- 
tán aprobando el proyecto de ley, este aspecto no ha 
sido tocado. Por tanto, como sucede en el departa- 
mento de Tacuarembó, donde se han juntado firmas 
para que se dicte la ordenanza territorial por parte 
del Gobierno Departamental, en este caso también 
se puede hacer porque este proyecto de ley no pasa 
por encima de ello. Es bueno que se sepa porque creo 
que muchos ciudadanos que hoy están con una desa- 
zón muy grande porque se les está cambiando su for- 
ma de vida y sienten que se está pasando por encima 
de sus derechos como comunidades locales, tienen 
otro camino a seguir a partir de hoy, que es concurrir 
a la Junta Departamental para pedirle a sus represen- 
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tantes que establezcan la directriz y regulen en ella 
todo lo concerniente a la megaminería. Supongo que 
quienes están pensando en hacer la inversión tam- 
bién van a tener que ir a conversar y a explicar su 
proyecto a la Junta Departamental. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GUARINO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GUARINO.- Señora Presidenta: tenemos 
la tentación de entrar en forma directa en el debate 
de los últimos temas planteados —-que son los mismos 
que, en esencia, la semana pasada consumieron casi 
todo el tiempo de reunión del Senado-— pero vamos a 
tratar de expresar lo que teníamos pensado. No obs- 
tante ello, en algún momento haremos referencia a 
algunos de los temas que últimamente se han tratado. 


Este asunto lo venimos siguiendo desde que se co- 
menzó a tratar en la Comisión Multipartidaria para 
las políticas de Estado, que fue creada antes de la 
asunción del señor Presidente Mujica; incluso, era 
una de las preocupaciones que tenían los integran- 
tes de la de Medio Ambiente. También lo analizamos 
cuando se trató la ley de Reforma del Código de Mi- 
nería —estuve presente en parte de su debate y en su 
aprobación- y lo seguimos de cerca cuando la Comi- 
sión Multipartidaria de Análisis de la Minería de Gran 
Porte discutió en profundidad estos temas, así como 
otros aspectos que no se habían analizado como se 
debió cuando se votó esa ley de reforma del Código 
Minero. Y, por supuesto, también seguimos la discu- 
sión de este proyecto de ley cuando se trató en la Cá- 
mara de Representantes. 


Coincidimos plenamente con el informe que dio 
el miembro informante, que ya alejado en el tiem- 
po —porque lo brindó la semana pasada— nos permite 
apreciar la visión global para que el país tenga una ley 
de minería de gran porte. 


Queremos dar una visión desde la región, desde 
lo local, desde la región noreste o región este, que no 
solo tiene potencialidad sino reservas mineras com- 
probadas y que, seguramente, más allá de que en el 
país puedan surgir más proyectos mineros, uno que 
todos tenemos presente y que tiene futuro en el Uru- 
guay es el de los yacimientos de hierro en el entorno 
de Valentines. Pero en esta región noreste hay yaci- 
mientos de otros minerales, algunos están en explo- 
tación y otros en prospección. 


Por eso, cuando se habla de una ley de esta na- 
turaleza pensamos que puede tener repercusión no 
solo en el país —para donde es elaborada la normati- 
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va- sino también en esa región, en lo local, en donde 
nos tocó vivir y tratamos de representar cada vez que 
podemos. 


En el proyecto de ley sobre Directrices Nacionales 
de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible 
que ingresó el 8 de mayo a la Cámara de Represen- 
tantes y que sería bueno que todos lo conociéramos— 
se da respuesta a muchas de las inquietudes que aquí 
se han planteado, pero a este tema nos vamos a re- 
ferir más adelante. Ahora quisiera destacar algo que 
figura en la fundamentación de motivos. Allí se dice: 
«El análisis del territorio nacional realizado en este 
documento, —es decir, en esas directrices nacionales— 
evidencia que su conformación, a partir de la “he- 
rencia colonial” —entre comillas— se caracterizó por 
la consolidación de una matriz o modelo territorial 
fuertemente centralista, que aun hoy mantiene sus 
elementos básicos. 


Los aspectos más relevantes de dicho modelo, 
además de su centralismo, son los profundos desequi- 
librios entre el norte y el sur del río Negro, la ocupa- 
ción perimetral del territorio, el vaciamiento sosteni- 
do de sus áreas centrales y una expansión irracional, 
hasta hoy “imparable”, de su área metropolitana». 


Esa división que se hace entre el sur y el norte del 
río Negro no es del todo ajustada ya que en las regio- 
nes deprimidas, que sufren más las consecuencias de 
ese modelo, hay departamentos como Cerro Largo, 
Treinta y Tres o Durazno que, sin embargo, están al 
sur del río Negro. En todo caso, esta región o micro 
región —-como se la quiera llamar-puede definirse 
como “perdedora”, en general, en cuanto a lo que le 
ha tocado en la evolución del modelo de desarrollo 
económico del país. Es rica en recursos naturales y 
el modelo le asignó el papel de productora de materia 
prima de la ganadería extensiva. Es verdad: el princi- 
pal mérito que ha tenido esa ganadería extensiva es 
que ha permitido la ocupación del territorio, con to- 
das las deficiencias que tiene, pero ocupación al fin. 


Allí también se hace uso de los recursos poco in- 
tensivos, lo que tiene sus inconvenientes para quie- 
nes residen en esa zona, y esto debemos marcarlo 
cuando discutimos un tema de esta naturaleza. El 
modelo le asigna un papel de producción ganadera 
extensiva, que ocupa poca mano de obra y no muy ca- 
lificada. Esto no quiere decir que no tengan saberes, 
que no tengan destrezas ni que no hayan desarrollado 
la inteligencia innata para fortalecerse en el manejo 
de esos conocimientos que permiten dominar la pro- 
ducción ganadera. Pero, esencialmente, esto no está 
cinchando a varias generaciones de uruguayos a que 
tengan una mayor formación, no solo para los tra- 
bajos de todos los días, sino también para su futuro. 
Este modelo ocupa poca tecnología y, por lo tanto, re- 
quiere poca inversión, no necesita técnicos ni mayor 
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infraestructura. No estamos hablando en contra de 
la vaca. ¿Cómo vamos a hablar en contra de la vaca 
si venimos de esa zona, de esa región cuya identidad 
es la producción de la ganadería extensiva? Pero no 
debemos olvidar que hay que desarrollar en forma 
conjunta otras actividades. ¡Y vaya si hemos defendi- 
do la actividad ganadera! ¡Y vaya si hoy la ganadería 
está pasando por niveles de mayor intensificación, de 
mayor uso de tecnología y de mayores inversiones, 
pero eso no es suficiente! Y porque eso se esté dando 
no nos podemos negar a ampliar los horizontes de la 
región con otras actividades, como puede ser, en este 
caso, la minería; no lo podemos hacer porque eso ha 
desarrollado tremendas inequidades sociales, econó- 
micas, educativas y de salud que todos conocemos. 


Voy a mencionar solamente algunos indicadores, 
porque no quiero abusar del tiempo de los señores 
Senadores; además, todos conocen la realidad del 
país. Según la última Encuesta Continua de Hogares, 
publicada en 2011 por el Instituto Nacional de 
Estadística, el Ingreso Medio Corriente de los Hogares 
del país era de $ 28.000; en Montevideo, de $ 34.880; 
en Treinta y Tres, de $ 23.000; en Cerro Largo, de 
$ 18.000; en Rivera, de $ 22.000; en Florida, de 
$ 22.000; y en Lavalleja, de $ 23.000. Si comparamos 
esos indicadores con el promedio nacional, podemos 
observar que están por debajo, ¡y ni que hablar con 
el de Montevideo!, están muy por debajo, algunos un 
40 % y otros hasta un 60 %. 


Otro indicador de esa Encuesta —el último que voy 
a mencionar- es el Ingreso Medio Mensual Per Cápita 
de los hogares en el año 2011. En todo el país, el pro- 
medio de ingresos de una persona era de $ 13.700; 
en Montevideo, de $ 17.000; en Treinta y Tres, de 
$ 10.300; en Cerro Largo, de $ 8.700; en Rivera, de 
$ 8.780; en Florida, de $ 11.500; en Lavalleja, de 
$ 11.300; y en Artigas, de $ 9.300. Creo que estos in- 
dicadores están por encima de cualquier otra media. 


Podríamos mencionar otros, como por ejemplo el 
número de médicos por persona, o de especialistas, 
tema que hoy está inquietando a la sociedad por la no 
concurrencia de los especialistas al interior del país 
y por los problemas de atención médica en los hospi- 
tales y mutualistas del interior; podríamos hablar de 
los pediatras, de los cardiólogos o de los anestesistas 
y demás. 


En esta región se ve agudizada la situación y por 
eso digo que esos indicadores se podrían estudiar, 
pero creo que todos saben que esa es la realidad. Por 
lo menos en Melo, las dificultades que hay para con- 
seguir esos especialistas son terribles; ni poniéndose 
de acuerdo los sistemas de salud privado y público 
se logra tener el número suficiente; apenas empar- 
chando las cosas se llega a cubrir lo elemental. Esto 
genera un círculo vicioso: como no hay recursos hu- 
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manos, no se desarrolla la infraestructura y no llega 
la inversión, pero no llega porque estas son las con- 
diciones. Por lo tanto, sigue aumentando la brecha 
entre estas regiones y las que han sido más favore- 
cidas con la aplicación del modelo tradicional que el 
país ha tenido. La minería puede ser una alternativa 
para la zona porque —como bien dijo el señor Senador 
Agazzi- en esos suelos, sobre todo en los que no son 
de alta productividad ganadera, está la posibilidad de 
que existan estos yacimientos. 


Por supuesto que cuando se empieza a conversar 
y a debatir públicamente el tema surgen las voces 
de quienes están cómodos así y dicen: “No toquen 
nada”. Claro, pero con el “no toquen nada” se sigue 
reproduciendo esta situación y también los privile- 
gios; porque no vamos a creer que, como esto se da 
en esa zona, no existen sectores privilegiados que se 
han visto beneficiados a lo largo de la historia con 
esta distribución tan desigual de la riqueza. 


Cuando comenzaron los primeros emprendimien- 
tos de forestación, señora Presidenta, también sur- 
gieron los que dijeron: “No toquen nada. Esto va a ser 
terrible”. Allá en Cerro Largo, en una zona que hoy 
tiene un desarrollo forestal muy importante, muy cer- 
ca de donde podrían estar estos emprendimientos mi- 
neros —es decir, en la 9.* Sección Judicial, en el límite 
con Treinta y Tres- se dijo que esto iba a traer proble- 
mas, deterioro de los suelos, cuadrillas de maleantes 
para realizar las tareas forestales, problemas con los 
jabalíes, y que atentaba contra la historia, la tradición 
y el designio que tenía aquella zona, que era el de 
ser apacibles productores ganaderos. Sin embargo, la 
forestación se implantó —ivaya mérito para quienes 
supieron visualizar una ley que generó su fomento!- y 
la región se ha ido transformando. Este fue un aporte 
más; claro que no alcanza, pero es importante. A lo 
largo del ciclo de forestación que se produjo en la 
localidad de Arévalo —uno de los centros de foresta- 
ción de la zona- se crearon viveros -incluso viveros 
cooperativos—, se ampliaron los planes de Mevir —an- 
tes había uno solo, y hoy existen tres—, se instaló la 
luz eléctrica y el agua potable —-servicios que hasta el 
momento no había—, se construyó una escuela con 7.? 
y 8.” grado, se formaron cuadrillas con mujeres que 
cumplen tareas en los viveros y hombres que trabajan 
en la forestación. Sin embargo, cuando esto comenzó 
a gestarse las personas se resistían conceptualmente, 
tratando de que allí no se radicaran las inversiones. 


Hoy la minería es una oportunidad, porque esta 
zona necesita acumular muchos recursos y, como 
bien dijo hace unos días el señor Senador Martínez, 
es necesario crear una masa crítica de saberes, de 
prácticas y de inversión. La forestación está apor- 
tando y la agricultura ha comenzado a extenderse a 
los suelos aptos de esa zona. ¡Ojo! Hace cinco o seis 
años, cuando la agricultura empezó a extenderse y 
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buscó otros horizontes, con rentas menores a las que 
pagaba en las tierras más aptas del litoral, en más de 
un lugar se puso el grito en el cielo y se escucharon 
las voces de la gente que defendía el statu quo. De- 
cían que esto iba a generar el desplazamiento de los 
productores y la destrucción de los campos; sin em- 
bargo, la agricultura se ha extendido, no exactamente 
en esa zona sino en otras de la región. 


Existen proyectos de parques eólicos que tam- 
bién van a contribuir al tema, y en el departamento 
de Treinta y Tres las explotaciones de caliza ya son 
una realidad de importancia y magnitud. Esto se va 
a ir acumulando y la minería va a ser un aporte para 
esta zona, para ayudarnos a salir del atraso, para con- 
tribuir con el país y no seguir siendo ciudadanos de 
segunda. Es entendible que haya quienes defiendan 
intereses concretos pensando que el proyecto real- 
mente puede afectarlos y, por lo tanto, se sientan 
con derecho a reclamar y a buscar posicionarse, pero 
también hay gente que sin tener esos intereses direc- 
tos busca generar una alarma diciendo que esto va a 
resultar negativo para el país. 


Hace alrededor de un año se hicieron distintas 
marchas y manifestaciones en Cerro Chato con la 
consigna: “Minería sí” o “Minería no”; un día vi una 
que estaba a favor de la minería, y otro día, una en 
contra. En esta última había una pancarta que decía: 
“Nos quieren dejar sin peones”. Creo que es una con- 
signa bien expresiva del pensamiento de algunas per- 
sonas, porque en ese momento estaba en pleno auge 
el tema de la prospección y en Cerro Chato había 
mucho empleo. Por supuesto que mejoraron los sala- 
rios y las posibilidades, y además se generaron otras 
alternativas, por lo tanto temían que la gente dejara 
de ser cautiva. Parece que también está el temor de 
que la minería genere una opción más, como lo fue 
la forestación u otras actividades, y que esa puja lle- 
ve a que la gente busque trabajos mejor calificados y 
mejor remunerados. Creo que este también será un 
aporte para los asalariados rurales. 


Por lo tanto, entendemos que quienes tienen inte- 
reses directos protesten, y que hay quienes realmente 
no quieren ser afectados en su statu quo, pero me 
preocupa cuando desde acá se hacen planteos catas- 
trofistas y apocalípticos, que a veces me recuerdan 
una época en la que sufrimos una vieja enfermedad 
política y veíamos todo en blanco y negro. Parece que 
la vida y la historia nos curaron de eso y ahora los 
enfermos de ese enfoque son otros, porque ni todo va 
a ser solucionado, ni tan terribles van a ser los proble- 
mas que se generen. 


En definitiva, este proyecto de ley es bueno, y 
recoge muchos de los planteos que se hicieron des- 
de la oposición. La semana pasada escuché aten- 
tamente cuando se dijo con detalle —y hoy se ha 


CÁMARA DE SENADORES 


513-C.S. 


reiterado- que en muchos casos es una cuestión de 
enfoque de grado ver cuánto está contemplada una 
cosa u otra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia se per- 
mite interrumpir al orador para informar que el señor 
Senador Pasquet había hecho una solicitud a fin de 
hacer uso de la palabra en la última media hora de la 
sesión. Por tal motivo consulta si va a hacer uso de 
una interrupción o si espera a que el señor Senador 
Guarino termine su exposición. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: no tengo 
inconveniente alguno en esperar a que el señor Sena- 
dor Guarino finalice su exposición. 


17) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZACIÓN 
DE LA SESIÓN 


SEÑOR CLAVIJO.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR CLAVIJO.- Señora Presidenta: formulo 
moción para que se prorrogue la hora de finalización 
de la sesión hasta que termine el tratamiento en ge- 
neral y en particular del proyecto de ley en conside- 
ración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 


-21 en 22. Afirmativa. 


18) ACTIVIDAD MINERA DE GRAN PORTE 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Guarino. 


SEÑOR GUARINO.- Como decía, este es un buen 
proyecto de ley porque recoge muchos de los plan- 
teos mencionados —más allá de que por cuestiones de 
interpretación puede haber matices muy atinados-, 
pues contempla los aspectos territoriales y ambien- 
tales, los derechos de los superficiarios al garantizar 
los planes de explotación y cierre, los aspectos tribu- 
tarios que avalan los ingresos del Estado, la distribu- 
ción de los ingresos en forma equitativa y en función 
del interés general, y la creación del Fondo Soberano 
Intergeneracional de Inversión. Es un proyecto de ley 
que seguramente va a distinguir al Uruguay por el 
marco normativo que dará a la minería. 
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Este proyecto de ley que regula la actividad mine- 
ra de gran porte es concordante con la Ley n.” 18.308 
“Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible” y 
con las Leyes n.”* 16.466 y 17.283, que refieren a la 
protección del medioambiente, pues los mecanismos 
contemplados sobre los temas ambientales y territo- 
riales son reafirmatorios de las leyes antes mencio- 
nadas y se incluyeron cumpliendo el Acuerdo Multi- 
partidario. 


Uruguay cuenta con un paquete normativo que 
da garantías y desarrolla los instrumentos habilitados 
por el artículo 31 de la Ley n.” 18.308 “Ordenamien- 
to Territorial y Desarrollo Sostenible” —en este punto 
voy a entrar en algunos de los aspectos que se dis- 
cutieron anteriormente- sobre dónde se deben desa- 
rrollar las actividades mineras, pues este proyecto de 
ley establece claramente que se hará en suelo rural. 
Hace referencia a suelo “rural” en forma genérica, ya 
que hay instrumentos anteriores a la Ley n.” 18.308 
que hablan de suelo rural y no de suelo rural produc- 
tivo —-concepto que, precisamente, se introduce con 
dicha norma-, y si el artículo se restringiera a esa 
formulación habría una cantidad de instrumentos y 
de normativas anteriores que quedarían fuera o a la 
espera de la recategorización de esos suelos. Por lo 
tanto, no se entiende razonable ni conveniente gene- 
rar ese marco de dudas. 


Incluso, en el artículo 39 de la Ley de Ordena- 
miento Territorial y Desarrollo Sostenible —que sería 
bueno que los señores Senadores lo leyeran y no que 
se quedaran solo con el contenido del artículo 31- se 
habla del régimen de suelo rural sin diferenciación y 
se especifica que se desarrollará la actividad minera 
en forma específica; no se diferencia “rural” y “rural 
productivo”. De modo que esa categoría que llevó a 
diferenciar “rural” y “rural productivo” no está es- 
condiendo nada; son características que formuló el 
proyecto de ley y que no hacen a la esencia del pro- 
blema, excepto que se quiera utilizar esto como un 
elemento para no votarlo. 


En cuanto a las exigencias ambientales -que es 
otro de los puntos a los que se hace referencia para 
no votar el proyecto de ley-, se puede ver que el ar- 
tículo 6.? es bien claro al referir a la “Autorización 
ambiental de proyectos”. Todos los que se categoriza- 
ron en esta iniciativa se ubican en lo que se llama la 
categoría C, que es la más exigente en la legislación 
ambiental y requiere estudios ambientales previos, 
con audiencia pública en todos los casos. Define los 
casos de minería de gran porte y los de “Considera- 
ción especial” en los artículos 3.* y 4.”. De modo que 
no se puede dar mayor garantía que exigir el estudio 
ambiental previo y la audiencia pública. 


Como decía, hoy se está frente a un avance en la 
generación de los instrumentos habilitados por la ley. 


CÁMARA DE SENADORES 


13 de agosto de 2013 


El documento “Directrices Nacionales de Ordena- 
miento Territorial y Desarrollo Sostenible” ingresó en 
la Cámara de Representantes el 8 de mayo. En varios 
departamentos ya se han aprobado las Directrices De- 
partamentales referidas a las Estrategias Regionales. 
En concreto —y es algo que tendrá mucho que ver con 
este proyecto una vez que se convierta en ley-, los 
Intendentes de Treinta y Tres, Florida y Durazno hi- 
cieron un convenio con el Ministerio de Vivienda, Or- 
denamiento Territorial y Medio Ambiente para desa- 
rrollar un Plan Interdepartamental de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible de la localidad de 
Cerro Chato y su microrregión inmediata. 


Cuando se discute sobre si hay que desarrollar los 
instrumentos previamente a la aprobación del pro- 
yecto de ley, no se toma en cuenta lo que sucede en la 
realidad, que es la que en definitiva va a ir marcando 
el rumbo de las leyes y de los instrumentos que se 
vayan aprobando. Por ejemplo en el departamento de 
Treinta y Tres, la realidad indica que ya existen las 
Directrices Departamentales que se reclamaban aquí 
como garantía para votar este proyecto de ley. Ese de- 
partamento es, precisamente, uno de los involucra- 
dos especialmente por sus yacimientos minerales. La 
Junta Departamental de Florida ya ha aprobado las 
Directrices Departamentales, y lo propio sucede en 
Durazno. En la Región Este, ampliando esta zona a 
Maldonado, Rocha, Lavalleja y Cerro Largo, prácti- 
camente todos los Intendentes tienen las Directrices 
elaboradas y en algún caso ya están aprobadas por la 
Junta Departamental. Incluso, algunos Intendentes 
ya tienen pronto y está en tratamiento de las Juntas 
Departamentales el Plan Estratégico Regional. 


Quiere decir que las Directrices Nacionales, las 
Directrices Departamentales y el Plan Estratégico 
Regional están en absoluta concordancia con los 
elementos que plantea, en primer lugar, la Ley 
n.” 18.308, y luego, también este proyecto de ley, por 
lo que no hay que tener los temores que aquí se han 
manifestado. 


Es más: esa zona, por sus características propias, 
ha sido considerada en las Directrices Estratégicas 
de la Región como eje de Ruta 7, que tiene en Ce- 
rro Chato su centro urbano fundamental para estos 
proyectos potenciales, y se ha resuelto que el tema 
debe ser estudiado en forma concreta. Por esa razón, 
se está dando este primer paso en el país de crear 
el Plan Interdepartamental de Ordenamiento Terri- 
torial y Desarrollo Sostenible de la localidad de Cerro 
Chato y su microrregión inmediata. Incluso, mañana 
miércoles van a estar allí los tres Intendentes invo- 
lucrados y las autoridades de la Dirección Nacional 
de Ordenamiento Territorial —dependiente del Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente- exponiendo ante los vecinos de la región y 
en especial de Cerro Chato los lineamientos de base 
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para transformar esto en un Plan Interdepartamen- 
tal. O sea que no solo se está avanzando, sino que se 
está encarando específicamente el problema, en con- 
cordancia, reitero, con los temas que aquí he men- 
cionado. 


En las Estrategias Regionales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible de la Región Este 
se habla claramente sobre esto al establecer, en el ar- 
tículo 9. “Actividades mineras —es decir que tiene un 
capítulo destinado solo a este tipo de actividades-: a) 
Impulsar la definición de distritos de prioridad mi- 
nera compatibles con otras actividades productivas y 
con las políticas nacionales, promoviendo la indus- 
trialización en la Región de los recursos mineros. 


b) Establecer la aplicación de las condiciones de 
las buenas prácticas mineras para las explotaciones 
en la Región, en el marco de la legislación nacional, 
de modo de garantizar el mayor equilibrio y la mitiga- 
ción de eventuales impactos negativos. 


c) Coordinar en la Región la localización de las 
actividades vinculadas a la industria derivada de la 
extracción minera”. 


Quiere decir que esos temas están muy presentes 
en esta legislación. 


Somos conscientes de que la Ley de Ordenamien- 
to Territorial y Desarrollo Sostenible da a los Inten- 
dentes un tremendo poder descentralizado. ¡Nosotros 
fuimos los que la impulsamos y votamos! ¡No nos va- 
mos a asustar ahora de haber delegado esos poderes! 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha llegado a la Mesa 
una moción para que se prorrogue el tiempo de que 
dispone el orador. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 


Puede continuar el señor Senador Guarino. 
SEÑOR GUARINO.- Muchas gracias. 


Creo que esto refleja, en forma concreta, una ac- 
titud de descentralización muy difícil de empardar en 
la legislación nacional. Es una transferencia real, con 
todos los riesgos que pueda significar. Y acerca de que 
existan conflictos de intereses, como señaló el señor 
Senador Bordaberry, habrá que discutirlo. Si está pri- 
mando el interés general habrá que compatibilizarlo 
con el de la región y el de la gente de los lugares 
concretos. Para eso se generan las normas y se está 
trabajando muy bien. 
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Yendo más concretamente a algunos aspectos del 
proyecto de ley a los que queríamos referir, debo seña- 
lar que contempla los derechos de los superficiarios, 
hecho que no es menor. También lo hace el propio 
Código de Minería, pero el proyecto de ley lo amplía 
teniendo en cuenta la magnitud de estos emprendi- 
mientos de gran porte. Además, trata de compensar 
el daño económico en lo que sea posible, porque si 
bien se pagará un canon y tiene un tope, estamos ha- 
blando de quince veces el valor de una renta prome- 
dio de la zona para el “Área de intervención directa” 
y de siete veces para los afectados indirectamente. 


En cuanto a la afectación del paisaje y del am- 
biente —tema que ya se ha desarrollado con particu- 
lar sensibilidad el miércoles pasado y también hoy-, 
debemos saber que toda la acción del hombre genera 
modificaciones en su entorno, en el paisaje y en el 
ambiente. ¿Cómo afectó la biodiversidad de este país 
el diente de la vaca y de la oveja? ¿Acaso no somos 
conscientes de que en este país no siempre predomi- 
naron las planicies o las lomadas de hierbas y gramí- 
neas? En Uruguay había otra vegetación arbustiva de 
alto porte. Es bueno saber esto hasta para compren- 
der nuestra propia historia, porque a veces se hace 
difícil entender cómo en nuestras guerras patrias o 
civiles un gaucho era capaz de desaparecer a veinte 
metros. Eso era posible porque nuestro paisaje no era 
el que tenemos actualmente, sino que había chircas 
de cuatro, cinco o seis metros, y arbustos. También 
el diente de la vaca fue cambiando el paisaje y el ta- 
piz, y en las distintas resoluciones que debieron to- 
mar quienes tuvieron la responsabilidad de gobernar 
el país, seguramente se fue acordando cómo debía 
producirse la adaptación a ese cambio. Actualmente 
hay un factor de identidad en la ganadería que se fue 
construyendo por la modificación del ambiente. 


Voy a hablar de otro tema que a todos nos preocu- 
pa: me refiero a la pérdida de la capa superficial del 
suelo, a lo que hizo referencia el señor Senador Aga- 
zzi. Efectivamente, la actividad de extracción minera 
va a generar en la zona directa del pozo minero mu- 
cho más que la desaparición de la capa superficial. 
Mucho se podrá rellenar en el cierre de la mina con 
los sobrantes del mineral. En los proyectos plantea- 
dos se decía que alrededor de un 30 % va a ser de 
extracción. El señor Senador Bordaberry decía, con 
asombro, que va a ser imposible rellenarlo. Bueno, ¡ini 
Mandrake va a poder llenar ese 30 %! Seguramente 
es parte de ese costo que tendrá que pagar el país 
para entrar en el camino de la explotación minera. 


Ahora vamos a hablar de la magnitud de todo esto. 
El señor Senador Agazzi ya mencionaba de una ma- 
nera bien clara la magnitud de las cifras con relación 
a la superficie del país. Sobre los proyectos que están 
planteados se ha dicho que los tres o cuatro pozos ge- 
nerados serán del tamaño del Palacio Legislativo con 
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sus estacionamientos. Así sean cinco o seis proyectos, 
se va a generar un gran pozo, del cual alguna parte 
se podrá tapar y arreglar, pero otra no y se llenará de 
agua, pero estamos hablando de 500 hectáreas, que 
podrán ser 600, 800 o 1000 hectáreas —no más, por 
la realidad que tenemos- si surgen otros emprendi- 
mientos mineros. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR GUARINO.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora Presidenta: 
quiero aclarar que cuando mencioné que no se iba 
a poder rellenar el pozo porque iba a faltar el 30 %, 
estaba citando las palabras de los representantes de 
la empresa Aratirí. En las Juntas Departamentales de 
Durazno y de Florida expresaron que iban a rellenar 
todos los pozos y que en ese 30 % que faltara por el 
material que se llevaran, iban a colocar tierra fértil. 
Eso les dijo a los vecinos de este país, como consta 
en la versión taquigráfica. ¡Les mintió! No se animó 
a hacerlo en la Comisión de Industria, Energía, Co- 
mercio, Servicios y Turismo del Senado, donde señaló 
que no iba a rellenar el 30 % ni el 70 %, que lo iba a 
dejar libre y a esperar que el agua de lluvia lo rellena- 
ra. No fuimos nosotros, sino la empresa para la que 
se está haciendo este proyecto de ley la que lo dijo. 


Gracias, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Guarino. 


SEÑOR GUARINO.- La verdad es que no estoy 
hablando por Aratirí; lo que diga o haga es un tema 
de esa empresa. Lo que va a tener que respetar Ara- 
tirí o quien sea concesionado para la megaminería de 
gran porte es lo que establece esta ley, es decir, las 
Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial 
y Desarrollo Sostenible, las Directrices Departamen- 
tales, los Planes Estratégicos Regionales y las Direc- 
trices Interdepartamentales. Estos instrumentos que 
se están gestando son los que van a determinar qué 
se hará ahí. 


Estaba diciendo que en el proyecto concreto de 
Aratirí se habla de un pozo que alcanzaría una di- 
mensión de 500 hectáreas; y si le sumamos todo el 
entorno, estaríamos hablando de unas 14.000 hectá- 
reas. Pero lo que quería traer a consideración es que 
el Uruguay tiene en la erosión de su suelo el principal 
problema ambiental, tema que no es nuevo, sino que 
se viene mencionando desde la década de los setenta. 
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Como agrónomo, recuerdo a dos incansables tra- 
bajadores por los suelos de este país; me refiero a los 
ingenieros Ricardo Cayssials y César Álvarez, quienes 
en los cursos de la Facultad de Agronomía o en las 
jornadas de trabajo que teníamos —ellos trabajaban 
en lo que los estudiantes de agronomía llamábamos 
“el Convenio”, que era un convenio entre la FAO y 
la Facultad de Agronomía para hacer la cartografía 
de suelos— nos alertaban sobre el terrible daño que 
estaba sufriendo el Uruguay debido a la erosión de 
sus suelos. Incluso habían hecho una publicación con 
camiones cargados y volcadoras que iban por todo el 
puerto, la rambla y todas las rutas; hicieron unos 
cuantos kilómetros para mostrar lo que significaba la 
pérdida de suelos por año en este país. 


Actualmente hay estudios que dicen que un 30 
% del territorio del Uruguay está afectado por algún 
grado de erosión, felizmente en su mayoría leve, pero 
en ese guarismo hay un 2 % de erosión severa. La 
erosión severa —aspecto que tanto preocupó el otro 
día a algún señor Senador- significa que el suelo se 
ha perdido, es decir que se ha perdido la capa su- 
perior, que es donde se desarrolla la vida vegetal, la 
que se origina a partir de las rocas que se van erosio- 
nando en el transcurso de los siglos por la acción del 
sol y de las lluvias. En esa capa es donde se produce 
vida y en nuestro país en algunos suelos —similares a 
aquellos donde se van a desarrollar algunos de estos 
emprendimientos- va de pocos centímetros a 1, 1,20 
o 1,40 metros de profundidad. De esa capa, que prác- 
ticamente no tiene retorno porque eso sí que no se 
recompone en cientos ni en miles de años, Uruguay 
tiene un 2 %. ¿Qué significa esto? Que hay 280.000 
hectáreas que se fueron perdiendo en el transcurso 
de muchos años, sí, pero mayormente concentradas 
al sur de San José, en Canelones, en parte de Maldo- 
nado y en los suelos rurales de Montevideo, donde se 
produjo el auge agrícola y la actividad intensiva para 
abastecer a la ciudad. 


Estoy haciendo mención a todo esto para que se 
tenga una idea de la magnitud del tema. Estamos 
hablando de 500 hectáreas que podrían llegar a ser 
14.000, comparadas con las 280.000 que ya se han 
perdido. Felizmente, al día de hoy existe otro enfoque 
y desde el Ministerio que le tocó llevar adelante a 
quien es hoy nuestro Presidente y posteriormente al 
señor Senador Agazzi, se crearon los instrumentos 
necesarios para que en la actualidad, en esta 
Administración, se puedan poner en práctica los 
planes de uso y manejo sustentables del suelo que 
ya empezaron a ser exigidos a toda la agricultura de 
más de 100 hectáreas —por ahora—, aunque creo que 
deberán extenderse a toda la agricultura del país. De 
esa manera estaremos salvaguardando no solo las 500 
hectáreas del pozo minero —-que puede traer progreso 
para una zona—, sino decenas de miles de hectáreas 
que se estarían perdiendo, tal como sucedió con el 
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auge agrícola de los años cincuenta. Este proyecto de 
ley dará oportunidades. 


En lo que respecta a la erosión, cada vez hay más 
temas asociados que revisten mayor gravedad. Por 
ejemplo, recordemos lo que sucedió en la cuenca 
del río Santa Lucía, donde se generó el problema de 
la floración de algas. Hubo estudios llevados a cabo 
por Decanos de varias Facultades —entre ellas, la de 
Agronomía— que determinaron que esto ocurre por 
un exceso de nutrientes en dichas aguas; hablamos 
de nutrientes como el fósforo, que solo pueden estar 
ahí si fueron arrastrados con partículas de suelo. Se- 
guramente allí hay muchas hectáreas o muchos miles 
de toneladas de suelos y de fósforo, por ejemplo, de lo 
que era el emprendimiento de Rausa o de lo que son 
muchos de los tambos que ahí han producido. ¿Esto 
quiere decir que no se va a producir más lechería en 
esa microcuenca? No; significa que hay que tomar 
con atención estas cosas, que hay que regularlas y 
que hay que tenerlas en cuenta para los lineamientos 
regionales que también han sido aprobados para el 
Área Metropolitana. 


Según entiendo, este proyecto de ley tiene, ade- 
más, una particular importancia que es fruto del 
aporte de la oposición, la que, sin embargo, aquí ha 
manifestado que no lo va a votar. La oposición ha in- 
fluido en la iniciativa y, aunque no lo quiera, hay un 
importante contenido que sus técnicos y sus dirigen- 
tes políticos han aportado como contribución a los 
diversos debates. 


El proyecto de ley crea el Fondo Soberano 
Intergeneracional de Inversión —del que hablaba con 
detalle el señor Senador Michelini, que le saca de 
la mano al Gobierno, de una forma estratégica, esos 
enormes recursos adicionales que podrían ingresar 
por la minería. Si el temor que se tenía era que el 
Gobierno pudiera disponer directamente de ellos, se 
crea ese reaseguro del 70 % de los recursos que se 
recauden. Aquí se habló de US$ 500:000.000 y no sé 
si será esa cifra, pero como hubo varias hipótesis, la 
voy a tomar como base. Eso significa, por ejemplo, que 
anualmente US$ 350:000.000 estarán ingresando a 
ese Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión 
y que el otro 30 % —observen su magnitud-, que 
sería del entorno de US$ 150:000.000, se usaría 
de la siguiente manera: un 30 % de esta última 
cifra —alrededor de US$ 45:000.000, y pongo estos 
números gruesos para poder calibrar la dimensión 
de todo esto- iría al Fondo de Desarrollo del Interior, 
es decir, para la ejecución de proyectos elegidos 
por las Intendencias Departamentales que están 
involucradas directamente. Aunque no sé a cuánto 
asciende actualmente, me parece que este es un 
monto muy importante a destinar al Fondo de 
Desarrollo del Interior, y será para esas Intendencias 
involucradas. 
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Por su parte, el 60 % —alrededor de US$ 90:000.000 
anuales- sería para el desarrollo productivo, y el Con- 
sejo de Ministros pone particular atención -se me po- 
drá decir que está formulado a nivel genérico, pero lo 
dice la exposición de motivos del proyecto de ley- en 
destinarlo a proyectos estratégicos en nuestro país 
como, por ejemplo, el riego, a fin de desarrollar reser- 
vas de agua que nos den garantías de adaptabilidad 
al cambio climático y garantías de seguridad en los 
niveles de producción. Todos sabemos que este año 
será récord en lo que respecta a terneros; así lo dicen 
los técnicos. Es más, hoy se está realizando una jor- 
nada en Treinta y Tres para evaluar todo el tema de la 
cría ganadera con el optimismo de tener la perspec- 
tiva de que vamos a superar esa cifra que solo estaba 
en el imaginario de los productores rurales, de los 
agrónomos y de los veterinarios; y este año se hará 
realidad. ¿Como fruto de qué? Entre otras cosas, de 
que hubo buenas condiciones climáticas. ¡Si tendrá 
influencia el agua! Ni hablemos de lo que fueron los 
rendimientos de la agricultura, particularmente en lo 
que respecta a la soja y al maíz, debido al verano llu- 
vioso que tuvimos. 


En definitiva, esto quiere decir que el agua es 
muy importante y en nuestro país se desperdicia, se 
pierde, se va por la cuenca de nuestros ríos hacia el 
mar. Hay proyectos concretos en los cuales ya se está 
trabajando para hacer reservorios en las nacientes 
de estas cuencas y para regar; se les llama proyectos 
multiprediales y permitirán extender ese riego a 
decenas de kilómetros más abajo. Debo decir que 
tuve la experiencia de trabajar en México, en los 
llamados distritos de riego, que permiten irrigar los 
campos en las mejores condiciones porque el agua se 
retiene donde están las mejores oportunidades y los 
campos se riegan donde están las mejores condiciones 
agrícolas. Para este fin se va a destinar parte de los 
US$ 90:000.000 anuales, y en la exposición de 
motivos del proyecto de ley se habla de crear un 
banco de fósforo, elemento que, si bien está en el 
agua del Santa Lucía por descuido en su manejo, 
es esencial para la vida de humanos, vegetales y 
animales, y nuestro suelo carece de él. Hagamos 
una transferencia de hierro, que aparentemente lo 
tenemos en forma abundante, para poder importar el 
fósforo que existe en relación muy escasa, y para eso 
también se destinarán estos recursos. 


El 5 %, que equivaldría aproximadamente a 
US$ 7:500.000, se destinaría a la educación, a 
proyectos de investigación, al desarrollo educativo; 
y el otro 5 % se dejaría para el fortalecimiento 
institucional, que es otro de los aspectos que se exigía 
en el acuerdo interpartidario y que ya se está haciendo. 
No se puede decir que empezó acá y termina acá; es 
algo permanente que exige dedicación, pero con más 
fondos se podrá desarrollar esa fortaleza. 
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Estamos frente a un gran proyecto de ley creado 
entre todos, aunque no salga aprobado con los votos 
de todos. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicito que me sustitu- 
ya en la Presidencia el señor Senador Moreira. 


(Ocupa la Presidencia el señor Carlos Moreira). 


19) MANIFESTACIÓN DE PROTESTA ANTE 
ANUNCIOS DEL GOBIERNO REFERIDOS 
A EMPRESARIOS QUE CRITICAN SU 
POLÍTICA 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Moreira).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Solicito la palabra al amparo 
de una disposición del Reglamento poco usada, para 
formular una manifestación de protesta, que creo 
que es lo que corresponde. 


La prensa de hoy informa que en el Consejo de 
Ministros del día de ayer se discutió un documento 
presentado por varias cámaras empresariales con- 
teniendo críticas a las políticas de Gobierno. Según 
informa la prensa, ese documento fue duramente en- 
juiciado por los participantes de la reunión del Poder 
Ejecutivo y ahora voy a leer una parte de la crónica de 
El Observador referida al episodio. 


Dice lo siguiente: 


“Visiblemente molesto por el contenido del do- 
cumento, el Ministro de Economía, Fernando Lo- 
renzo, fue el más enfático y duro de los Ministros 
que se explayaron sobre el tema en el gabinete, 
relataron fuentes oficiales. En este contexto, se 
llegó a barajar la posibilidad de quitar los benefi- 
cios impositivos que el Poder Ejecutivo le ha ido 
extendiendo a los sectores en dificultades, como el 
régimen especial de prefinanciación de exportacio- 
nes y la devolución de impuestos indirectos por las 
ventas al exterior”. 


El diario El País informa sobre el hecho en tér- 
minos más o menos similares, pero me interesa lo 
siguiente: «El Ministro de Economía, Fernando Lo- 
renzo, dijo que quienes hablan de fragilidad fiscal van 
a pedir beneficios a su secretaría de Estado, revelaron 
a El País participantes del cónclave. Expresó que si 
ahora están preocupados por una “supuesta” fragili- 
dad fiscal, quizás sea necesario revisar su régimen de 
devolución de impuestos y otros beneficios tributarios 
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que reciben, según las fuentes y agregaron que no se 
profundizó mucho más en ese aspecto». 


Quiere decir que el señor Ministro de Economía y 
Finanzas dice que a quienes plantean estas críticas, 
de pronto hay que quitarles ciertos beneficios —así los 
llama él-, tales como la prefinanciación de exporta- 
ciones y la devolución de impuestos. Esto que dice el 
Ministro es repetido luego a la prensa por “fuentes 
oficiales”, como las llama expresamente El Observa- 
dor, y luego El País dice “participantes del cónclave”. 
Yo subrayo esto de las fuentes de la versión de prensa 
porque revela que fue alguien que estuvo en la re- 
unión y que luego informó sobre eso; es decir que es 
un vocero político, una persona especialmente elegi- 
da para hablar, y cuando alguien especialmente elegi- 
do hace eso, está cursando lo que podemos llamar un 
“aviso a los navegantes”. Otro vocero habría preferido 
omitir lo que quizá se podría atribuir a un arrebato 
temperamental circunstancial, pero no, eligieron de- 
cirlo, de modo que están avisando que quienes hacen 
esas críticas al Poder Ejecutivo arriesgan perder regí- 
menes que los benefician. 


Señor Presidente: esto es una amenaza. No es otra 
cosa que una amenaza. Están amenazando a quienes 
critican al Gobierno haciéndoles saber que pueden su- 
frir las consecuencias de esa crítica. Ese es un atenta- 
do que no puede pasarse por alto. Yo esperé antes de 
hablar de esto porque tenía la esperanza de que en el 
correr de la mañana hubiera rectificaciones, aclara- 
ciones o algo que pusiera las cosas en su lugar. Esperé 
prudentemente a que saliera alguna declaración que 
aventara estas versiones que se publicaron en la ma- 
ñana a la prensa y que luego fueron repetidas en las 
radios. No pasó nada de eso y nadie salió a rectificar ni 
a aclarar nada; al contrario, el Presidente de la Repú- 
blica, en un pasaje de su audición de Radio Uruguay, 
dijo que no vinieran a pedir ayuda ni a hablar de des- 
equilibrios y de dudas porque si el mercado lo arregla 
todo, a aguantarse. O sea que corrobora esas versiones 
a las que me referí al comienzo. 


¡Esto es un atentado contra la libertad de expre- 
sión en este país! ¡No me refiero al contenido del do- 
cumento porque no me interesa! ¡No sé lo que dije- 
ron las cámaras empresariales, no leí lo que dijeron, 
no sé si tienen razón o no, pero ese no es el punto! 
El punto es que cuando alguien critica al Gobierno 
en este país, ¡tiene derecho a hacerlo! Esto parece 
dicho no por Fernando Lorenzo, en Uruguay, sino por 
Guillermo Moreno en Argentina. ¡Es una vergúenza y 
el Ministro debería rectificarse inmediatamente! No- 
sotros vamos a estar atentos, señor Presidente, a ver 
qué consecuencias tiene todo esto, a ver si los empre- 
sarios o cualquier otra persona, empresaria o no, que 
en este país se atreve a formular críticas contra el 
Gobierno, luego sufre consecuencias y perjuicios por 
esa crítica que hace. 
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20) ACTIVIDAD MINERA DE GRAN PORTE 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Moreira).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Gracias, señor Presidente. 


Nosotros no vamos a votar este proyecto de ley 
por razones de forma y de fondo. De fondo, porque 
a nuestro juicio el Gobierno no ha sido prolijo en el 
tratamiento de este proyecto y no se han buscado los 
caminos para el efectivo cumplimiento de los acuer- 
dos programáticos. En nuestra opinión esto se ha ma- 
nejado de forma poco transparente, con opacidad, y 
otras veces con un nivel tan alto que ha culminado en 
situaciones poco claras, incompatibles con un proyec- 
to de ley ex post a los acontecimientos. 


No hay que olvidar que el señor Presidente de la 
República dijo en un momento que quería asociar al 
Estado con una empresa específica; y no hay que olvi- 
dar que en otro momento se anunció que la ciudada- 
nía podía ser convocada para pronunciarse en el tema 
objeto de esta discusión. 


Creo que este proyecto no se puede acompañar 
porque se afectan los derechos de los superficiarios, 
así como las normas jurídicas sobre igualdad de ofe- 
rentes y el propio artículo de la Constitución que pro- 
tege al medioambiente, entre otras violaciones que a 
mi juicio la iniciativa contiene. El doctor Juan Andrés 
Ramírez estuvo en Comisión y dejó explicitados una 
serie de cuestionamientos y recomendaciones que 
deberían haber sido consideradas, pero muchas veces 
el Gobierno se pretende refugiar en sus criterios y 
lamentablemente se mutilan los caminos tendientes 
a profundizar entendimientos en este sentido. 


Dije que no lo iba a votar por razones de forma, 
pero también no lo voy a hacer porque tenemos ob- 
jeciones de fondo. No estamos de acuerdo con este 
proyecto porque no viene, señor Presidente, con las 
garantías ambientales suficientes. Yo no voy a entrar 
en una repetición de argumentos porque quiero aho- 
rrarle tiempo al Senado y por eso mi exposición va a 
ser breve. 


Estoy profundamente convencido de que este pro- 
yecto de ley presenta carencias, fundamentalmente, 
en todo lo que tiene que ver con el control, dejando la- 
gunas muy complejas en lo que refiere a su aplicación. 
Además, no apoya un modelo de desarrollo sustentable 
ni amigable con el desarrollo social y humano. 


En Comisión y en este recinto se escucharon —y 
se escucharán- objeciones de todo tipo con respec- 
to a este tema, y muchas de ellas refieren a la ma- 
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triz productiva del país. Considero que esta iniciativa 
compromete cuestiones de largo plazo y que en di- 
versos temas no tiene las bases sociales y políticas 
suficientes. A nuestro juicio, pone “la carreta delante 
de los bueyes” por compromisos que creo que no van 
en línea con lo que debe ser una política nacional en 
este sentido. 


Se convocan acuerdos pero la experiencia —lamen- 
tablemente, lo tenemos que expresar—es que estos no 
se han cumplido a cabalidad, y quien habla es alguien 
que puso por delante de consideraciones políticas el 
interés primordial para encontrar entendimientos en 
áreas que son fundamentales para la vida del país. No 
creo que en este proyecto de ley esté, precisamente, 
el mandato de los distintos partidos políticos que con- 
currieron a buscar un entendimiento que no se ve 
plasmado aquí. 


Además, cabe preguntarnos: ¿proyectos de largo 
plazo con urgencias de hoy? ¿Las urgencias de hoy 
terminan siendo compatibles con el mañana? No 
creo que así se puedan construir procesos nacionales 
sustentables. 


Este proyecto de ley no es claro, señor Presidente; 
no tiene licencia social ni tampoco política y por eso 
no lo votamos. Pero, además —no pretendo atribuir in- 
tenciones porque eso ha sido varias veces referido en 
el tránsito de este debate-, creo que esta legislación 
surge como consecuencia de un emprendimiento que 
sí tiene nombre y apellido: este proyecto de ley vino 
después de que se comenzara a desarrollar el proyec- 
to de Aratirí. 


Aquí se han hecho comparaciones con respecto al 
desarrollo forestal, pero me parece que hay diferen- 
cias notabilísimas. El desarrollo forestal, a partir de 
aquella ley de 1986, en primer lugar, creo que contó 
con la unanimidad del Parlamento o, al menos, con 
una amplísima mayoría. No sé exactamente cuál fue 
el quórum pero, a diferencia de lo que ocurre con 
este, todos los partidos políticos concurrieron a aquel 
proyecto. No digo esto porque estemos a poco más 
de un año de la instancia electoral, sino porque se 
perdieron los caminos y los mecanismos para generar 
un entendimiento importante para la vida nacional. 


Creo que este proyecto de ley afecta al desarrollo 
agropecuario de una manera amplia y sin garantías. 
¿Son 500, 600, 14.000 o más las hectáreas directa- 
mente involucradas? Me parece que en una super- 
ficie tan reducida como la que tiene el territorio 
nacional eso, de por sí, ya tendría un impacto tre- 
mendamente negativo para la vida de miles de com- 
patriotas en todo el país. 


Recuérdese también que se habló de evaluación 
ambiental. En lo personal —y dicho esto con toda fran- 
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queza—, entiendo que queda un amplio campo librado 
a la discrecionalidad del Poder Ejecutivo. No le quie- 
ro hacer un agravio al actual Gobierno, pero el Estado 
ha sido omiso en el control de muchas cosas y acti- 
vidades. No me refiero, específicamente, a este Go- 
bierno ni al anterior, vinculados a una fuerza política, 
sino a que todos los Gobiernos han tenido patologías, 
problemas indudables en el control. Hace ya bastante 
más de un año se dictó una ley de tránsito —me lo re- 
fería el señor Presidente-, y en ella se establecía que 
se dispondría de un plazo de seis meses para regla- 
mentarla pero, aparentemente, esa reglamentación 
no está. Esa norma obligaba a la utilización de cin- 
turones de seguridad en los ómnibus y vale recordar 
que días pasados se sufrió un accidente que le costó 
la vida a tres personas. ¿Se hizo la reglamentación? 
Si fue así, ¿se cumplió con ella? 


Entonces, señor Presidente, no quiero discutir —o 
preferiría no hacerlo- después de hecho el daño -—y 
creo que toda la sociedad piensa igual-, porque eso es 
como llorar en torno a la leche derramada. Pero quie- 
ro decir que me parece que entramos en un camino 
que después se hará complejo revertir. En términos 
de medioambiente, todos sabemos que las situaciones 
de contaminación son bastante irreversibles y en esto 
de la megaminería ¡vaya si lo son! 


No voy a votar este proyecto de ley en general ni 
en particular ni, absolutamente, ninguno de sus ar- 
tículos porque me parece que supone, en parte, el 
otorgamiento de potestades que no hacen al debido 
cuidado del medioambiente. Esto debió haber teni- 
do un proceso profundo de compromiso muy fuerte 
de todas las colectividades políticas y también debió 
haber estado precedido de una evaluación nacional e 
internacional independiente con respecto a empren- 
dimientos de esta naturaleza. Ello no se ha hecho y 
estamos legislando sobre la base de la improvisación; 
estamos legislando sobre la base de ver qué puede 
pasar; estamos legislando sobre la base de que si algo 
no anda bien se pone la marcha atrás y no me parece 
que ese sea el mejor de los caminos. 


Por eso, señor Presidente, para no extenderme 
más en esta discusión, quiero fijar mi posición y decir 
que no acompañaremos esta iniciativa, como lo he- 
mos expresado a lo largo de esta exposición. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Moreira).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: confieso 
que cuando comenzó a abordarse y a discutirse este 
tema a nivel parlamentario, traté de asumir una ac- 
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titud ponderada, tendiente en muchos aspectos a ver 
los elementos, los fundamentos y las razones que im- 
pulsaron a llevar adelante este proyecto de ley. 


Hay un elemento que me pesa muy fuertemente: 
la relevancia de la diversificación de la matriz pro- 
ductiva. Naturalmente, es muy importante para un 
país que la matriz productiva sea lo más diversa po- 
sible, entre otras cosas, a los efectos de habilitar la 
colocación y no depender de uno o dos productos de 
exportación exclusivamente, sino que tenga la posi- 
bilidad de exportar los más diversos tipos de produc- 
ción. Obviamente, esto genera recursos y divisas que 
permiten llevar adelante políticas sociales, etcétera. 
Creo que hoy hay un amplio consenso y son muy po- 
cos los que pueden discutir que para distribuir prime- 
ro hay que generar riqueza. 


Estos son elementos que me han hecho pensar 
bastante respecto del contenido del proyecto de ley y, 
en general, del proyecto que está detrás de una ini- 
ciativa. Una ley es un conjunto de normas que nos 
obligan y que rigen la vida de la sociedad, pero tam- 
bién hay que ver cuál es la intención y la visión que 
existe detrás del mismo. 


Confieso que los dos elementos fundamentales 
que me han llevado a ver la inconveniencia de esta 
iniciativa refieren a temas que han sido largamente 
debatidos en la mañana de hoy: el ordenamiento te- 
rritorial y el medioambiente. 


Aun cuando la norma refiera a la Ley n.” 18.308, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, en- 
cuentro visiones o interpretaciones diferentes y por 
eso me parece muy importante el aditivo planteado 
por los señores Senadores Heber y Bordaberry, que 
establece que las actividades mineras de gran porte 
deberán localizarse en suelo categorizado rural, de 
conformidad con la Ley n.” 18.308, artículo 31, literal 
a), de 18 de junio del año 2008. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR DA ROSA.- Enseguida, señor Senador. 


Naturalmente, ese tema nos parece muy impor- 
tante en un país como el nuestro. Uruguay no es Perú, 
no es Chile, es decir, no tiene grandes zonas desérti- 
cas o grandes zonas precordilleranas donde abundan 
las explotaciones mineras y donde las posibilidades de 
preservación del medioambiente son muy reducidas o 
casi nulas, por ser un lugar sumamente pobre y árido. 
El Uruguay no tiene esa realidad, sino que es un país 
básicamente de praderas naturales. 


¿Qué pasa cuando encontramos un proyecto de 
ley que en realidad abarca al país en su totalidad, 
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genéricamente —obviamente, como toda iniciativa-, 
pero que establece o ambienta la posibilidad de que 
haya extensas zonas y territorios donde se han de- 
nunciado riquezas en el subsuelo para que sean ex- 
plotadas? En mi departamento, Tacuarembó, se han 
denunciado más de 350.000 hectáreas con posibles 
yacimientos de minerales. Lo mismo ocurre con otras 
extensas zonas del territorio como, por ejemplo, la 
que va desde Minas de Corrales —en el departamento 
de Rivera-, que abarca gran parte de la zona limítro- 
fe entre los departamentos de Rivera y Tacuarembó, 
hasta llegar casi al río Negro o por lo menos hasta las 
zonas de Vichadero, en el departamento de Rivera, o 
de Caraguatá, en el de Tacuarembó. En su inmensa 
mayoría se trata de predios que, por intereses, han 
sido denunciados por la existencia de yacimientos 
minerales. 


También sabemos que en muchas de estas zonas, 
de extenso territorio, los yacimientos minerales no 
son demasiados concentrados. Quiere decir que hay 
yacimientos de posible explotación minera en terri- 
torios extensos, pero poco concentrados. Eso genera 
una enorme inquietud: que extensas zonas del terri- 
torio mañana puedan ser afectadas ambientalmente. 
Es decir, que la zona sea agujereada y se señale la 
existencia de cráteres, con explotaciones mineras de 
importante extensión, no solo en lo territorial, sino en 
la magnitud de los pozos. 


He escuchado aquí referencias que, en cierta me- 
dia, las considero positivas —-como las realizadas por 
los señores Senadores Agazzi y Rubio-, en el sentido 
del respeto a la Ley n.” 18.308 y a las normas allí 
contenidas, lo cual es un elemento importante. Sin 
embargo, también he escuchado a otros Legislado- 
res del Frente Amplio —en particular, Representantes 
Nacionales— que han dicho que este es un tema que 
compete únicamente al Gobierno Nacional y que los 
Gobiernos Departamentales no tienen nada que ver, 
nada en que meterse, ni tienen que participar de la 
discusión. Obviamente, estamos ante interpretacio- 
nes de la norma que son, evidentemente, contradic- 
torias. 


(Ocupa la Presidencia la señora Lucía Topolansky). 


—Considero que es peligroso cuando esas situacio- 
nes quedan libradas a la discrecionalidad y a la inter- 
pretación que cada uno hace de las normas, más aún 
cuando estamos hablando de un tema de la magni- 
tud, de la importancia y de la gravitación que tiene la 
explotación minera sobre el medioambiente. 


Días atrás leí una conferencia dictada por el Vice- 
presidente de Bolivia, Álvaro García Linera, que me 
trajo al tema. En determinado momento, al hablar de 
las contradicciones que muchas veces se dan en el 
ejercicio del Gobierno o en la tarea de gobernar, se 
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refirió a que se debe optar. Planteaba diversas opcio- 
nes, pero una de ellas era, por un lado, cuando hay 
que impulsar explotaciones, obras de infraestructura, 
etcétera, que afectan notoriamente al ambiente y, por 
el otro, cuando existe el reclamo de quienes dicen 
algo así como: “Queremos preservar el ambiente; no 
nos vengan con explotaciones mineras, grandes re- 
presas ni nada por el estilo porque esto significa afec- 
tar y perjudicar al medio ambiente donde nosotros 
vivimos”. En verdad es una opción nada fácil, nada 
sencilla. El señor García Linera decía que natural- 
mente hay que convivir con los dos temas. No se pue- 
de suprimir una opción, desconocerla, y dar exclusiva 
valoración a la otra. Pero agregaba que, en esos casos, 
lo que se debe tratar de evaluar es cuál es la propor- 
ción más importante en el daño que se genera y en la 
ganancia o los beneficios que se obtendrán. 


En ese punto considero que el balance es negativo, 
porque creo que será más la afectación del ambiente, 
es decir, los perjuicios que se van a generar desde el 
punto de vista ambiental y territorial, que la explota- 
ción que podría haber en el Uruguay que, según los 
entendidos, tendría una duración de 15 o 20 años. 
La gran pregunta es qué sucederá luego de ese lapso. 


Además, me parece que es muy importante tener 
en cuenta que los daños o perjuicios que se generan 
perduran muchas décadas. En más de una oportu- 
nidad se mencionó en Sala que representantes de 
una empresa muy interesada en la explotación de re- 
cursos mineros en el Uruguay dijeron que habrá un 
proceso de 80 o 90 años en el que las lluvias irán lle- 
nando los cráteres o pozos que vayan a quedar. Estos 
elementos a uno lo hacen pensar mucho. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me concede una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR DA ROSA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR  MICHELINI.- Señora Presidenta: 
nosotros votamos aquí por convicción, cada uno 
tendrá sus fundamentos y son muy respetables todos. 
Esto amerita varios abordajes, pues nadie tiene la 
verdad encerrada en un puño. Sin embargo, se nos 
ha dicho, una y otra vez, que estamos incumpliendo 
un acuerdo. Yo creo que la presentación de esta 
propuesta a la que hacía referencia el señor Senador 
Da Rosa, firmada por los señores Senadores Heber y 
Bordaberry, demuestra que, en todo caso, tendremos 
puntos de vista diferentes, pero no estamos 
incumpliendo un acuerdo. La única diferencia que 
existe entre el artículo 7. votado en Comisión por 
la Bancada del Frente Amplio y el propuesto por 
los señores Senadores Heber y Bordaberry es «de 
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conformidad con la Ley n.” 18.308, artículo 31, 
literal a) ». En realidad en el acuerdo se habló “de 
conformidad con la Ley n.” 18.308”, pero no se hizo 
referencia al literal a) del artículo 31. No digo que 
esta propuesta esté fuera del acuerdo, pero lo que sí 
digo es que lo que nosotros votamos está dentro del 
acuerdo. Quizás, si esta propuesta se hubiera hecho 
en los momentos de negociaciones, la hubiéramos 
analizado en toda su dimensión. En su oportunidad, 
a nosotros se nos propuso otro artículo, que tenía 
que ver con apartarse de la Ley de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible, estableciendo en 
el mismo nivel las decisiones de los diferentes actores 
de nuestra institucionalidad, tanto nacionales como 
departamentales, que están muy bien definidos en 
los artículos 9 y 80 de la mencionada ley. Nosotros, 
fieles a ese acuerdo, en el artículo 7.” del proyecto de 
ley establecimos: “Las actividades mineras de gran 
porte deberán localizarse en suelo categorizado rural 
de conformidad con la Ley n.” 18.308, de 18 de junio 
de 2008”. Esta propuesta que se presenta agrega la 
referencia al artículo 31, literal a). Quizás sea muy 
positivo hacer este agregado, pero no puede decirse 
que dicha propuesta está dentro del acuerdo y la que 
hicimos nosotros no; eso no es sostenible. 


Puedo aceptar que las diferentes internas pat- 
tidarias, las diferentes informaciones o el trabajo en 
Comisión hayan llevado a que los partidos digan, le- 
gítimamente, que firmaron eso pero que con la nueva 
información no pueden acompañar el proyecto. Eso es 
legítimo. Ahora bien, no es justo que los que no acom- 
pañan el proyecto —debido a las nuevas informaciones 
obtenidas, por decisiones partidarias o por las con- 
vicciones que tengan— nos adjudiquen a nosotros su 
cambio de posición diciendo que estamos violando el 
Acuerdo Multipartidario. Razonar así no nos conduce 
a ningún lado. Yo acepto que desde un partido se diga 
que se equivocaron al firmar y que no debieron avan- 
zar al respecto, pero no se nos puede poner la carga a 
nosotros, porque no es justo y no es la verdad. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Señora Presidenta: yo no hice 
alusión en ningún momento al tema del Acuerdo; es 
más, creo que hay puntos del mismo que han sido 
respetados, pero también existen puntos que se han 
incorporado y que no figuraban en él, así como tam- 
bién hay puntos del Acuerdo que no han sido inclui- 
dos en el proyecto de ley. Yo no hablé de incumpli- 
miento en general del Acuerdo; en realidad, me estoy 
refiriendo a temas muy puntuales que tienen que ver 
con el ordenamiento territorial y con el medioam- 
biente, que no son debidamente garantizados dentro 
de la iniciativa. 
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SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR DA ROSA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: disculpe 
Senador Da Rosa que interrumpa su disertación —con 
la que naturalmente coincido en todos sus términos-—, 
pero dado que la intervención del señor Senador Mi- 
chelini busca confundir los cuestionamientos, creo 
que vale mi interrupción para aclarar los términos. 


Nosotros no hemos dicho que en el artículo 7.* del 
proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo haya 
un incumplimiento. Justamente contesté una alusión 
que hizo el señor Senador Rubio en una intervención 
anterior y dije que no es allí donde nosotros decimos 
que hay incumplimiento del Acuerdo, sino en otras 
disposiciones, donde el incumplimiento es notorio. 


Repito que concretamente en el artículo 7.” del 
proyecto de ley no hay contradicciones. Recuerdo 
que cuando vinieron los negociadores, desde el Di- 
rectorio del Partido Nacional preguntamos sobre esta 
disposición y se nos dijo que lógicamente no iba a ha- 
ber minería en zonas urbanas y suburbanas, sino en 
áreas rurales. Sin embargo, uno de los negociadores, 
el Diputado Álvaro Delgado, observó que en la Ley de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, a 
la que hace referencia el Acuerdo, no estaba claro a 
qué área rural se hacía referencia, ya que había dos 
subcategorías. 


Entonces, se nos puede reprochar por parte del 
Gobierno que no nos dimos cuenta de este punto 
cuando se alcanzó el Acuerdo Multipartidario, y tie- 
nen razón, pues pensábamos que se hablaba de zona 
rural y no de zonas urbanas, ya que es de suponer que 
nadie piensa hacer minería en zonas urbanas o su- 
burbanas. Lo que sucedió fue que nadie tuvo presen- 
te en la Comisión Multipartidaria que había dos sub- 
categorías. Por ese motivo, el señor Diputado Álvaro 
Delgado presentó este mismo artículo en la Cámara 
de Representantes, pensando en que el Gobierno no 
deseaba desarrollar esto en las áreas rurales natura- 
les, ya que en la Ley de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible se habla de ellas diciendo: “Las 
áreas de territorio protegido con el fin de mantener el 
medio natural, la biodiversidad o proteger el paisaje u 
otros valores patrimoniales, ambientales o espaciales. 
Podrá comprender, asimismo, el álveo de las lagunas, 
lagos, embalses y cursos de agua del dominio público 
o fiscal, del mar territorial y las fajas de defensa de 
costa”. Se supone que en esos lugares no se llevaría 
a cabo la actividad, entonces expresemos claramente 
—tal como lo propuso el Diputado Delgado- que se 
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está haciendo referencia al área rural productiva. 
Como no había quedado claro en la reunión multi- 
partidaria, era necesario aclararlo en la ley. Sin em- 
bargo, eso no se votó en Comisión, ni se va a votar en 
el día de hoy. Por lo tanto, se desprende de esto que 
el Gobierno quiere hacer minería en las áreas rurales 
naturales que comprenden un territorio protegido; si 
no es así, deberíamos votar este artículo propuesto. 


Entonces, hacer referencia al Acuerdo hablando 
del artículo 7.* del proyecto de ley es una mala in- 
tención política, porque no estamos haciendo ningún 
cuestionamiento a dicha norma, ya que el artículo 
está incluido en el Acuerdo. Sin embargo, cuando se 
advierte que hay un error, parecería que el mismo 
no se quiere aclarar. Entonces, no hay confusión sino 
gente que, deliberadamente, no quiere aclarar por- 
que se quiere pasar, como se ha dicho, un mineroduc- 
to por zonas de áreas protegidas. Es por eso. 


Gracias, señor Senador Da Rosa, por la interrupción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Señora Presidenta: se ha he- 
cho referencia en Sala, en más de una oportunidad, a 
la campaña de firmas que ha existido en mi departa- 
mento, Tacuarembó, sobre este tema, y la cantidad de 
firmas recolectadas refleja la sensibilidad que existe 
por el problema. Además, nadie puede pensar que los 
estancieros afectados, los productores afectados, van 
a ser los firmantes. Dentro de los productores conoz- 
co a muchos: algunos más grandes, otros más chicos; 
hay de todo. También digo que muchos de los que 
integraron la Comisión y salieron a la recolección de 
firmas en el departamento de Tacuarembó son no- 
torios militantes de izquierda. No estamos hablando 
acá de los estancieros que quieren peones baratos so- 
lamente, sino de mucha gente militante de izquierda 
que salió a convocar para que se firmara, participan- 
do activamente de todo este proceso. Obviamente, no 
es solamente gente de izquierda la que ha firmado, 
sino también gente blanca, colorada y de distintos co- 
lores políticos, porque es un tema que genera en la 
sociedad, en la población, una sensibilidad muy fuer- 
te. Eso, naturalmente, hace que haya mucha gente 
preocupada por una cuestión de visión del futuro del 
país, del futuro productivo. 


Además, este tema, señora Presidenta, no es 
solamente de corte jurídico, de que una ley sea 
compatible o no con la otra o de si es compatible con el 
artículo 47 de la Constitución de la República, que trata 
de la preservación del recurso agua. Naturalmente es 
un tema muy importante y muy fuerte en el centro- 
norte del país, donde se sabe que está buena parte del 
acuífero Guaraní y en un mundo y una realidad en el 
que el recurso agua es cada vez más importante. No 
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es solo un problema jurídico, sino también político, de 
visión del futuro del país. Y ahí es donde creo que está 
el gran drama y el gran tema. Es la pregunta a que 
se hacía referencia hace un rato, la que se planteaba 
García Linera en otros temas —obviamente- en una 
conferencia. Él se preguntaba hasta dónde hacemos 
predominar un interés y hasta dónde el otro. Para 
mí, en este aspecto, debe predominar el interés del 
medioambiente, el de la preservación del país natural 
en función, precisamente, de la estrategia de visión de 
futuro. En esa concepción comparto bastante lo dicho 
por el señor Senador Saravia en el sentido de que hoy 
en día está en juego el tema de la comida y el agua en 
el mundo, y las multinacionales —naturalmente- y los 
intereses internacionales buscan la mayor explotación 
posible de los recursos naturales, entre ellos los 
minerales. 


Entonces, la cuestión es hasta dónde comprome- 
temos nosotros los recursos estratégicos para el país 
de hoy y para el futuro del país. En definitiva, creo 
que plantearse este tema es absolutamente medular y 
es lo que está considerando mucha gente hoy cuando 
analiza y discute estas cuestiones. 


Por ejemplo, se ha hablado del tema de la fores- 
tación. Siendo Intendente de mi departamento, Ta- 
cuarembó, viví intensamente el debate sobre decirle 
sí a la forestación o decirle no. Había advertencias 
y existía rechazo por el desarrollo de la forestación, 
sobre todo de parte del sector ganadero. Sin embar- 
go, en términos generales, no podemos ni comparar 
los efectos ambientales de la explotación minera con 
los que puede tener la explotación forestal que, en 
general, hoy es admitida por grandes mayorías de la 
sociedad como un recurso compatible con la explota- 
ción natural, con la explotación de los recursos y que, 
además, va en línea con una decisión de estrategia 
en cuanto a diversificar la matriz productiva del país. 
Creo que estos son los aspectos que nos tenemos que 
plantear muy seriamente. 


Hace un tiempo veía un video en el que el Gene- 
ral Perón, a la vuelta del exilio, hacía declaraciones. 
Perón decía que, cuando él había sido Presidente las 
primeras dos veces, desde 1946 hasta 1955, había 
apostado al desarrollo industrial de la Argentina por- 
que creía que ese era el futuro del mundo; el futuro 
era la industrialización. Sin embargo, a su regreso, 
después de años de exilio y de haber vivido en Eu- 
ropa, tenía la convicción de que el potencial de la 
Argentina estaba en la producción pecuaria, en la 
producción de los recursos naturales, básicamente 
en la producción de la comida, que cada vez tenía 
más demanda en un mundo que crece en población y, 
naturalmente, demanda comida, demanda alimentos. 


Repito que es por eso que creo que el tema es 
una cuestión de visión política, de visión estratégi- 
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ca, aunque, naturalmente, uno respeta las distintas 
opiniones. Yo no le adjudico ninguna mala intención 
ni ninguna intención solapada a quienes defien- 
den este proyecto de ley, pues entiendo que están 
convencidos de que son más los beneficios que las 
contras y de que hay que diversificar la matriz pro- 
ductiva, y la explotación minera es algo que ayuda 
a diversificarla. Yo no comparto esa visión. Reitero 
que esa es una visión estratégica y política respecto 
de lo que debe ser el futuro del país, pero el conte- 
nido de esta iniciativa y, además, la forma en que 
afecta, pone en tela de juicio e intranquiliza por la 
suerte de miles de hectáreas. Algunos dicen que son 
quinientas o seiscientas hectáreas, pero esa puede 
ser una determinada explotación. Lo cierto es que 
hoy hay miles de hectáreas denunciadas como reser- 
va o materia de reserva minera, con posibilidades de 
ese tipo de explotación. 


De manera que con esa visión, con el mismo des- 
apasionamiento y con la misma ponderación con que 
comencé el estudio de este tema, entiendo que esta 
iniciativa no es buena y, en definitiva, a la larga le va 
a generar al país más perjuicios que beneficios. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 
SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Señora Presidenta: el señor 
Senador Clavijo inició este debate realizando un agra- 
decimiento y un reconocimiento a la Secretaría de la 
Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo 
y Servicios, el que yo reitero. También quiero dejar 
constancia de que en algún momento —ocurre mu- 
chas veces en la vida parlamentaria— personalmente 
sentí que tenía un entredicho con el Presidente de 
la Comisión, el señor Senador Bordaberry. Lo digo 
clara y nítidamente y lo quiero expresar porque su 
actuación, después de ese dicho, fue absolutamente 
correcta por lo que lo respaldo plenamente como Pre- 
sidente de la Comisión. 


Creo que estamos discutiendo una ley extraordi- 
nariamente relevante, extraordinariamente impor- 
tante, que genera controversias no solo en el Uruguay 
sino en el mundo: minería a cielo abierto, sí o minería 
a cielo abierto, no. En todos los países en los que exis- 
te la chance de que haya minería a cielo abierto se 
discute, y es natural y lógico que sea así. De manera 
que, desde ese punto de vista, el hecho de que haya 
una confrontación en estos momentos a mí, franca- 
mente, no me llama la atención. Siento como algo 
natural que haya gente que diga: “Mire, minería a 
cielo abierto, no”, pero resulta que nosotros hicimos 
un acuerdo interpartidario en el que todos dijimos: 
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“Minería sí”; después veremos las condiciones. Reite- 
ro; todos dijimos: “Minería sí”. 


Este no es un hecho menor. Lo destaco porque, 
muchas veces, se dan argumentos, no de “minería 
sí”, sino de “minería no” y se confunde el Acuerdo 
Multipartidario con elementos que fundamentan la 
posición de “minería no”, es decir, con las caracterís- 


ticas de minería a cielo abierto. 


Voy a votar este proyecto de ley con convicción. 
Las inversiones en minería se pueden hacer con la 
ley vigente —no hay ningún inconveniente, nada lo 
impide—, pero la intención es armar una normativa 
mucho más exigente que la actual. Desde ese punto 
de vista, me parece un hecho muy importante, pues 
con un proyecto de ley de esta naturaleza se busca 
avanzar. 


Por supuesto, esta normativa tiene relación con 
un recurso natural no renovable, pero a mi entender 
otorga garantías sociales —luego lo fundamentaré- y 
garantías ambientales. 


A mi juicio, se hizo el mayor de los esfuerzos para 
asegurar que el tema ambiental estuviera atendido 
de la manera más adecuada posible —con el conoci- 
miento, la tecnología actual y los elementos centra- 
les- para poder avanzar y enfrentar los problemas 
ambientales que genera normalmente un proceso 
minero. Recuerdo que a pedido del señor Senador 
Martínez se incluyó expresamente un artículo por el 
que se habilita la posibilidad de realizar auditorías del 
mejor nivel posible a los efectos de contemplar cual- 
quier problema ambiental que pudiese haber. 


A veces ocurre que se quiere invertir en un rubro 
que en muchos países históricamente funcionó con 
el mecanismo de enclave: se invertía en mineral, no 
se usaban insumos nacionales, las ganancias se en- 
viaban al exterior y los beneficios eran muy limitados. 
Por el contrario, mediante este proyecto se busca en- 
frentar esa situación, de pronto, buscando como pro- 
veedores de insumos a empresas nacionales, y no solo 
de rubros importados. 


Pero sobre todo se está teniendo en cuenta el fe- 
nómeno de esta generación y de las futuras genera- 
ciones. A mi juicio, el salto cualitativo que se dará al 
aprobarse este proyecto de ley tiene que ver con la 
creación del llamado Fondo Soberano Intergeneracio- 
nal de Inversión, que es fundamentalmente solida- 
rio con las futuras generaciones —por eso, lo hubiera 
denominado Fondo Solidario- y, en este sentido, se 
está haciendo un esfuerzo extraordinario para que la 
mitad de las ganancias obtenidas por la extracción de 
un recurso no renovable queden en este Fondo. Este 
no es un hecho menor, por el contrario, es un hecho 
trascendente, de extraordinaria importancia porque, 


13 de agosto de 2013 


seguramente, es fruto del Acuerdo Multipartidario y 
¡bienvenido un Fondo de esta naturaleza! 


Por haber participado en la CIDE, que fuera crea- 
da en el año 1964, puedo decir que, de alguna ma- 
nera, en esos planes figuraba Valentines y una gran 
cantidad de reservas mineras más. Pasaron cincuenta 
años sin que se pudiese explotar esta zona minera. 
¿Por qué? Seguramente porque la rentabilidad no era 
la adecuada. 


Existen dos fenómenos que nos llevan a pensar 
en un proyecto de este tipo. El primero de ellos, sin 
duda alguna, tiene que ver con el aumento de los pre- 
cios internacionales del hierro, lo que ha favorecido, 
entre otros países, a Brasil, pues hubo excepcionales 
aumentos de precios a nivel internacional en los úl- 
timos diez años; el segundo, está relacionado con el 
avance del mundo sobre la base de las innovaciones, 
los procesos y los cambios tecnológicos que también 
existen en la minería, todo lo cual en este momento 
contribuye a que este rubro tenga la rentabilidad ade- 
cuada, a diferencia de lo ocurrido durante cincuenta 
años, período en que no era posible llevar adelante 
procesos de esta naturaleza. 


Tengamos en cuenta, además, que la aprobación 
de este proyecto de ley se da en el marco de un Uru- 
guay que, sin duda, está cambiando cualitativamente. 
Siento que el país de la desesperanza y el pesimismo, 
que culminó con la crisis de 2002 y llevó a la emigra- 
ción de muchísimos uruguayos, pasó al optimismo, a 
una expectativa favorable. Voy a citar solo un ejem- 
plo. En el año 2005 se preguntaba cómo era la situa- 
ción económica del Uruguay y el 12 % de los uru- 
guayos decía que era buena; en 2013, ese porcentaje 
asciende al 50 %. ¡Este es un salto cualitativo brutal! 
Esto me hace sentir que estoy viviendo en otro país, 
no en el del estancamiento, de las dificultades o de 
las crisis, sino, por el contrario, en un país de un ex- 
traordinario dinamismo. Así lo siento en Montevideo 
y sobre todo en el interior. El interior del país es muy 
diferente del que vivimos hace diez o veinte años. A 
este respecto, cabe mencionar algunas cifras. Entre 
2005 y 2012, el Producto Interno Bruto creció 5,8 %. 
Si se analiza este porcentaje en detalle —a mi juicio, 
esta es la total novedad-— se podrá advertir que casi la 
mitad de ese crecimiento anual deriva del aumento 
de la productividad del total de factores. Del 5,8 %, 
el aumento de capital corresponde al 0,9 % —es decir 
que representa menos del 1 %- y el 2,1 % depende 
del aumento y la calificación del empleo. Pero todo el 
resto tiene relación con el aumento de la productivi- 
dad. Esta es la novedad. Si se observan rubros como 
el trigo, la cebada, la soja y el maíz, se podrá advertir 
que los aumentos de productividad por hectárea son 
del 40 % con respecto a los años anteriores. Si se ana- 
liza la producción de leche por hectárea, nos encon- 
tramos con que aumentó el 130 % en los últimos diez 
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años. Al mismo tiempo, la carne con la trazabilidad 
tiene otro precio y otras mejoras. 


En el Uruguay tenemos, además, rubros nuevos, 
como la soja y la pasta de celulosa. Asimismo, nuestro 
país está exportando servicios no tradicionales -que 
entre 2007 y 2012 crecieron al 22 % acumulativo 
anual- tales como: audiovisuales, informática, soft- 
ware y servicios profesionales. ¡Es otro Uruguay! Pre- 
cisamente, este proyecto de ley de minería se inscribe 
en este otro Uruguay que tuvo siempre un talón de 
Aquiles: el nivel de inversión. El nivel de inversión so- 
bre el Producto siempre fue muy bajo y apenas estaba 
por arriba de la reposición pero, en 2012, alcanzó el 
22,5 %, es una especie de récord nacional. Con Asia 
no tenemos nada que ver y en algún momento Chile 
rondó el 28 %, pero para el Uruguay, el 22,5 % repre- 
senta un porcentaje excepcional, donde la inversión 
extranjera directa se multiplicó casi por ocho o por 
nueve con respecto al principio de la década pasada. 


Este también es un elemento clave para el au- 
mento de la inversión y seguramente también para 
los aumentos de productividad que hemos tenido en 
los últimos años. 


Preferiría que la inversión extranjera directa tu- 
viese cierto grado de regulación, que tuviéramos una 
estrategia de desarrollo y que la inversión extranjera 
fuera funcional. No estoy en contra de la inversión 
extranjera directa, pero quiero que esta utilice insu- 
mos nacionales, que tenga más valor agregado, más 
contenido tecnológico y que, entre otras cosas, per- 
mita aprender esos nuevos contenidos tecnológicos. 
Todo esos detalles se contemplan en este proyecto de 
ley de minería que estamos considerando. 


Es cierto que tenemos un problema en la educa- 
ción. ¡Por supuesto que estamos todos de acuerdo! 
Ayer miraba las cifras de repetición y, evidentemente, 
tenemos una gran dificultad, pero el país no tendría 
ni la mitad del crecimiento del Producto que se ha 
logrado por el aumento de la productividad si no hu- 
biera tenido mano de obra calificada. 


Hoy escuchaba en la radio que en Uruguay la edu- 
cación vive de sus rentas, de las inversiones que se 
hicieron hace cincuenta años. Es posible que así sea, 
pero aún nos quedan rentas. No tengo ninguna duda 
de que allí tenemos un problema. También digo cla- 
ramente que en ese 5 % u 8 % -lo he dicho muchas 
veces—, el aumento de los precios internacionales 
tuvo un papel muy importante. Lo digo clara y nítida- 
mente porque así lo siento y así lo pienso. Los precios 
internacionales de Uruguay no mejoraron tanto como 
los del cobre, los del hierro o los energéticos, pero los 
precios internacionales de 2004 están por encima del 
80 % y ahora que están bajando están por arriba del 
70 %. 
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Llegado a este punto, quiero decir claramente que 
soy muy crítico de la política cambiaria de mi Gobier- 
no, que reconozco que afecta la competitividad, pero, 
aunque los empresarios no lo admitan, en la medida 
en que los precios internacionales sigan altos, la com- 
pensan y a veces hasta provocan la caída del tipo de 
cambio real, lo que a mi juicio no es positivo para el 
país. 


No tengo ninguna duda de que la política econó- 
mica -sobre todo la política salarial y la política fis- 
cal-, en la que se hizo una reforma impositiva y en la 
que el gasto está permitiendo el descenso sustantivo 
de la pobreza, de la indigencia y, la mejora en la dis- 
tribución del ingreso y la baja del desempleo abierto, 
será también un elemento muy importante de este 
nuevo Uruguay al que yo hacía referencia hoy. 


Me gustaría discutir mucho más hacia dónde va 
la matriz productiva, pero eso es parte del proceso. 
En un proyecto de esta naturaleza, en un proyecto de 
minería de gran porte, es lógico —no desde el punto 
de vista ambiental- que si hay una nueva inversión en 
un lugar determinado, afecte a quienes están cerca 
de ese territorio. Es absolutamente lógico. De pronto, 
en un país en el que se está trabajando en una mina 
de carbón, luego el recurso se termina y toda la gente 
sale a protestar por la preocupación de saber qué su- 
cederá con esos trabajadores. 


El desarrollo del mundo y el avance tecnológico 
son datos que no podemos dejar de lado. Siento que 
en el Acuerdo Multipartidario todos hicimos un es- 
fuerzo por decir “sí” a la minería. Después podremos 
tener diferencias, pero todos dijimos que sí porque 
llegamos a la conclusión de que era positivo para 
el futuro del Uruguay. Probablemente, el hierro co- 
mience a superar a la soja y a la carne como primer 
producto de exportación; no estoy hablando de algo 
menor. Mañana tal vez discutamos sobre el tema del 
petróleo, si es que realmente se encuentra este recur- 
so. No son temas sencillos; es lógico que haya discu- 
sión. No obstante, debemos admitir que el debate en 
la Comisión fue extremadamente positivo, porque se 
modificó una enorme cantidad de artículos del pro- 
yecto de ley que vino de la Cámara de Representan- 
tes; no los conté, pero sé que son muchísimos. Algu- 
nas modificaciones fueron a pedido de nuestra propia 
Bancada, pero muchas otras fueron propuestas por la 
oposición. Hicimos el esfuerzo de contemplarlas para 
que hubiera acuerdo, sobre todas las cosas porque 
creímos que significaban aportes positivos al proyecto 
de ley. Por lo tanto, si eran aportes positivos, teníamos 
que incorporarlos. 


Un punto, a mi entender, relevante es el hecho 
de que los proyectos de minería que se propongan 
de aquí en adelante no sean enclaves, que una parte 
muy importante de los beneficios de esta actividad 
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económica quede en el país y que se fijen las normas 
y las reglas para definir en la ley de qué manera se 
van utilizar esos bienes. En este sentido, siento que 
se han hecho esfuerzos —lo decía el señor Ministro 
de Industria, Energía y Minería— para resolver cómo 
incorporar a proveedores nacionales, para hacer rein- 
versiones productivas y para atender a la investiga- 
ción y a la educación, especialmente, en el interior 
del país. 


En cuanto al Fondo Soberano Intergeneracional 
de Inversión, si se parte de la base de que este proyec- 
to de ley va a funcionar dentro de alrededor de vein- 
te años, los US$ 500:000.000 anuales van a llegar a 
US$ 10.000:000.000. ¿Qué se hace con ese Fondo? 
Un 30 % se destinará al presupuesto general, pero 
se fijan normas para determinar exactamente cuál 
será su destino. De ese 30 % que se destina al pre- 
supuesto, el 60 % será para los proyectos productivos 
de riego y de infraestructura turística y ambiental. Es 
decir que ese porcentaje queda en el país. De modo 
que se está haciendo un esfuerzo por ayudar al turis- 
mo, a la infraestructura y también al medioambiente 
con inversiones provenientes de ese 30 % del Fondo 
Soberano Intergeneracional de Inversión. 


A su vez, el 30 % de ese 30 % se destinará para 
el desarrollo del interior, precisamente en las zonas 
productivas más cercanas a los establecimientos mi- 
neros. Como partimos de la base de que pueden ser 
afectados determinados sectores, vamos a hacer el 
esfuerzo de asignar, todos los años, un 30 % de ese 30 
% al presupuesto para desarrollo, a efectos de contri- 
buir con la producción y las dificultades económico- 
sociales de dichos sectores. 


Asimismo, un 5 % de ese 30 % se invertirá en pro- 
yectos de educación en el interior. 


Es importante destacar que el 70 % restante se 
destinará a inversiones que consigan rentabilidad 
para seguir acumulando en el Fondo Soberano Inter- 
generacional de Inversión. 


Debo decir, con total franqueza, que hice todo lo 
posible para que una parte de esas inversiones que- 
de en el país; de alguna manera, la mitad de esas 
inversiones pueden quedar en el país. Pero hay que 
buscar las rentabilidades más adecuadas para que el 
Fondo Soberano se multiplique permanentemente 
con nuevos ingresos derivados de las rentabilidades 
de inversiones financieras o productivas que se hagan 
con sus recursos. El organismo que entiende sobre 
inversiones financieras es el Banco Central, por eso 
se dispone que sea el encargado de llevar adelante 
ese proceso. 


Un elemento que aquí fue puesto en discusión —y 
está bien que así se haya hecho-, es que la minería 
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de gran porte pagará, prácticamente, fifty-fifty, o sea 
el 50 % de los beneficios que irán al Fondo Soberano 
Intergeneracional de Inversión. En ese sentido, cla- 
ramente digo que una de las preocupaciones era que 
esta inversión no tuviera un régimen de zona franca. 
Pues bien; es la antítesis de los beneficios que da una 
zona franca, como ocurre en materia papelera en el 
país. 


En Sala también se ha planteado la existencia de 
exoneraciones, principalmente del IVA y del Impues- 
to al Patrimonio. A este respecto, seré concreto y es- 
pecífico en lo que voy a decir: lo que se hace con las 
exoneraciones no es exactamente lo establecido en el 
acuerdo interpartidario. Lo digo clara y nítidamente: 
no lo es. 


Alguien podrá decirme que soy crítico de algunas 
exoneraciones para inversión que está haciendo el 
país, y es cierto. Pero, ¿qué es lo que siento con rela- 
ción a este proyecto de ley? Ante todo, debo tener el 
realismo de entenderlo. No puedo jugar ideológica- 
mente con este fenómeno. 


Los países compiten; las provincias y los Estados 
dentro de los países compiten por llevarse la inver- 
sión directa extranjera. ¡Todos compiten! Y muchas 
veces lo hacen con beneficios fiscales. 


Yo soy -y así lo digo en el discurso- de los que 
necesitan tener acuerdos —sobre todo con los países 
cercanos- sobre localización de la inversión extranje- 
ra directa. Sé que ese es un tema extraordinariamen- 
te difícil. La Unión Europea, por ejemplo, no lo ha 
conseguido; a pesar de que tiene un mecanismo de 
acuerdo regional, en sesenta años de funcionamien- 
to nunca pudo hacer un acuerdo de localización de 
inversión extranjera directa. En todo eso juegan los 
beneficios fiscales. Y el hecho de que las empresas, 
en lugar de venir al Uruguay, vayan a la Argentina o al 
Brasil porque tienen más beneficios fiscales, es algo 
que no puedo olvidar; por eso, acepto la necesidad 
de que se hagan determinadas exoneraciones fiscales 
a estas inversiones. De lo contrario, las empresas se 
van air a países donde tengan más beneficios. 


Ahora bien; si se hicieran las exoneraciones fis- 
cales y no se cobrara impuestos, sería el primero en 
negarme, con todas mis fuerzas —así lo hubiera hecho 
en el seno de mi partido político-, a aceptar el pro- 
yecto de ley. 


Lo cierto es que, para que se efectúe la inversión 
en el país, voy a exonerar del IVA; estamos hablan- 
do de alrededor de US$ 700:000.000, lo que no es 
poca plata. Sin embargo, en un año y medio se logra- 
ría resarcir gran parte de ese dinero, porque estaría 
recibiendo US$ 500:000.000. Por lo tanto, hago una 
exención de IVA por US$ 700:000.000 por una vez, 
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para recibir US$ 10.000:000.000 en veinte años, para 
el Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión. 
¿Qué es mejor: que no haya exoneraciones, o que 
haya una exoneración de US$ 700:000.000 para re- 
cibir después US$ 10.000:000.000? ¡No tengo dónde 
perderme! Desde ese punto de vista, tengo la certeza 
y la convicción de que este proyecto minero es muy 
bueno y positivo para el país. No tengo ninguna duda 
al respecto. 


Ya informé sobre las características del Fondo So- 
berano Intergeneracional de Inversión. Por lo tanto 
—tal como se dijo en Sala-, la tasa interna de retorno 
fijada a nivel internacional para este rubro, es de al- 
rededor de un 20 %. De manera que también tengo la 
tranquilidad de que esto está en las normas promedio 
internacionales para el tipo de inversión de que se 
trata. 


Este no es un proyecto de ley sencillo —es verdad-, 
sino un proyecto de ley que ha generado confronta- 
ción. A su respecto, hoy en Sala se han hecho algunas 
críticas que seguidamente voy a hacer el esfuerzo de 
tratar de levantar. 


Con respecto al Plan de Cierre, se han traído a 
Sala las declaraciones que en diversos ámbitos hizo 
una empresa privada interesada —al menos por el 
momento- en llevar adelante la explotación minera. 
Ahora bien; lo importante no es lo que esa empre- 
sa minera diga públicamente —porque puede decir lo 
que quiera—, sino lo que presente al Gobierno. En lo 
que respecta a dicho Plan, es necesario contar con 
la autorización del Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, y del Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, al tiempo que debe 
figurar en el contrato que se va a negociar con el Po- 
der Ejecutivo. Parto de la base de que si una empresa 
me dice que el cierre se hará en 80 años y con agua 
de lluvia, ni el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, ni el Ministerio de In- 
dustria, Energía y Minería, ni quien negocie con esa 
empresa, podrá aceptar, en modo alguno, un Plan de 
Cierre de esa naturaleza. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha llegado a la Mesa 
una moción para prorrogar el tiempo de que dispone 
el orador. 

Se va a votar. 

(Se vota:) 

-28 en 29. Afirmativa. 


Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Continúo, señora Presidenta. 
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Luego de la discusión en Comisión —de la buena 
discusión que tuvimos allí, porque se trabajó muy 
bien, abiertamente, discutiendo cada uno de los 
artículos— llegamos a la conclusión de que teníamos 
que mejorar las garantías, y así lo hicimos después de 
finalizada la consideración del tema en ese ámbito. 
Si mejoramos las garantías fue porque aceptamos 
muchas de las ideas y criterios de los sectores de la 
oposición. Por eso, hicimos algunas modificaciones. 
Hoy estas garantías —configuradas en el artículo 11, 
que se modifica, así como también en los artículos 20 
y 22, de los que no voy a dar lectura para ir cerrando 
ya este análisis- me aseguran la rehabilitación del 
control y del seguimiento poscierre. En definitiva, creo 
que se ha hecho un gran esfuerzo para asegurar que 
el Plan de Cierre —que es parte del proyecto minero— 
tenga la mejor solución para los intereses del país. 


Clara y nítidamente quiero decir que no tengo 
ninguna duda de que los sectores de la oposición nos 
ayudaron a mejorar el articulado. ¡Para eso está el 
Parlamento! ¡Está para recibir y para aportar, además 
de confrontar! Y nosotros lo aceptamos como tal. 


Otro tema que se trajo a la discusión es el de la 
transparencia. El secreto industrial o comercial está 
amparado en la ley de evaluación de impacto ambien- 
tal de 1994. En la Comisión de Industria, Energía, 
Comercio, Turismo y Servicios leí —no lo voy a hacer 
ahora— la definición de lo que se denomina “infor- 
mación reservada y confidencial”. Recuerdo que el 
señor Senador Martínez dijo: “Yo tengo que permitir 
el secreto de los avances y desarrollos tecnológicos 
que una empresa pueda tener. ¿Cómo puedo pedir 
que sea pública la innovación de una empresa de esta 
naturaleza?” 


Para culminar, quiero decir lo siguiente. 


Pienso que se está haciendo un enorme esfuerzo 
por atender el tema medioambiental que, sin duda, 
es central y conflictivo; es comprensible y lógico que 
en el mundo entero se esté discutiendo este tipo de 
Cosas. 


Ahora bien; con el artículo 7.* reafirmamos total- 
mente la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarro- 
llo Sostenible. A su vez, cuando establecimos suelo 
“rural” —en la normativa anterior se hablaba de “rural 
productivo” y “rural natural”—, no fue que no quisi- 
mos atender los acuerdos partidarios. Acabo de decir 
y de aceptar que en el acuerdo partidario no había 
exoneraciones para la inversión. Tuvimos que modi- 
ficarlo porque sentimos que era bueno hacerlo. ¿No 
convencimos a los demás? No. ¡Mala suerte! Pero una 
vez más digo que entre US$ 700:000.000 de exonera- 
ción y US$ 10.000:000.000 que voy a recibir para el 
Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión, no 
tengo dónde perderme para que la inversión se haga 
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en el Uruguay. Con el tema del suelo se presenta la 
misma situación. De pronto, hay una meseta que no 
tiene nada que ver con el suelo rural productivo, y si 
establezco solo “rural productivo”, no va a poder uti- 
lizarse. Por esa razón sentimos la necesidad de hablar 
solo de territorio “rural”. 


El señor Senador Guarino nos daba elementos 
importantes -sin duda— en cuanto a directrices de- 
partamentales que ya se han concretado en muchos 
departamentos y que tienen que ver con la zona. De 
modo que también hay grados de avance que no son 
menores. 


Por lo tanto, señora Presidenta, con toda franqueza 
digo que tengo muchos años de parlamentario y creo 
que los acuerdos políticos son una cosa extraordina- 
riamente importante. Cuando voy al exterior, todas 
las veces que puedo resalto claramente que el Uru- 
guay tiene un sistema político extraordinariamente 
civilizado, positivo, donde se puede dialogar, hablar, 
negociar y llegar a acuerdos. Es por esa razón que 
siento una gran pena por todo esto. Lo acepto, por 
supuesto, pero siento verdadera pena por el hecho 
de que un proyecto de esta naturaleza no haya sido 
acompañado en general por todos los partidos. Des- 
pués, con relación a cada uno de los artículos cada 
uno tiene sus diferencias, lo que es absolutamente 
lógico, pero —sinceramente— hubiera deseado que el 
acuerdo hubiese podido concretarse, por lo menos, 
en la discusión general, para que nos diera la tran- 
quilidad del funcionamiento futuro de situaciones de 
esta naturaleza. 


Estos son los puntos de vista que quería expresar 
con respecto a este importante proyecto de ley que el 
Parlamento va a votar en el día de hoy. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para con- 
testar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora Presidenta: cele- 
bro el espíritu con el que el señor Senador Couriel 
ha realizado su exposición, así como también la am- 
plitud —-que pocas veces se encuentra— con la que ha 
encarado, valientemente, el tema, y, sobre todo, su 
claridad al hablar de las razones. 


Planteo esto porque cuando encaramos esta dis- 
cusión parecía que algunos decíamos: “Exijo que se 
cumpla”, y otros decían: “Yo estoy cumpliendo”. Creo 
que es bastante bueno que se diga que sobre deter- 
minado punto entendemos que el camino debe ser 
este, o que estamos planteando una cosa distinta; es 
legítimo que se haga y lo valoramos, más allá de que 
podamos compartirlo o no. 
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Confieso que dudé mucho en cuanto a intervenir 
en este momento, pero la parte final de la exposición 
del señor Senador Couriel me lleva a dejar en claro que 
hicimos todos los esfuerzos posibles para votar la ley en 
general. También sé que el oficialismo hizo todos los 
esfuerzos posibles para que nosotros lo votáramos. 


De hecho, después de aprobada la ley en la Co- 
misión General, se planteó una reunión extraordina- 
ria en la que todos hicimos el esfuerzo para lograr lo 
que acabo de señalar. En ese momento presentamos 
un listado de los artículos del proyecto de ley que no 
habíamos votado; eran treinta, aproximadamente, y 
entre todos ellos marcamos seis que considerábamos 
vitales para cambiar nuestro voto. En definitiva, son 
los artículos sobre los que ha girado esta discusión, 
relacionados con el Plan de Cierre, con la transpa- 
rencia, con los beneficios tributarios a la inversión 
y con el ordenamiento territorial. Lamentablemente 
no logramos un acuerdo que nos habilite a apoyar el 
texto a consideración, sobre todo porque se trata de 
aspectos que, desde la Bancada del Partido Colora- 
do, entendemos vitales. Lo lamentamos mucho, pero 
sentimos que estaban contenidos en el acuerdo y que, 
cuando lo exigimos, fuimos leales también. 


De lo que ha dicho el señor Senador Couriel, 
quizás pueda quedarnos una coincidencia y, a la 
vez, una discrepancia. La coincidencia es que, 
obviamente, renunciar hoy a US$ 700:000.000 por 
concepto de Impuesto al Valor Agregado puede ser 
bueno si después nos aseguran US$ 500:000.000 
durante veinte años. Sin embargo, entendemos 
dificultosa esa situación, por dos motivos. En primer 
término, porque no hay certeza de que vayan a ser 
US$ 500:000.000; simplemente, es lo que nos dice la 
empresa que habló de los planes de cierre y demás. 
Y, en segundo lugar, porque la experiencia en la vida 
y en los negocios nos lleva a pensar lo siguiente: si 
quien dice que va a generarle al Estado uruguayo 
US$ 500:000.000 anuales durante veinte años, 
hoy pide una exoneración de US$ 700:000.000 
—para poder hacerlo-, significa que no tiene 
US$ 700:000.000 para poner de frente, por lo que 
quizás no cuente con la capacidad suficiente para 
poder hacerlo. 


Todos, desde la oposición, hemos sospechado des- 
de el principio —y se lo preguntamos a los represen- 
tantes de la empresa cuando comparecieron en la 
Comisión- que Aratirí está armando un negocio para 
revenderlo, que no tiene la experiencia y que —tal 
como dijo el Ministro de Industria, Energía y Minería 
en la Comisión—- es una empresa júnior que no va a 
explotarlo. ¿Y qué es lo que hacen las empresas jú- 
nior, que no explotan el negocio, sino que lo arman 
para revenderlo? Tratan de minimizar la inversión 
inicial, para después revender e irse. Además, es lo 
que hizo Aratirí en Brasil con Bamin; ese es el único 
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antecedente que tiene en su experiencia y que fue 
citado por el propio Gerente General de Aratirí. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 
—Ya termino, señora Presidenta. 


Si tenemos que perdonar, ya no US$ 700:000.000, 
que corresponden solo al IVA, sino alrededor de 
US$ 1.000:000.000 -pues hay que considerar el 
Impuesto al Patrimonio, el Imesi, los recargos 
aduaneros y una cantidad de cosas más-, para después 
cobrar US$ 500:000.000, nos queda la sensación de 
que esto se va a vender —si es que se puede vender— 
y, si no, habremos hecho una ley a medida de un 
inversor que, en mi opinión, no es tal. 


Gracias, señora Presidenta. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Muy brevemente quiero se- 
ñalar, en primer término, que a veces es norma que 
una empresa se dedique a la prospección y a la ex- 
ploración, pero luego no sea ella la que explote el ne- 
gocio. De manera que, a este respecto, lo único que 
estoy esperando es que esto se convierta en ley y el 
Poder Ejecutivo encuentre la negociación más conve- 
niente para que se lleve adelante el proceso. No estoy 
defendiendo a ninguna empresa en este caso. 


En segundo lugar, quiero señalar algo que, quizás 
a raíz de mi apasionamiento, olvidé mencionar en mi 
exposición: comúnmente hay normas por las cuales 
no es bueno que los países exporten impuestos, e im- 
puestos indirectos. Normalmente cuando se exporta, 
a los exportadores se les devuelve el IVA. De modo 
que cuando uno exonera, lo hace sabiendo que tiene 
que hacer la devolución correspondiente en el mo- 
mento en que se exporta el mineral. 


Gracias, señora Presidenta. 
SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que en las muchas 
horas que le hemos venido dedicando a la actividad 
minera de gran porte hay un punto que reiterada- 
mente ha acaparado la atención de los distintos ora- 
dores y es si el proyecto de ley que la Comisión elevó 
a consideración del Senado cumple o no cumple con 
el Acuerdo que en su momento se celebró entre los 
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distintos partidos políticos en la búsqueda de un ob- 
jetivo común: ver si contemplando las distintas posi- 
ciones podíamos encontrar una que terminara resul- 
tando ser la que mejor defendiera los intereses del 
país. Sinceramente, me parece que es baladí discutir 
si en el proyecto de ley se cumple o no se cumple con 
esos acuerdos porque, en primer lugar, creo que nos 
estamos olvidando de cómo se planteó la discusión en 
el escenario nacional prácticamente al comienzo de 
la Administración de quien hoy es el Presidente de la 
República, el señor José Mujica. 


Considero —lo digo con absoluta sinceridad- que el 
Partido Nacional ha hecho una contribución enorme 
a la discusión sobre la minería de gran porte el día 
que por vez primera levantó su voz y alertó sobre los 
pasos que —a nuestro juicio, en forma equivocada y 
unilateral- el Gobierno a través del Poder Ejecutivo 
estaba dando en la concreción de este tema. Fue re- 
cién entonces -cuando empezó una presión sostenida 
de parte del Directorio del Partido Nacional primero 
y de sus Legisladores después cuestionando la temá- 
tica del medioambiente, cuestionando el tema de los 
ingresos y de los impuestos y cuestionando la forma 
en que se repartían las eventuales ganancias que se 
podían obtener de una explotación de estas caracte- 
rísticas— que el Frente Amplio, el partido político que 
está en el Gobierno, el oficialismo, por primera vez 
abrió la puerta para la conformación de una mesa de 
intercambio de opiniones que luego derivó en la apro- 
bación de un entendimiento con determinadas carac- 
terísticas que sirvió de antesala para posteriormente 
llegar a estos resultados. 


Decía que, a mi juicio, es baladí porque cada parti- 
do político tiene derecho a juzgar, a la luz de sus prin- 
cipios y del equilibrio interno que necesariamente to- 
dos debemos tener dentro de nuestras colectividades 
y atentos a lo que surge de esas negociaciones parcia- 
les, si el texto que finalmente se trae a definición del 
Senado de la República contempla o no —no digo en 
un todo, pero sí en los grandes principios del sistema 
orgánico que se piensa implementar- las aspiraciones 
con las que ese partido encaró el tema. Debo decir 
que nosotros hemos llegado a la conclusión de que 
no lo hace y no solamente llegamos a esa conclusión 
sino que para la interna de nuestra colectividad po- 
lítica ya es un hecho indiscutible —algunos ya se han 
pronunciado claramente en ese sentido y también lo 
haré yo- no solo votar negativamente el proyecto de 
ley en general, sino además votarlo negativamente en 
particular. ¿Por qué? Porque en el voto en general 
en este caso estamos definiendo una filosofía y esta- 
mos intentando respaldar un conjunto de garantías, 
porque tenemos cuestionamientos de orden consti- 
tucional y de orden económico-financiero y también 
tenemos algunas reservas importantes en torno a un 
tema sobre el cual el señor Senador Couriel —lo cito 
porque fue quien hizo la referencia más intensa y la- 
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mento que no se encuentre en Sala— se ha extendido 
largamente en Sala y ha hecho enormes alabanzas: 
la posibilidad de llegar a acuerdos y entendimientos. 
Personalmente con el señor Senador Couriel muchas 
veces hemos llegado a entendimientos, a acuerdos, 
en esta Legislatura y en anteriores. Quizá el más 
importante de ellos fue el de la ley de Ancap. Ahora 
bien, la cuestión es que el Senador Couriel y yo nos 
hemos podido entender y quienes integramos las dis- 
tintas Comisiones hemos trasladado las ideas a nues- 
tro partido y este nos ha respaldado; pero resulta que 
el señor Senador Couriel no ha podido convencer al 
suyo. Y en eso venimos desde antes de que el Fren- 
te Amplio fuera Gobierno. Mucho me temo entonces 
que es una lucha que va a terminar siempre con el 
mismo fin de película. 


Más aún, en determinado momento, cuando habla 
de las diferencias, de los acuerdos, de los entendi- 
mientos y de la mejora en las relaciones, el Senador 
Couriel nos dice que para eso está el Parlamento. 
¡Bueno, me sorprende!, porque para eso estaba el 
Parlamento. El Parlamento no está más para eso des- 
de hace siete años. Hoy el país tiene una fuerza polí- 
tica llamada Frente Amplio que lo gobierna, que logró 
la bendición de la ciudadanía que le otorgó la mayoría 
parlamentaria de manera que se puede mover con 
absoluta comodidad, pero sucede que en el ejercicio 
de esa mayoría parlamentaria tiene debates internos 
de tal profundidad que obligan a sus integrantes a 
una negociación permanente con las fuerzas sindica- 
les que terminan sin espacio suficiente para negociar 
con la oposición. 


Desde el 1.2 de marzo de 2005 —fecha en que asu- 
mió por primera vez el Gobierno Nacional el Frente 
Amplio— hasta el presente no se ha negociado un solo 
proyecto de ley de importancia para la vida del país en 
el que las recíprocas concesiones —-como expresa el 
Código Civil- permitieran arribar a transacciones en 
función de las cuales pudiéramos decir: “Este es un 
proyecto de ley producto del consenso nacional que 
se necesita para los grandes temas”. ¡Y vaya si este 
es un tema que necesita un gran consenso nacional! 
Se ha dicho que este es un proyecto, por lo menos, 
a veinte años. Creo que no sería osado afirmar que 
seguramente en el transcurso de los próximos veinte 
años las mayorías van a ir cambiando. Tengo la impre- 
sión y la convicción de que van a cambiar dentro de 
un año y poco, y ojalá que así sea por el bien del país. 


Asumamos una posición más objetiva. 
SEÑOR RUBIO.- ¡Más realista! 


SEÑOR GALLINAL.- No, más objetiva. No tenga 
ninguna duda, señor Senador, de que la realidad es la 
que estoy diciendo: las mayorías parlamentarias van 
a cambiar, como lo han hecho históricamente por- 
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que, por suerte, todavía vivimos en una democracia 
y la democracia reposa sobre la rotación de los parti- 
dos en el Gobierno. Ahora, si alguien tiene la sober- 
bia de decirme que no soy realista porque creo que 
en los próximos veinte años va a haber cambios, yo 
le contesto: imuy bien, manéjese con esa realidad! 
Creo que soy un poco más objetivo si digo que van a 
cambiar las mayorías en este país y, sin afirmar quién 
asumirá, agrego que va a cambiar el Poder Ejecutivo. 
Hay algunos que quieren que esto no cambie pero, en 
realidad, están ayudando a que cambie, y empujan y 
empujan. ¡Y bienvenido sea!, porque las elecciones se 
ganan por dos razones: por los errores ajenos y por los 
aciertos propios. Creo que errores ajenos ya tenemos 
suficientes y los aciertos propios los iremos acentuan- 
do con el transcurso del tiempo. Me han sacado del 
tema, así que volvamos al original. 


Si el tema de la minería de gran porte tiene que 
ver con los próximos treinta años del país, pregunto: 
¿no necesita de un gran acuerdo nacional que nos 
asegure que, más allá de quien sea el Gobierno, va 
a haber una política claramente definida que genere 
certidumbres y en función de la cual propios y extra- 
ños —pero sobre todo propios- sepan lo que va a pasar 
en el Uruguay? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¡Totalmente! 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero referirme a algo que 
me ha tocado muy fuerte en estos últimos tiempos y 
seguramente lo mismo le habrá sucedido al Gobier- 
no, pero antes voy a concluir mi razonamiento para a 
continuación pasar a explicar lo otro. Estoy seguro de 
que si el Frente Amplio estuviera en la oposición sería 
un acérrimo detractor de una idea de estas caracte- 
rísticas. ¡No tengo la más mínima duda de que esto es 
así! Repito: ino tengo la más mínima duda! Pero, más 
allá de estar en el Gobierno o en la oposición —y creo 
que van a coincidir tanto quienes están a favor como 
los que están en contra del proyecto de ley-, quien 
haya recorrido el país en los últimos años —como ne- 
cesariamente tenemos que hacerlo, por obligación y 
por convicción—, quien haya conversado con la gente 
y haya estado en las zonas de mayor desarrollo de la 
minería de gran porte, seguramente se habrá encon- 
trado con distintas opiniones. Por un lado, con una 
opinión pública crítica, negativa y, por otro, con algu- 
nos sectores que están a favor de la iniciativa pero en 
ambos casos está claro que la incorporación de una 
actividad de esta naturaleza en el Uruguay significa 
romper con su idiosincrasia y que si no se hacen las 
cosas bien se puede poner en riesgo lo que fue la base 
natural, fermental y fundamental del crecimiento 
nacional durante toda su historia. Permanentemente 
hemos tenido esa percepción. Entonces, ¿a qué con- 
clusión debe llegar el gobernante? ¿A que tiene que 
hacer lo que indica la campana que suena más fuer- 
te, que es lo mismo que decir que tiene que guiarse 
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por lo que dicen las encuestas? O, por el contrario, si 
verdaderamente está convencido de que es necesario 
introducir esta actividad “como mucha gente puede 
legítimamente estarlo—, ¿no sería necesario, primero, 
un gran acuerdo nacional que establezca reglas de 
juego claras para los próximos veinte o treinta años y, 
segundo, un apuntalamiento muy fuerte de los con- 
ceptos y bases en función de los cuales se va a llevar 
adelante este proyecto que significa un cambio en la 
cultura nacional, sobre todo en la de quienes viven 
en las zonas que se pueden ver afectadas positiva o 
negativamente por un hecho de esta naturaleza? A 
quienes vimos, simplemente desde lo mediático, lo 
que significan en otros países los cráteres y los pozos 
que se forman, nos da suficiente trigo como para de- 
cir -como lo señalábamos antes de que lo estudiára- 
mos aquí- que se debe trabajar mucho desde el pun- 
to de vista conceptual a nivel de nuestra población 
para convencernos de que es el camino correcto y 
que se van a cuidar los elementos más importantes 
del medioambiente y de las fuerzas productivas na- 
cionales. No se puede introducir a fórceps una defi- 
nición de estas características como al final termina 
sucediendo. 


Finalizo el relato de cómo empezó todo esto. El 
Gobierno un día dijo que iba a recorrer este camino y 
desde distintas filas —especialmente desde el Partido 
Nacional- empezaron las voces de alerta, de preocu- 
pación, de denuncia. Por ello se vio obligado a abrir 
la puerta a una mesa de negociación, pero no se llegó 
a los acuerdos necesarios y cuando aparecieron los 
cuestionamientos y las críticas, creo que el Gobier- 
no razonó que si se metía en esto no debía hacerlo 
solo y más valía estar acompañado, no ya por razo- 
nes culturales, sino por razones político-electorales. 
Entonces, ¡ahora asúmanlo!: se van a meter solos, 
por lo que al menos deberían tomarse en cuenta los 
cuestionamientos a los que se refirió el señor Sena- 
dor Abreu, entre los cuales hay algunos de carácter 
constitucional. 


SEÑOR ABREU.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GALLINAL.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Quiero agregar que este tema 
viene de una época anterior: de cuando en el año 
2011 se modificó erróneamente el Código de Minería. 
La discusión comienza cuando se cambian los plazos 
de concesión para la prospección. Quienes conocen 
el tema saben que hay tres clases de categorías mi- 
neras: l, Il y III. La Clase Il es la que debería ha- 
ber utilizado el Estado en su momento en un tema 
que tiene muchos años de estudio. Incluso, existe 
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un mapa geológico elaborado por un grupo técnico 
asesor de minería de hierro que hace muchos años 
que viene estudiando esta cuestión. Pero el Estado, 
en esta oportunidad el Gobierno, que siempre ha sido 
defensor de la soberanía, debió haber dicho que era 
reserva nacional y que en caso de llegarse a la explo- 
tación se haría por licitación. 


Como dije, esta situación se arrastra de 2011. El 
Código de Minería salta de concesión a prospección 
en tiempos en que la tecnología avanza y las multi- 
nacionales aplican una estrategia de carácter com- 
plementario, y extiende el plazo llevándolo a 12 años 
cuando, en realidad, debió acortarlo. Y esto es lo que 
nos lleva a sostener que política y jurídicamente este 
tema tiene nombre y apellido. El establecimiento de 
un plazo de 12 años en materia de prospección es 
para que las diez o doce grandes multinacionales con- 
tinúen aplicando sus estrategias: no explotar en for- 
ma simultánea la minería de un país sino que se van 
rotando en función de los tiempos que les brindan 
las distintas legislaciones nacionales. Entonces, como 
hay gente que se pregunta cómo sucede esto, quiero 
decir que acá hay claras inconstitucionalidades. 


El artículo 103 del Código de Minería habla de un 
máximo de 500 hectáreas; sin embargo, el artículo 
99 establece hasta dos concesiones de 500 hectáreas 
por sujeto de derecho, es decir, 1.000 hectáreas. Lue- 
go señala que el Poder Ejecutivo podrá autorizar más 
superficie según el tipo de explotación. Ahora bien, 
¿cuál es el plazo: nueve, diez o veinte años? No se 
sabe. Sin embargo, en la reforma del año 2011 —como 
los señores Senadores recordarán, nosotros votamos 
en contra de esta ley- se extienden los plazos del per- 
miso de prospección de tres a seis años y sin límite; el 
Poder Ejecutivo no tiene razón fundada para hacerlo. 
Además, si se pide un permiso de prospección para 
un mineral y se produce el hallazgo de otro durante la 
búsqueda, amparándose en este tema se puede llegar 
hasta los doce años. No hay justificación para que el 
Poder Ejecutivo autorice el permiso de prospección 
superando el límite de doscientas mil hectáreas. 


En el Código de Minería había una cláusula que 
establecía que nunca se podía extender el plazo ini- 
cial para la prospección o la exploración por más de 
seis meses, pero esto se derogó. Ahora se extendieron 
la superficie y los plazos; además, el Poder Ejecuti- 
vo tiene derecho —esto está vigente desde 1999- a 
otorgar una concesión de superficie mayor a 1.000 
hectáreas en todo el territorio nacional. ¿Cuáles son 
los requisitos que establece el proyecto de megami- 
nería para tener derecho a una superficie mayor de 
1.000 hectáreas, que es lo que establece el Código 
de Minería en los artículos 103 y 99? Que se ocupe 
una superficie mayor a 400 hectáreas; que se haga 
una inversión superior a equis valor y que, cuando se 
obtenga una renta, esta supere determinado monto. 
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Por lo tanto, si se presenta alguien y dice que quiere 
hacer una explotación de 800 hectáreas o de 2.500 
hectáreas, según lo que establece la ley el Poder Eje- 
cutivo debería otorgarle el permiso correspondiente, 
es decir, como esta es una ley de megaminería, el em- 
prendimiento queda exceptuado del límite que fija el 
artículo 103 del Código de Minería. No existe otro 
límite ni se trata de que se duplique o se triplique la 
superficie, sino que hasta podría abarcar la mitad del 
Uruguay. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se acaba el tiempo de 
que dispone el orador. 


SEÑOR ABREU.- ¿Me permite una nueva inte- 
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rrupción, señor Senador? 
SEÑOR GALLINAL.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- No hay detalles sobre cuál es 
el alcance de estos temas. Quiero hacer hincapié en 
esto —-que se explicó en oportunidad de la reforma del 
año 2011, ahora también y se pidió asesoramiento- 
para que quede claro que las excepciones que existen 
en la contraprestación del Estado son taxativas. En 
el Código de Minería se establecen los beneficios fis- 
cales, el compromiso de construir obras públicas y el 
mantenimiento de un sistema. Si bien el Estado está 
obligado con cualquier emprendimiento, me parece 
que hoy, por ley, está obligado a otorgar a Aratirí 1.000 
hectáreas. Si alguien tiene permiso de exploración y 
de prospección, tiene derecho a 1.000 hectáreas en 
todo el territorio nacional, pero solo a eso. Sin em- 
bargo, ahora van a darle de 6 a 12.000 hectáreas a 
una empresa para que luego de su prospección pueda 
sacar todo el yacimiento que existe debajo porque no 
va a haber límite. 


Además, es indiscutible que no se sabe -ya que 
estamos hablando en términos económicos y los eco- 
nomistas se llenan de costo-beneficio—- cuál es el pre- 
cio hasta que no se explora o no se concursa; puede 
haber un precio de mercado si se llama a licitación 
pública internacional con un pliego de licitaciones y 
aparecer, por ejemplo, cinco empresas y la que ofrez- 
ca más es la que establece el precio del mercado. Esto 
viola el principio de igualdad del artículo 8.* de la 
Constitución. ¿Por qué motivo un sujeto de derecho 
va a tener la gracia de la Administración de superar la 
superficie techo que tienen todos los sistemas regalis- 
tas que, en todos los casos, tienen un límite máximo 
de concesión? ¿Por qué un sujeto de derecho va a 
beneficiarse con la obtención de una superficie ma- 
yor? ¿Por qué va a beneficiarse de una negociación 
privada entre el Estado y él para otorgarle beneficios 
tributarios, el congelamiento de la carta tributaria y 
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el compromiso de las obras públicas? Que Aratirí tie- 
ne derecho a 1.000 hectáreas —-como cualquier otra—, 
está bien; pero vamos a ver si es la que paga más 
porque ahora lo único que va a abonar son el Im- 
puesto a la Renta y el Canon de Producción. No me 
queda claro a quién le paga esta empresa, a la que 
le adjudico un destino manifiesto; no sé si le paga al 
superficiario, si el dinero va para el Estado o si deja 
de pagarle al deudor. Creo que deja de pagar porque 
no tenemos el precio. 


Quiere decir que primero nos encontramos con 
que se viola el principio de igualdad y ahora nada me- 
nos que el artículo 33 del Tocaf, que es el principio de 
Derecho Administrativo básico que el propio profesor 
Cajarville desarrollaba en la base del artículo 72 de la 
Constitución de la República, con respecto a los de- 
rechos inherentes a la persona humana derivados de 
la forma republicana de gobierno. Estas reglas tienen 
rango constitucional pero no legal, porque la fuente es 
constitucional. Entonces, ¿qué pasa acá? El adminis- 
trador no puede contratar sin un procedimiento obje- 
tivo, salvo escasísimas excepciones. Cuando el Esta- 
do contrata, el procedimiento es de selección objetiva 
para que se beneficie al Estado y no al particular. Es 
la única forma que tiene el Estado para saber cuál es 
la mejor oferta, cómo lograr la transparencia, evitar la 
corrupción y equiparar a todos los interesados. 


El artículo 33 es clarísimo, señora Presidenta, 
pues establece que, directamente o por el procedi- 
miento que el ordenador determina por razones de 
buena administración, si se quiere comprar o ingre- 
sar en una discrecionalidad no hay otro límite que la 
ley, que obliga a presentarse a licitación. Quiere decir 
que la regla general de los que seguimos pensando 
que el sistema republicano de gobierno está vigente 
—no me refiero a la democracia, que es otro aspecto 
vinculado a veces a interpretaciones directas de lo 
que es la legitimidad en la elección de un Presiden- 
te- es que el administrador y el Estado no pueden 
contratar discrecionalmente, no pueden elegir a su 
contraparte. Por lo tanto, acá se violan el principio 
de igualdad, el principio de igualdad de los oferentes 
y el Tocaf. 


Mi conclusión —y no interrumpo más al señor Se- 
nador Gallinal porque ya ha tenido demasiada ama- 
bilidad conmigo- es que este proyecto tiene nombre 
y apellido. Además, es una propuesta jurídica, cons- 
titucional y productiva ajena a la realidad del país. El 
Uruguay posee tierras privilegiadas en el mundo para 
producir alimentos y sus reservas minerales, que son 
pequeñas y de pobre concentración, van a ser el pre- 
cio al que se entrega la soberanía al impulso del Es- 
tado de comprometerse con una empresa y un grupo 
de grandes transnacionales que se nos van a llevar no 
solo la soberanía nacional sino también el estilo de 
vida de la familia rural uruguaya. 
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Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Saludamos a los alum- 
nos, alumnas y profesores de 5. y 6.” año de la 
EduSchool que nos visitan. 


Antes de que el señor Senador Gallinal continúe 
con el uso de la palabra, debemos votar la prórroga 
del tiempo de que dispone. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Puede continuar el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señora Presidenta: simple- 
mente quiero hacer dos puntualizaciones finales. 


En primer lugar, señalo que lamentablemente 
desde el 1. de marzo de 2005 hasta hoy, se ha hecho 
casi imposible hablar de acuerdos y de grandes enten- 
dimientos nacionales. 


Cuando se inició esta Legislatura y asumió el ac- 
tual Presidente, los partidos políticos nos pusimos de 
acuerdo en cuatro grandes áreas temáticas, tres de 
ellas fracasaron en la implementación que le quiso 
dar el Gobierno, pero básicamente en los acuerdos, 
porque no existió la más mínima disposición que se 
expuso inicialmente a llegar efectivamente a un en- 
tendimiento. El último acuerdo que quedaba pen- 
diente era el de la energía y, lamentablemente, a raíz 
de la última decisión adoptada por el Gobierno en 
materia de regasificación, hoy también ha caído. 


Finalmente, señora Presidenta, quiero mencionar 
que hoy en Sala se dijo algo a propósito de otras cir- 
cunstancias políticas y lo cierto es que nosotros tene- 
mos diferencias con el Gobierno en materia de exone- 
raciones. Hace poco tiempo el señor Senador Lacalle 
Herrera solicitó expresamente hacer una exposición 
en Sala y, gracias a ella, mucha gente se enteró de 
algo que no sabía. Básicamente, pudieron conocer- 
se las sorpresivas exoneraciones que ha ido dando el 
Poder Ejecutivo durante todos estos años, en uso de 
las distintas leyes que le atribuían la facultad a tra- 
vés del Ministerio de Economía y Finanzas, a secto- 
res que no necesitan exoneraciones o subsidios para 
cobrar mayor impulso, puesto que lo han hecho por 
derecho propio. Sin embargo, la larga lista que se nos 
presentó en aquella oportunidad aún hoy no termina 
de sorprendernos. Además, ahora se agrega —por la 
información que nos llega y va tomando visos de ofi- 
cial- que se amenaza con el mantenimiento o no de 
las exoneraciones en función de cómo se comporten 
quienes las reciben con respecto al Gobierno, como 
si esto fuera una dádiva. Se supone que cuando un 
país otorga exoneraciones lo hace no tanto en benefi- 
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cio del que las recibe —-que seguramente las necesita 
para poder desarrollar esa actividad- sino del país y 
de su población. Cuando un Ministro de Economía y 
Finanzas o algún integrante del Gobierno amenaza 
con la posibilidad de dejar sin efecto las exoneracio- 
nes, primero considera que tiene la superpotestad de 
otorgarlas graciosamente; segundo, entiende que es 
una dádiva; y tercero, no cree que esto sea un benefi- 
cio para el país. En consecuencia, las exoneraciones 
a que refieren estas leyes nos generan incertidumbre 
que es lo peor que puede generar una ley- y preocu- 
pación. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el 
miembro informante. 


SEÑOR CLAVIJO.- Señora Presidenta: hasta aho- 
ra varios señores Senadores han tenido la intención 
de discutir el Acuerdo y creo que no podemos caer en 
esa tentación. No me parece conveniente discutir el 
Acuerdo de un Gobierno que ha tenido la caracterís- 
tica y la valentía de ser diferente y haber convocado a 
todos los partidos políticos a discutir los temas estra- 
tégicos e importantes, tales como la educación y las 
políticas energéticas. 


También se ha logrado un Acuerdo con respecto a 
este fenómeno que el Parlamento analiza tarde por- 
que ya existe Minería de Gran Porte en el país, por lo 
que estamos legislando ante un hecho consumado. El 
señor Presidente ha tenido visión y ha pensado en el 
país que tendremos dentro de veinte o treinta años 
y esto, sin duda, es algo bastante diferente a lo que 
nos sucede a los actores políticos —entre los que nos 
incluimos- que en nuestro imaginario consideramos 
un período de cinco años. 


Me interesa destacar no solo la convocatoria a los 
partidos políticos para discutir estos temas, sino tam- 
bién la intención de facilitar la participación de las 
minorías en el gobierno y el contralor. Creo que la 
disposición del Poder Ejecutivo y del señor Presidente 
ha sido muy distinta a lo que veníamos experimen- 
tando. Para justificar la oposición a este proyecto de 
ley podemos venir aquí y hablar de cómo esta activi- 
dad va a expulsar a los habitantes del medio rural. 
Esa ha sido una de las consignas baratas que se han 
levantado aquí, pero venimos de cincuenta años de 
estancamiento del país productivo. Históricamente, 
el pequeño productor rural ha tenido que trasladarse 
a los cinturones de las ciudades y, en particular, de 
Montevideo. 


Asimismo, se puede especular con las intenciona- 
lidades políticas y parece que esto puede hacerse de 
un lado pero no del otro. ¿Qué pasa si decimos que la 
especulación política que se está haciendo y el cues- 
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tionamiento del Acuerdo solo tienen una intenciona- 
lidad electoral? Tengo el derecho de decirlo porque la 
oposición también ha podido objetar nuestra inten- 
cionalidad y discriminarnos. Sin embargo, lo que pre- 
ocupa es lo relativo a las mayorías circunstanciales. 
¿A qué se le llama “mayoría circunstancial”? Las ma- 
yorías son mayorías y tienen la responsabilidad de go- 
bernar. Se podrá buscar acuerdos, pero llega un mo- 
mento en que hay que definir y, en esa instancia, sin 
lugar a dudas esta fuerza política discute. Nos cuesta 
procesar intensamente los temas y acordar pero, una 
vez que lo logramos, salimos unidos. Creo que ese 
tema importa mucho cuando se mira el proyecto de 
país con especulaciones que no conducen a nada. Me 
parece que en estos tres días la discusión se dio por 
ese lado y lamentamos que no se haya focalizado en 
lo que verdaderamente importa, que es el proyecto 
de ley que tenemos sobre la mesa. Sin lugar a dudas, 
esta iniciativa va a aportar para tener un país diferen- 
te, con generación de conocimiento, desarrollo de la 
tecnología y trabajo. 


En consecuencia, estamos convencidos de que va- 
mos a aprobar un proyecto de ley que da garantías 
en lo ambiental, lo social y lo económico, así como 
también en algo que no se discutió, que es el tema 
de la gobernanza. Hay que tener en cuenta que es la 
primera vez que una actividad tiene este instrumento 
por ley y, gracias a ello, podremos desarrollar los pa- 
sos siguientes para generar valor agregado y trabajo. 


Interpretando el sentir de mi Bancada, quiero de- 
cir que votamos convencidos y somos conscientes de 
que este no es el fin sino el comienzo de una discu- 
sión que tenemos que realizar transversalmente, no 
solo a nivel político sino también social. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-16 en 28. Afirmativa. 


SEÑOR HEBER.- Solicito que se rectifique la vo- 
tación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar nueva- 
mente en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-16 en 30. Afirmativa. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Pido la palabra 
para fundar el voto. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señora Presiden- 
ta: quisiéramos fundar nuestro voto a favor de este 
proyecto de ley en base a cuatro o cinco aspectos. 


En primer lugar, creo que hay acuerdo o sintonía 
en varios señores Senadores en que la matriz produc- 
tiva del país tiene que encarar, en su desarrollo, la 
megaminería de gran porte, que deberá ser diseña- 
da de la mejor manera posible, en beneficio del país. 
Sería deseable que los acuerdos, que hoy no hubo, 
puedan seguir trabajándose para transformar esto en 
lo que todos desearíamos, es decir, una política de 
Estado, si es que resulta verdadero y sincero el obje- 
tivo del espectro político, más allá del pesimismo que 
algún miembro del Cuerpo ha manifestado. 


En segundo término, sin ninguna duda este pro- 
yecto de ley mejora la vieja ley de minería. Ya se ha 
manifestado que este es un instrumento mejor que el 
que teníamos. 


En tercer lugar, sin desconocer que pueden existir 
sectores muy puntuales de la sociedad que se sien- 
tan perjudicados y, por lo tanto, están en su derecho 
de hacer conocer su reclamo con el respeto debido, 
creemos que los hechos van a demostrar que esos 
perjuicios aparentes van a ser superados. 


Y, por último, hay aspectos -que han sido plantea- 
dos con criterio por el señor Senador López Goldara- 
cena-— que, sin duda, en la próxima etapa de discusión 
en la Cámara de Representantes, por lo menos, van a 
seguir siendo analizados a los efectos de mejorar este 
proyecto de ley. 


Estos son los motivos por los cuales votamos con- 
vencidos de esta iniciativa. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Señora Presidenta: tuvimos 
la oportunidad de expresar nuestra posición con re- 
lación a este proyecto de ley. Igualmente, queremos 
volver a mencionar algunos temas que hacen que vo- 
temos en contra de esta iniciativa. 


Estamos convencidos de que la minería es contra- 
ria al país natural, al desarrollo sustentable de nues- 
tro trabajo. Estamos convencidos de que la minería 
no respeta al medioambiente y, además, es excluyen- 
te e incompatible con la actividad agropecuaria y, por 
lo tanto, con la gente que habita en esos escenarios. 
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A su vez —en el día de hoy creo que ya se mencio- 
nó-, esta futura ley tiene circunstanciales mínimas 
mayorías políticas y no concita el consenso social de 
la población. Me atrevería a decir que tuvo el res- 
paldo de quince votos y medio y no llega a tener los 
dieciséis votos requeridos para su aprobación. 


Asimismo, en la última sesión dijimos que estába- 
mos convencidos de que este proyecto de ley no mira 
mucho más allá del interés económico. Esta iniciativa 
desconoce el artículo 47 de la Constitución y viola las 
autonomías municipales. De esto algo conozco y, pro- 
bablemente, este sea el inicio de movimientos a nivel 
de los Gobiernos Departamentales. 


Para terminar, quiero decir hoy en Sala que este 
tema va a seguir en la opinión pública y en los ámbitos 
de gobierno, probablemente nacionales, pero mucho 
más en los ámbitos de Gobiernos Departamentales. 


Muchas gracias. 
(Desorden en la Barra). 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia comu- 
nica a quienes están en la Barra que no se puede ha- 
cer manifestaciones de ningún tipo y que, si se insiste 
en ello, va a tener que ordenar su desalojo. 


(Campana de orden). 

—Procédase a desalojar la Barra. 

Se interrumpe brevemente la sesión. 
(Así se hace). 

—Retomamos la sesión. 


Los señores Senadores tienen en sus Bancas 21 
hojas que refieren a modificaciones en el articulado. 


SEÑOR CLAVIJO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador Clavijo para hacer una propuesta sobre 
la votación. 


SEÑOR CLAVIJO.- Señora Presidenta: propongo 
que se suprima la lectura del articulado y se vote en 
bloque, desglosando los siguientes artículos. En el 
Capítulo II, Plan de cierre de minas, los artículos 11, 
13, 18, 19, 20 y 21; en el Capítulo III, Del contrato de 
concesión de explotación, los artículos 25, 30 y 35; en 
el Capítulo IV, Régimen tributario, se votarían todos 
sus artículos en bloque; en el Capítulo V, Ingresos del 
Estado, el artículo 46. Por otro lado, se crea el Capítu- 
lo VII, Del canon y derechos de los superficiarios, en 
el que solicitamos el desglose de los artículos 64, 67 y 
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68. También se crea un Capítulo VIII, Otras disposi- 
ciones, que contiene los artículos 56, 57, 58, 69, 70, 
71 y 72. El resto de los artículos —es decir, desde el 
59 al 68- están incluidos dentro del Capítulo VII que 
mencionamos antes. El Capítulo VIII del proyecto de 
ley original, pasa a ser el Capítulo IX y el antiguo IX 
pasa a ser el X. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora Presidenta: 
hemos entregado a la Secretaría un listado con los 
artículos que no vamos a votar y que solicitamos se 
desglosen. Ellos son los artículos 3.”, 4.?, 7.*, 11, 13, 
24, 25, 26, 29, 30, 31, 33, 35, 36, 37, 39, 40, 48, 
49, 64, 65, 66 y 80. Algunos artículos están repetidos 
en la lista de artículos desglosados que mencionó el 
señor miembro informante. 


De modo que solicitamos que se desglosen estos 
artículos para que se voten por separado. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: solicito se 
agregue el artículo 22 a la lista que dio el señor Se- 
nador Clavijo. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: además de 
los artículos que hemos presentado como sustitutivos 
y que seguramente fueron incluidos por la Mesa en la 
lista de artículos que se van a votar desglosados, soli- 
citamos que se desglosen los Capítulos V y VI. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase por Secretaría la 
lista de los artículos cuyo desglose se ha solicitado 
para que todos los señores Senadores tengan claro 
cuáles son. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- Los artículos desglosados son los siguientes: en 
el Capítulo I, los artículos 3.”, 4.* y 7.*; en el Capítu- 
lo II, los artículos 11, 13, 18, 19, 20, 21 y 22; en el 
Capítulo III, los artículos 24, 25, 26, 29, 30, 31, 33, 
35, 36 y 37; en el Capítulo IV, los artículos 39 y 40; 
los Capítulos V y VI se desglosan en su totalidad; en 
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el Capítulo VII, los artículos 64, 65, 66, 67 y 68; en 
el Capítulo VIII no hay artículos desglosados, y en el 
Capítulo IX, el artículo 80. 

SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Pienso que lo mejor sería ir 
por Capítulo. En cada uno de ellos la Mesa diría qué 
artículos están desglosados y luego votaríamos. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Se va votar si se sigue 
el criterio de votación señalado antes, suprimiendo 
la lectura de los artículos y desglosando los artículos 
solicitados. 

(Se vota:) 

22 en 23. Afirmativa. 

Si hay acuerdo en votar por Capítulos, empezaría- 
mos por considerar el Capítulo Í sin los artículos 3.*, 
4.2 y 7.2. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

21 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3.". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 4.". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa 

En consideración el artículo 7.*. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: se puede, 
naturalmente, hablar de cada uno de los artículos 
pero no para demorar la discusión. Nosotros presen- 
tamos un artículo aditivo —el artículo 7.*- haciendo 
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expresa salvedad de que la minería de gran porte de- 
berá localizarse en la subcategoría “rural productiva” 
y no “rural natural”. Queremos decirlo, porque los 
señores Senadores que están votando el artículo tal 
cual viene de Comisión están descartando el artículo 
aditivo que hemos presentado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la página 21 tene- 
mos un artículo 7.* sustitutivo. 


Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Art. 7.%: Las actividades mineras de gran por- 
te deberán localizarse en suelo categorizado rural de 
conformidad con la Ley n.” 18.308 artículo 31 literal 
a) del 18 de junio del año 2008». Firman los señores 
Senadores Heber y Bordaberty. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar, en primer término, el artículo 
7.2 tal como viene de Comisión. 


(Se vota:) 
-16 en 24. Afirmativa. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señora Presidenta: no entendí 
cuál era el sentido del artículo sustitutivo planteado, 
que refiere específicamente al literal a) de ese artículo 
relativo al suelo productivo. El asunto es que si acom- 
pañábamos eso, no votábamos que el resto de la Ley 
de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible 
regiría para todo lo relativo a la minería de gran porte. 
Entonces, como estaba dentro del proyecto de ley sobre 
minería de gran porte, creo que voté el sustitutivo pero 
dentro de un concepto más general, que es el de la Ley 
de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. 


Por eso voté así. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la página 20 hay un 
artículo aditivo que se corresponde con el artículo 
7.2. ¿Es así, señor Senador Heber? 


SEÑOR HEBER.- No, señora Presidenta, se tra- 
ta de un artículo aditivo que hace al numeral 7 del 
Acuerdo Multipartidario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, lo dejamos 
para el final de la votación. 
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En consideración el Capítulo II, artículos 12, 14, 
15, 16 y 17. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se vota:) 
-21 en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 11, que tiene un 
aditivo en la página 1, presentado por los señores 
Senadores Martínez, Couriel, Clavijo, Michelini y 
Antognazza. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- En la medida en que las 
hojas han sido repartidas, con solo indicar su número 
ya es suficiente para votar, en primer lugar, el artículo 
aprobado en Comisión y, en segundo término, el 
sustitutivo. Digo esto porque la idea es suprimir la 
lectura y agilizar el trámite. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si hay acuerdo, así se 
hará, señor Senador. 


Se va a votar el artículo 11, con el texto venido de 
la Comisión. 


(Se vota:) 

—0 en 22. Negativa. 

Se va a votar el artículo 11 aditivo de la página 1. 
(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 13, que tiene un sus- 
titutivo en la página 2. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Quería dejar constancia 
de que para este sustitutivo de la página 2 estamos 
proponiendo el siguiente acápite: “El titular del pro- 
yecto de Minería de Gran Porte presentará el Plan de 
Cierre de Minas al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería y al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, como parte integran- 
te de los documentos del proyecto, a efectos de su 
aprobación en el marco del procedimiento, de auto- 
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rización ambiental, o concesión para explotar, que 
corresponda”. 


Se trata de pequeñas correcciones en el acápite 
del artículo que figura en la página 2. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 13 con el texto veni- 
do de la Comisión. 


(Se vota:) 
—0 en 22. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el ar- 
tículo 13 con el texto de la página 2 y las correcciones 
propuestas por el señor Senador Michelini. 


(Se vota:) 
-16 en 22. Afirmativa. 


En consideración el artículo 18, que presenta un 
sustitutivo en la página 3. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- En el literal C) del artículo 
18 se agrega después de la palabra “actividades”, la 
expresión “estrictamente mineras”. De ese modo, el 
literal C) quedaría: “La recomposición de los daños al 
ambiente y otros daños y perjuicios derivados de las 
actividades estrictamente mineras y conexas”. 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 18 con el texto veni- 
do de Comisión. 


(Se vota:) 
—0 en 23. Negativa. 


En consideración el artículo18, con el texto de la 
página 3 y las correcciones propuestas por el señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- No entiendo la correc- 
ción que se quiere introducir y que modifica el texto 
para que diga “actividades estrictamente mineras y 
conexas”. Si las actividades son estrictamente mine- 
ras, entonces, no pueden ser también conexas; pare- 
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cería ser un contrasentido. Recién en este momento 
me entero del cambio y me gustaría que me lo expli- 
caran. 


En un principio íbamos a votar este artículo antes 
de que se introdujeran los cambios, pero parecería 
que se ha introducido una limitación. Quiero desta- 
car que estamos hablando de la recomposición de los 
daños al ambiente; por tanto, creo que toda actividad 
conexa, vinculada con las mineras y no solo con las 
estrictamente mineras producidas por la minería de 
gran porte, debería estar implicada en la recomposi- 
ción de los daños al ambiente. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- De repente se podría po- 
ner “estrictamente mineras y conexas a la misma”, 
para que se entienda mejor. Aquí de lo que se trata 
es de conformar una garantía con respecto al tema 
medioambiental; estamos hablando de los compro- 
misos del plan de cierre, del fiel cumplimiento de 
obligaciones y de los perjuicios derivados de las acti- 
vidades estrictamente mineras y conexas a la misma. 
Pero si, por ejemplo, la empresa tiene una oficina en 
el centro o en otro punto de Montevideo, de repente 
tendrá los seguros o las garantías con respecto a otro 
tipo de accidentes, pero no hay que agregar a las 
garantías vinculadas al cierre de obra aspectos rela- 
cionados con oficinas que no tienen que ver direc- 
tamente con la minería o con actividades conexas 
a la misma. Lo mismo ocurre con los automóviles, 
ya que estos tendrán un seguro cuando circulan 
por las rutas, pero eso no tiene nada que ver con la 
conformación de la garantía global. Si no se pusiera 
así, podría llamar a confusión y se estaría pidiendo 
una garantía no vinculada al cierre sino a todo daño 
medioambiental, aunque no tenga una relación es- 
tricta con la minería o con actividades conexas a la 
misma. Creo que, en definitiva, habría que agregar 
“conexas a la misma”. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero aclarar que no 
vamos a votar este artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa solicita al se- 
ñor Senador Michelini que dé lectura al literal C) con 
la redacción propuesta. 


SEÑOR MICHELINI.- El literal C) quedaría re- 
dactado de la siguiente forma: “La recomposición 
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de los daños al ambiente y otros daños y perjuicios 
derivados de las actividades estrictamente mineras y 
conexas a la misma”. 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 18, con el texto sus- 
titutivo de la página 3 y las correcciones propuestas 
por el señor Senador Michelini. 


(Se vota:) 
-16 en 23. Afirmativa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- No he votado esta modi- 
ficación de último momento porque entendemos que 
el artículo, tal cual estaba redactado inicialmente, era 
bien claro, ya que hablaba de constituir una garan- 
tía por la recomposición de los daños al ambiente. 
Obviamente, se hace referencia a todos los daños al 
ambiente que el titular del proyecto de minería de 
gran porte pudiera ocasionar. Si los daños se ocasio- 
nan con la actividad minera, tienen que repararse, y 
si son causados por otro tipo de actividad, también 
tienen que repararse y el titular debe constituir ga- 
rantía. Creo que no hay que limitar el artículo que, tal 
como estaba inicialmente, era correcto. 


Por otra parte, en el último inciso se otorga otro 
beneficio que es permitir que la garantía se vaya 
constituyendo en forma progresiva y previa, con lo 
cual el asunto se hace más engorroso aún. 


Por esas razones no hemos votado este artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el ar- 
tículo 19, que en la página 4 tiene un sustitutivo fir- 
mado por los señores Senadores Antognazza, Couriel, 
Martínez, Clavijo y Michelini. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
—0 en 24. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo sustitutivo que figura en la página 4. 


(Se vota:) 


20 en 24. Afirmativa. 
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En consideración el artículo 20, que tiene un 
sustitutivo en la página 5, firmado por los señores 
Senadores Antognazza, Couriel, Martínez, Clavijo y 
Michelini. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 20 con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
—0 en 24. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo sustitutivo que figura en la página 5. 


(Se vota:) 

-16 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 21, que tiene un 
sustitutivo en la página 6, firmado por los señores 
Senadores Antognazza, Couriel, Martínez, Clavijo y 


Michelini. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 21 con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
—0 en 24. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo sustitutivo que figura en la página 6. 


(Se vota:) 

-16 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 22, que es el último 
desglosado del Capítulo II. Este artículo tiene un 
sustitutivo en la página 7, firmado por los señores 
Senadores Antognazza, Couriel, Martínez, Clavijo y 


Michelini. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 22 con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
—0 en 24. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo sustitutivo que figura en la página 7. 


(Se vota:) 
-16 en 24. Afirmativa. 


En consideración el Capítulo III. 
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Si no se hace uso de la palabra, se van a votar en 
bloque los artículos 23, 28, 32, 34 y 38. 


(Se votan:) 

-20 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 24. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 25, que tiene un 
sustitutivo en la página 8, firmado por los señores 
Senadores Antognazza, Couriel, Martínez, Clavijo y 
Michelini. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 25 con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
—0 en 23. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
sustitutivo que figura en la página 8. 


(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 26. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 29. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 30, que tiene un 
sustitutivo en la página 10, firmado por los señores 
Senadores Antognazza, Couriel, Martínez, Clavijo y 
Michelini, y otro en la página 19, firmado por los se- 


ñores Senadores Heber y Bordabertry. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 30 con el texto venido de Comisión. 
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(Se vota:) 
—0 en 23. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo sustitutivo que figura en la página 10. 


(Se vota:) 
-16 en 23. Afirmativa. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: quería dejar 
constancia de que no hemos votado el artículo 30 sus- 
titutivo presentado por la Bancada oficialista porque 
junto con el señor Senador Bordaberry propusimos 
un artículo 30 sustitutivo que sí refleja, textualmen- 
te, el acuerdo multipartidario. Simplemente, quería- 
mos aclarar que entre las razones por las cuales no 
acompañamos muchos de los artículos está la de que 
no se cumplió con lo acordado. 

Nada más, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el 
artículo 31. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 33. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 35, que tiene un susti- 
tutivo en la página 11, firmado por los señores Senado- 


res Antognazza, Couriel, Martínez, Clavijo y Michelini. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 35 con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
—0 en 24. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo sustitutivo que figura en la página 11. 
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(Se vota:) 

-16 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 36. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 37. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 24. Afirmativa. 

En consideración el Capítulo IV. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar en 
bloque los artículos 41, 42 y 43. 


(Se votan:) 

-21 en 24. Afirmativa. 

En consideración el artículo 39, que tiene un sus- 
titutivo en la página 18, firmado por los señores Se- 


nadores Bordaberry y Heber. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 39 con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
-16 en 24. Afirmativa. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: el artículo 
39 se acaba de votar afirmativamente tal como fue 
aprobado en Comisión, pero quiero advertir que con 
el señor Senador Bordaberry habíamos presentado 
un artículo 39 sustitutivo que, nuevamente, reflejaba 
el acuerdo multipartidario. En ese sustitutivo se esta- 
blecía que las inversiones realizadas en las activida- 
des mineras extractivas y conexas no serían objeto de 
la aplicación del régimen promocional y que los bene- 
ficios se podrían obtener en caso de que incluyeran 
una etapa de industrialización del producto minero, 
que fue lo que se acordó. 
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Nuevamente queremos dejar sentado que el 
artículo sustitutivo que presentamos con el señor 
Senador Bordaberry es el que se acordó. Lo que se 
votó no es el Acuerdo. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora Presidenta: ha- 
cemos nuestras las palabras del señor Senador Heber, 
que bien nos representan. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el ar- 
tículo 40. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

Queda terminado el Capítulo IV. 

El Capítulo V fue desglosado en su totalidad a pe- 
dido del Partido Nacional, por lo que corresponde po- 
ner en consideración el artículo 44. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-16 en 23. Afirmativa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Solicito que se rectifique 
la votación del artículo 44. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar nuevamente el artículo 44. 


(Se vota:) 

22 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 45. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

22 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 46, que tiene un susti- 


tutivo en la página 12, firmado por los señores Senado- 
res Antognazza, Martínez, Couriel, Clavijo y Michelini. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en 
primer lugar el artículo con la redacción que vino de 
Comisión. 

(Se vota:) 


—0 en 23. Negativa. 


Corresponde ahora considerar el artículo sustitu- 
tivo, contenido en la página 12. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
22 en 23. Afirmativa. 


El Capítulo VI también fue desglosado en su to- 
talidad. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Quiero decir que estamos en 
condiciones de votar todo el Capítulo VI. 


Simplemente habíamos pedido el desglose para 
votarlo aparte y hacerlo a favor, porque se trata de 
la creación del Fondo Soberano Intergeneracional de 


Inversión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muy bien, señor Sena- 
dor. 


En consecuencia, se pasa a considerar todo el Ca- 
pítulo VI, con excepción de los artículos 48 y 49, cuyo 
desglose se había solicitado. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los 
artículos 47, 50, 51, 52, 53, 54 y 55, correspondiente 
al Capítulo VI. 

(Se votan:) 

-22 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 48. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-17 en 23. Afirmativa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- En su momento, en la 
Comisión solicitamos que el Comité de Dirección 
también lo integrara el Ministerio de Educación y 
Cultura, por tratarse de fondos intergeneracionales 
que, entre otras cosas, se destinarán a esos efectos, 
pero al no ser así lo votamos negativamente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el ar- 
tículo 49. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-17 en 23. Afirmativa. 

Queda, pues, concluido el Capítulo VI. 

En consideración los artículos no desglosados del 
Capítulo VII, que son los siguientes: 56, 57, 58, 59, 
60, 61, 62, 63, 69, 70, 71 y 72. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 

(Se votan:) 

-21 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 64, que tiene un 
sustitutivo en la página 13, firmado por los señores 
Senadores Antognazza, Couriel, Martínez, Clavijo y 


Michelini. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en 
primer lugar el artículo tal como vino de Comisión. 


(Se vota:) 
—0 en 23. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
sustitutivo de la página 13. 


(Se vota:) 
-16 en 23. Afirmativa. 
SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- No sé si corresponde ha- 
cerlo en este momento, pero está el artículo 64 bis en 
la página 14, que podríamos votarlo ahora. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Los aditivos quedarán 
para el final, señor Senador. 


En consideración el artículo 65. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 66. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 67, que tiene un susti- 
tutivo en la página 15, firmado por los señores Senado- 
res Antognazza, Martínez, Couriel, Clavijo y Michelini. 


SEÑOR CLAVIJO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR CLAVIJO.- De acuerdo con la ingeniería 
del proyecto de ley, todos los artículos tienen un títu- 
lo, por lo que proponemos que el del artículo 67 sea: 
“Opción de ventas”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 67 con la redacción 
que vino de Comisión. 

(Se vota:) 

—0 en 23. Negativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
texto del artículo 67 que está en la página 15, con la 
corrección sugerida por el señor Senador Clavijo. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 68. 


SEÑOR CLAVIJO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR CLAVIJO.- En el mismo sentido que en el 
artículo anterior, proponemos como título: “Prioridad 
de reubicación”. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Según entiendo, la re- 
dacción del artículo es la que viene de Comisión. 


SEÑOR CLAVIJO.- Sí, señora Presidenta. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo con la redacción que 
vino de Comisión, más el agregado que anotaba el se- 
ñor Senador Clavijo. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

En consideración los artículos 73, 74, 75, 76, 77, 
78 y 79, correspondientes al Capítulo VIII, que no 
tiene desgloses. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 

(Se votan:) 


-21 en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 80, del Capítulo IX, 
que también había sido desglosado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 23. Afirmativa. 

De acuerdo con mis cálculos quedarían tres 
artículos aditivos, que vamos a votar según el orden 


de las páginas. 


En consideración la página 14, que contiene el ar- 
tículo 64 bis. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-16 en 23. Afirmativa. 


En consideración la página 17, que tiene un 
artículo aditivo sin número. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Este aditivo, que hemos 
propuesto con el señor Senador Heber, define de una 
forma más precisa, a nuestro entender, el plan de 
cierre de las minas. Lo hace en consonancia con el 
Acuerdo Multipartidario, solicitando “incluir una re- 
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modelación paisajística congruente con la existente 
previa a la explotación minera y un proyecto de apli- 
cación productiva del predio que sea equivalente o 
mejor a la existente previa a la explotación”. 


Obviamente, coincidimos en que no siempre se 
pueden conocer las situaciones, pero sí incluir en la 
norma algo que está faltando que es, por lo menos, 
exigir un estándar equivalente o mejor a la existencia 


previa. 


Además, ese es el fundamento de los numerales 
4 y 10 del capítulo III “Eje Ambiental” del Acuerdo 
Multipartidario. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Gracias, señor Senador. 

En consideración el aditivo de la hoja n.* 17. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


—6 en 23. Negativa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el ar- 
tículo aditivo de la hoja 20. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Esta propuesta, que pre- 
sentamos con el señor Senador Heber, va en el sen- 
tido de tratar de asegurar lo mucho que se ha dicho 
hoy aquí: en primer lugar, que no se otorgue una con- 
cesión de explotación si antes no se han aprobado los 
instrumentos de las Directrices Nacionales, Progra- 
mas Nacionales, Estrategias Regionales y Directrices 
Departamentales previstos en la Ley de Ordenamien- 
to Territorial y Desarrollo Sostenible, algo que se nos 
dice que se va a hacer; y, en segundo lugar, que los 
proyectos de minería de gran porte cumplan lo dis- 
puesto en los referidos instrumentos. 


Es claro el fundamento. La obligación figura en 
el numeral 7 del capítulo III “Eje Ambiental” del 
Acuerdo Multipartidario. Si no estableciéramos que 
se tiene que hacer previo al otorgamiento de la explo- 
tación, esta podría iniciarse y estar a la espera de qué 
día se aprueban las Directrices y los instrumentos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GUARINO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 
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SEÑOR GUARINO.- Señora Presidenta: si bien 
este tema se discutió ampliamente, se debe tener 
presente un hecho importante, sobre todo cuando 
existe la sensibilidad en torno a que estén aprobados 
todos los instrumentos. 


Hay que saber que en el año 1987, durante el 
primer Gobierno del doctor Sanguinetti luego de la 
vuelta a la democracia, el Estado tuvo todas las po- 
sibilidades, porque se votó declarar toda la zona de 
la que hemos estado hablando —sobre todo el depar- 
tamento de Durazno, gran parte de Treinta y Tres, y 
Cerro Largo- como reserva minera, lo que, según el 
Código de Minería, le daba todas las potestades para 
no conceder ningún permiso de prospección ni de ex- 
ploración y mucho menos de explotación. Por supues- 
to, había que hacerlo, y los permisos tenían un plazo 
determinado. 


El primer decreto rige hasta el año 1989, pero 
como no se habían hecho los estudios y el Estado no 
resolvía invertir —habría otras prioridades o necesida- 
des—, en el año 1990 otro decreto reitera esa potestad 
-dando la señal de que se visualizaba el potencial de 
la zona, ya que había estudios previos y estábamos 
en la etapa en que se podía hacer—, que se extiende 
por dos años. Finalmente, en 1992, con el cambio de 
Gobierno, caduca la declaración de reserva minera y 
queda librado a que los particulares hicieran lo que 
finalmente hicieron, para bien o para mal. Esa es la 
realidad de la que no podemos abstraernos, pero exis- 
tió la enorme posibilidad de hacerlo desde el Estado. 
Seguramente esa era la intención porque, si no, no 
se hubieran dictado dos decretos consecutivos en el 
marco del Código Minero. Me parece que hay una 
sensibilidad por que esté toda la normativa, pero se 
perdió una gran oportunidad histórica y con respon- 
sabilidades de Gobierno que no eran las nuestras. 


Era cuanto quería expresar. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo contenido en la pá- 
gina 20. 

(Se vota:) 


-5 en 23. Negativa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Solicito que se rectifique 
la votación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar nuevamente el artículo de la 
página 20. 


(Se vota:) 


—6 en 23. Negativa. 
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En consideración la modificación sugerida en la 
página 16, que agrega el Capítulo VII “Del Canon y 
los Derechos de los Superficiarios”, que incluye los 
artículos 59 a 68. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-16 en 23. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la 
autorización para que la Secretaría renumere los ar- 
tículos y ordene la ley. 


(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que vuelve a 
la Cámara de Representantes para su consideración. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 
«CAPÍTULO 1 
MINERÍA DE GRAN PORTE 


Artículo 1. . (Declaración).- La Minería de Gran 
Porte es de utilidad pública y genera procesos de desa- 
rrollo sostenible del país si respeta las reglas y garantías 
rigurosas de gestión ambiental durante todo su proce- 
so, incluyendo el cierre y el post cierre de minas. 


A los efectos de la presente ley se entiende por 
desarrollo sostenible aquel que satisface las necesida- 
des del presente sin comprometer la capacidad de ge- 
neraciones futuras de atender las suyas propias. Las 
prácticas mineras sostenibles, además de sustentarse 
en los pilares clásicos de crecimiento económico, alta 
calidad ambiental y equidad social, deben basarse en 
la seguridad y en la eficiencia y eficacia en el manejo 
y extracción de recursos naturales no renovables y en 
el ordenamiento territorial. 


Artículo 2.” . (Objeto).- Sin perjuicio de que la 
actividad minera esté regulada por el Código de Mi- 
nería, esta ley establece un régimen legal especial 
aplicable a los proyectos de explotación minera que 
sean calificados como Minería de Gran Porte. 


Artículo 3. . (Ámbito de aplicación).- El Poder 
Ejecutivo calificará como Minería de Gran Porte todo 
proyecto de explotación de minerales metálicos, se 
encuentre o no en ejecución, que por sí solo o anexa- 
do a otros proyectos de la misma naturaleza, pertene- 
cientes a una única persona física o jurídica o a un 
grupo o conjunto económico, cumpla al menos con 
una de las siguientes condiciones: 
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A)  Ocupar una superficie superior a cuatrocien- 
tas hectáreas de área de intervención directa. 


B) Contar con una inversión superior a 
830:000.000 UI (ochocientos treinta millones de uni- 
dades indexadas) en fase de construcción y montaje 
de las obras e infraestructuras necesarias para la ex- 
plotación. 


C) Tener un valor anual de comercialización (pla- 
za o exportación) del producto obtenido de actividad 
minera (producción) mayor a 830:000.000 UlI (ocho- 
cientos treinta millones de unidades indexadas). 


Cuando la unión de varias personas jurídicas 
constituya un conjunto económico, el mismo será 
considerado como titular único del proyecto. 


Artículo 4.” . (Consideración especial).- El Poder 
Ejecutivo podrá asimismo, previo informe del Minis- 
terio de Industria, Energía y Minería o del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente calificar como de gran porte a proyectos mi- 
neros que presenten alguna de las siguientes condi- 
ciones: 


A) Uso de sustancias o productos químicos pe- 
ligrosos para la salud o para el medio ambiente, de 
acuerdo con lo que establezca la reglamentación, te- 
niendo en cuenta sistemas globalmente armonizados. 


B) Requerimiento energético eléctrico anual su- 
perior a 500 GWh (quinientos gigavatios hora). 


C) Producción de drenaje ácido, de acuerdo a lo 
que establezca la reglamentación. 


Estos casos quedan exceptuados de lo dispuesto 
en los Capítulos III y IV de la presente ley. 


Artículo 5. . (Buenas prácticas mineras).- La 
Minería de Gran Porte deberá guiarse por las mejores 
prácticas mineras internacionales, incluyendo en su 
gestión social y ambiental mecanismos para la parti- 
cipación de los actores involucrados, de acuerdo a los 
principios enunciados en la Declaración de Río de Ja- 
neiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo de junio de 
1992, ratificados por el Acuerdo Marco sobre Medio 
Ambiente del MERCOSUR (Ley n.* 17.712, de 27 de 
noviembre de 2003). 


Cométese al Poder Ejecutivo la adecuación de la 
normativa reglamentaria a los mejores estándares in- 
ternacionales disponibles para la actividad minera. 


Artículo 6.” . (Autorización ambiental de proyec- 
tos).- Para la autorización ambiental de los proyec- 
tos considerados Minería de Gran Porte se requeri- 
rá —en todos los casos— la realización de un estudio 
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de impacto ambiental completo y de una audiencia 
pública, según lo dispuesto por la Ley n.* 16.466, de 
19 de enero de 1994. El estudio de impacto ambien- 
tal deberá incluir el análisis del impacto urbano. El 
titular del proyecto de Minería de Gran Porte debe- 
rá contratar una auditoría para evaluar el estudio 
de impacto ambiental, a efectos de su presentación 
durante la tramitación de la autorización ambiental 
correspondiente. La auditoría deberá ser realizada 
por una empresa con capacidad y experiencia a nivel 
internacional probada en la materia, según propuesta 
aceptada previamente por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, aunque 
su resultado no será vinculante para la Administra- 
ción. 


Para la evaluación de impacto ambiental, la Di- 
rección Nacional de Medio Ambiente deberá guiarse 
por las mejores prácticas internacionales disponibles 
de evaluaciones de impacto ambiental de proyectos 
mineros. 


Artículo 7. . (Localización).- Las actividades 
mineras de gran porte deberán localizarse en sue- 
lo categorizado rural de conformidad con la Ley 
n.” 18.308, de 18 de junio de 2008. 


Artículo 8.” . (Actividades mineras y conexas).- 
A los efectos de la presente ley se establecen las si- 
guientes definiciones: 


A) Son actividades mineras: 
1) Extracción de minerales. 


2) Depósito de desmontes resultantes de la ex- 
tracción de minerales. 


3) Preparación y beneficiación de minerales 
que incluyen, entre otras, operaciones de trituración, 
desmenuzamiento, lavado, secado, aglomeración, cal- 
cinado, lixiviación, separación magnética, gravimétri- 
ca O flotación, electrólisis y fundido de oro. 


4)  Decantación de materiales en piletas de rela- 
ves. 


5) Piletas de agua bruta para uso en la actividad 
minera. 


6) Transporte de minerales tales como cintas 
transportadoras, tuberías o mineroductos. 


7) Tratamiento de residuos y disposición de re- 
siduos relacionados a las actividades que aquí se enu- 
meran. 


8) Depósito de minerales concentrados adya- 
centes a la explotación minera. 
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9) Tareas relacionadas al cierre de minas. 
B) Son actividades conexas a las mineras: 


1) Operaciones de mantenimiento y reparación 
de equipos e instrumentos utilizados en las activida- 
des mineras. 


2) Acopio de sustancias explosivas relacionadas 
a la extracción de minerales. 


3) Depósito de insumos químicos a ser utiliza- 
dos en actividades mineras. 


4) Tareas de apoyo, como las administrativas, 
sanitarias y de laboratorio. 


Se consideran instalaciones mineras todas aque- 
llas estructuras e infraestructuras que se requieran 
para el desarrollo de las actividades mineras y co- 
nexas referidas en este artículo. 


No se considerarán actividades mineras o co- 
nexas la explotación de altos hornos, la producción 
de arrabio, la producción de ferroaleaciones, la pro- 
ducción de acero y de productos derivados del mismo, 
la producción de labrados de oro, ni cualquier otra 
actividad manufacturera. Tampoco se considerará 
actividad minera el uso de terminales portuarias es- 
pecializadas que se ubiquen al interior de un puerto 
multipropósito. 


Artículo 9.” . (Titularidad).- Las sociedades anó- 
nimas y sociedades en comandita por acciones com- 
prendidas en la Ley n.” 16.060, de 4 de setiembre de 
1989, solo podrán ser titulares de proyectos de Mi- 
nería de Gran Porte cuando la totalidad de su capital 
accionario estuviere representado por acciones nomi- 
nativas o escriturales. Cuando el titular del proyecto 
sea una entidad cuyos accionistas, socios o partícipes 
no sean personas físicas, deberá identificarse a quien 
resulte beneficiado en última instancia. 


A tales efectos, se entiende por beneficiado en úl- 
tima instancia, a la persona física que es propietaria 
final o controlante, de la entidad titular del derecho 
minero o en cuya representación actúa. El término 
también comprende a aquellas personas que ejercen 
el control final sobre una persona jurídica, un fideico- 
miso, un fondo de inversión, un patrimonio de afecta- 
ción o cualquier otra estructura jurídica. 


En caso de que objetivamente no resulte posible 
la identificación de la persona física o de la contro- 
lante a que refiere el inciso anterior, la entidad titular 
del derecho minero deberá aportar la prueba que jus- 
tifique de modo fehaciente tal imposibilidad, en las 
condiciones que establezca la reglamentación. En tal 
caso, se reputará beneficiado en última instancia a la 
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entidad imposibilitada de identificar a sus beneficia- 
dos en última instancia. 


Asimismo, toda enajenación en la cadena de pro- 
piedad de las participaciones patrimoniales, que ten- 
ga como consecuencia el cambio del beneficiado en 
última instancia, deberá ser previamente autorizada 
por el Poder Ejecutivo. 


Las actuales sociedades anónimas y en coman- 
dita por acciones, cuyo capital accionario estuviere 
representado por acciones al portador y que fueren 
titulares de concesión para explotar Minería de Gran 
Porte, dispondrán del término de dos años a contar 
de la promulgación de la presente ley, para adecuar el 
capital accionario de acuerdo con lo dispuesto en el 
inciso primero de este artículo. 


Vencido dicho plazo sin haber dado cumplimiento 
a lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, 
el Poder Ejecutivo dispondrá la revocación del título 
minero. 


Artículo 10. (Conjunto económico).- A los efec- 
tos de la presente ley, se entiende que dos o más per- 
sonas físicas o jurídicas, residentes o no, forman un 
conjunto económico cuando están vinculadas de tal 
forma, que existe control de una sobre las otras o es- 
tán bajo el control común de una persona física o jurí- 
dica, de forma directa o indirecta, o tienen unidad en 
el centro de decisión, o pertenecen a cualquier título 
a una única esfera patrimonial, independientemente 
de la forma jurídica adoptada. La determinación de 
un conjunto económico se dará cuando las empresas 
que realicen actividades mineras o conexas así lo re- 
conozcan o su existencia hubiere sido fundamentada 
por los organismos competentes. Cuando una perso- 
na física o jurídica ejerza influencia significativa so- 
bre otra o cuando dos o más de estas personas estén 
bajo la influencia significativa común de una persona 
física o jurídica, de forma directa o indirecta, se apli- 
carán las mismas disposiciones que para un conjun- 
to económico. Lo dispuesto precedentemente es de 
aplicación exclusivamente a las actividades mineras y 
conexas de los sujetos vinculados. 


CAPÍTULO Il 
PLAN DE CIERRE DE MINAS 


Artículo 11. (Alcance).- El Plan de Cierre de 
Minas es un instrumento de gestión ambiental y de 
seguridad que comprende el conjunto de medidas y 
acciones destinadas a mitigar los efectos negativos 
que se derivan del desarrollo de las actividades mine- 
ras y conexas, en las áreas en que estas se realicen, 
de forma de asegurar el reacondicionamiento de los 
mismos, a niveles tales que posibiliten el desarrollo 
de actividades post cierre u otros usos posteriores. 


CÁMARA DE SENADORES 


547-C.S. 


La ejecución de las medidas y acciones antes se- 
ñaladas deberán garantizar el debido resguardo a la 
vida, salud, seguridad de las personas y medio am- 
biente. 


En tanto el Plan de Cierre de Minas es parte in- 
tegrante del proyecto minero, las actividades que en 
él se prevean se implementarán durante toda su vida 
útil, desde la instalación hasta el post cierre de las 
actividades mineras y conexas. 


Formarán parte del Plan de Cierre de Minas, los 
planes de cierre parciales correspondientes a cada 
una de las etapas delimitadas en el programa de ex- 
plotación del proyecto minero aprobado por el Poder 
Ejecutivo. 


A la culminación del Plan de Cierre de Minas de- 
berán encontrarse implementadas y creadas las con- 
diciones de reacondicionamiento establecidas en di- 
cho Plan. 


Artículo 12. (Autoridad competente).- En tanto 
el Plan de Cierre de Minas forma parte integrante del 
proyecto minero y garantiza el reacondicionamiento 
del área en temas productivos, ambientales y socia- 
les, su aprobación compete al Ministerio de Indus- 
tria, Energía y Minería y al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en sus 
respectivas áreas de competencia. 


La regulación, aprobación, fiscalización, control 
e imposición de sanciones vinculadas a proyectos de 
Minería de Gran Porte, son competencia del Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente en materia ambiental y del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería en materia productiva. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la aplicación de 
las competencias mencionadas en el presente artícu- 
lo. 


Artículo 13. (Contenido).- El titular del proyec- 
to de Minería de Gran Porte presentará el Plan de 
Cierre de Minas al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería y al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, como parte integran- 
te de los documentos del proyecto, a efectos de su 
aprobación en el marco del procedimiento, de auto- 
rización ambiental, o concesión para explotar, que 
corresponda. 


El Plan de Cierre de Minas deberá contener: 


A) Medidas de reacondicionamiento, con deter- 
minación de costo, oportunidad y métodos de control 
y verificación para las fases de instalación, operación 
y cierre, incluyendo los cierres parciales, el cierre fi- 
nal y el post cierre. 
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B) Medidas de compensación de los impactos 
ambientales negativos acordes con las conclusiones 
de la Evaluación de Impacto Ambiental realizada. 


C) Monto y plan de constitución de garantía de 
cumplimiento exigibles, discriminando la asignación 
correspondiente a cada uno de los planes de cierre 
parciales. 


D) Todo otro requisito que el Poder Ejecutivo es- 
time pertinente en atención a las mejores prácticas 
disponibles en esta materia. 


Artículo 14. (Revisión).- El Plan de Cierre de Mi- 
nas deberá ser revisado por lo menos cada tres años 
desde su última aprobación por las autoridades com- 
petentes, actualizando sus valores y adecuándolo a 
las nuevas circunstancias o desarrollos técnicos, eco- 
nómicos, sociales o ambientales. 


Asimismo, deberá ser modificado cuando se pro- 
duzca un cambio sustantivo en el proceso productivo, 
a instancia fundada de las autoridades competentes, 
en las condiciones que establezca la reglamentación. 


Artículo 15. (Difusión).- El titular del proyecto de 
Minería de Gran Porte deberá dar adecuada difusión 
del Plan de Cierre de Minas a ejecutar y de sus revi- 
siones posteriores. A tal efecto, entre otros medios de 
difusión, desarrollará a su costo un portal electrónico 
de acceso público que deberá mantener actualizado, 
indicando el cumplimiento de tareas realizadas. 


Artículo 16. (Otras obligaciones).- El titular del 
proyecto de Minería de Gran Porte también estará 
obligado a: 


A) Implementar desde el inicio el correspon- 
diente Plan de Cierre de Minas planificado. 


B) Reportar al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería y al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, según estos lo dispon- 
gan, el avance de las tareas consignadas en el Plan de 
Cierre de Minas. 


C) Constituir una garantía de conformidad con 
lo establecido en el artículo 18 de la presente ley. 


Artículo 17. (Cumplimiento).- A los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 22 de la presente ley, las au- 
toridades competentes certificarán el cumplimiento 
parcial o total del Plan de Cierre de Minas, una vez 
comprobada la ejecución de las actividades estableci- 
das en dicho Plan. 


Una vez certificado el cumplimiento total del Plan 
de Cierre de Minas oportunamente aprobado, se con- 
siderará finalizada la fase de abandono del proyecto. 
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Artículo 18. (Constitución de garantía de cum- 
plimiento).- El titular del proyecto de Minería de 
Gran Porte deberá constituir garantía a favor del Mi- 
nisterio del Industria, Energía y Minería y del Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, en su carácter de beneficiarios, por: 


A) Los costos de ejecución de los compromisos 
asumidos en el Plan de Cierre de Minas en caso de 
incumplimiento del titular del proyecto minero. 


B) El fiel cumplimiento de las obligaciones deri- 
vadas de las normas de protección ambiental. 


C) La recomposición de los daños al ambiente y 
otros daños y perjuicios derivados de las actividades 
estrictamente mineras y conexas a las mismas. 


Esta garantía se deberá constituir de conformidad 
con lo establecido en el artículo 27 de la presente 
ley, en forma progresiva y previa, de acuerdo a cada 
una de las etapas establecidas en el Plan de Cierre de 
Minas, con la salvedad establecida en el artículo 20 
de la presente ley. 


Artículo 19. (Ejecución de la garantía).- La eje- 
cución de la garantía procederá en caso de incumpli- 
miento total o parcial de lo establecido en los literales 
A) o B) 0 C) del artículo anterior. La misma requerirá 
acto administrativo definitivo emanado del o los bene- 
ficiarios, de acuerdo a sus respectivas competencias. 


Artículo 20. (Monto de la garantía).- El monto 
de la garantía, nominado en unidades indexadas, será 
determinado por las autoridades competentes. Estará 
conformado por los siguientes conceptos: 


A) El valor presente de los costos de implemen- 
tación de las actividades previstas en los planes de 
cierres parciales, previo a la ejecución de cada etapa 
del proyecto de Minería de Gran Porte (MGP), por la 
duración de la etapa correspondiente o por un máxi- 
mo de cinco años si la etapa correspondiente fuera 
más prolongada. 


B) El 10 % (diez por ciento) del valor presente 
de los costos de implementación de todas las activi- 
dades previstas en el Plan de Cierre de Minas del pro- 
yecto de MGB aún no ejecutados ni garantizados. 


C) Un 10 % (diez por ciento) adicional aplicado 
sobre el valor presente de los costos de implementa- 
ción de todas las actividades previstas en el Plan de 
Cierre de Minas del proyecto de MGP Dicho monto 
contempla las eventuales sanciones que pudieran co- 
rresponder, las reparaciones por daños comprendidos 
en caso en que se generaran, contemplados para el 
período de ejecución del proyecto minero hasta el tér- 
mino de su vida útil, incluyendo el post cierre y las 
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medidas de seguimiento y control requeridas para la 
etapa del post cierre. 


El monto de la garantía será revisado y actualizado 
cada tres años, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 14 de la presente ley. 


Artículo 21. (Mantenimiento de la garantía).- El 
titular del proyecto de Minería de Gran Porte deberá 
promover y vigilar la integridad, suficiencia y estabili- 
dad de la garantía en consonancia con lo establecido 
en los artículos 20 y 22 de la presente ley. 


Artículo 22. (Liberación de la garantía).- Una vez 
certificado el cumplimiento parcial o total del Plan de 
Cierre de Minas según lo establecido en el artículo 17 
de la presente ley, se procederá a la liberación de la 
garantía según corresponda, de acuerdo con lo que 
establezca la reglamentación. 


El monto garantizado bajo el literal A) del artículo 
20 de la presente ley, será liberado conforme a la veri- 
ficación de ejecución de todas las actividades del plan 
de cierre parcial correspondiente. 


El monto garantizado bajo el literal B) del artículo 
20 de la presente ley, será liberado proporcionalmen- 
te, conforme a la verificación de ejecución de las acti- 
vidades de los planes de cierre parciales del proyecto 
de MGP 


El monto garantizado bajo el literal C) del artículo 
20 de la presente ley, será liberado proporcionalmen- 
te, luego de la comprobación por parte de la autoridad 
competente, de ausencia de daños o incumplimientos 
comprendidos y finalizado el control y seguimientos 
previstos. 


CAPÍTULO III 


DEL CONTRATO DE CONCESIÓN DE EXPLO- 
TACIÓN 


Artículo 23. (Disposiciones especiales).- Las 
concesiones para explotar Minería de Gran Porte se 
regirán por las normas de derecho público y por las 
disposiciones especiales contenidas en este Capítulo, 
sin perjuicio de lo establecido en el artículo 73 de la 
presente ley. 


Las condiciones particulares serán objeto de un 
contrato especial que regulará el goce del derecho 
minero que otorgue el título de concesión de Minería 
de Gran Porte. 


Artículo 24. (Procedimiento).- El procedimiento 
que deberán seguir los titulares de permisos de explo- 
ración, en caso de Minería de Gran Porte, se ajustará 
a las siguientes bases: 


CÁMARA DE SENADORES 


549-C.S. 


A) Una vez presentada la solicitud de concesión 
para explotar Minería de Gran Porte sobre el área y 
sustancias minerales comprendidas en el permiso de 
exploración, la Administración se dispondrá a eva- 
luarla y negociar con el titular del título de explo- 
ración las condiciones particulares del Contrato de 
Minería de Gran Porte. Durante este período, la in- 
formación declarada confidencial y reservada man- 
tendrá tal carácter. 


B) En caso de alcanzar acuerdo sobre las con- 
diciones particulares del contrato, y estando en con- 
diciones de otorgarse la concesión para explotar, se 
procederá a la firma del contrato de la concesión de 
explotación de Minería de Gran Porte. 


C) El plazo para alcanzar dicho acuerdo será 
de trescientos sesenta días desde la declaración de 
Minería de Gran Porte. De común acuerdo se podrá 
extender dicho plazo por noventa días adicionales. En 
caso de no alcanzarse dicho acuerdo o de no otorgarse 
la concesión para explotar, operará el artículo 38 de 
la presente ley. En dicha circunstancia, el solicitante 
de la concesión para explotar tendrá prioridad ante la 
Administración para presentar un posible interesado, 
durante los primeros noventa días en que dicha área 
de Minería de Gran Porte haya entrado en el Registro 
de Vacancias. En caso de que el solicitante presente 
un nuevo interesado, se establece un plazo de ciento 
veinte días no prorrogables para alcanzar un acuerdo. 


Artículo 25. (Exigencia de contrato).- El otorga- 
miento del título de concesión para explotar en los 
proyectos de Minería de Gran Porte (MGP) se reali- 
zará mediante la celebración de un contrato de MGP 
entre el Poder Ejecutivo y el titular del proyecto, el 
cual, sin perjuicio de otras previsiones contractuales 
estándares para estos casos, deberá establecer nece- 
sariamente: 


A) El área contenida en el título de la concesión 
para explotar, no siendo de aplicación lo dispuesto en 
el inciso primero del artículo 103 del Código de Mine- 
ría, en lo que refiere a la extensión del área. 


B) Las condiciones de permanencia del goce 
del derecho minero por el período de concesión y sus 
prórrogas de acuerdo a lo estipulado en el artículo 
103 del Código de Minería, siendo necesaria la revi- 
sión del Contrato de Explotación en cada prórroga, 
excepto en la primera. 


C) La necesidad de realizar actividad minera de 
acuerdo a las condiciones comprometidas en la soli- 
citud de concesión para explotar y aprobadas por la 
autoridad competente, establecidas en el artículo 100 
del Código de Minería. Dichas condiciones formarán 
parte del contrato de MGB incluidos el monto de las 
inversiones programadas, las producciones media y 


550-C.S. 


máxima esperadas y el volumen de producción míni- 
ma anual durante la etapa de explotación, la que no 
podrá ser inferior al 30 % (treinta por ciento) de la 
producción media del proyecto. 


D) La fijación de un plazo previsto para la etapa 
de construcción y montaje, y de un plazo para el pe- 
ríodo de explotación. 


E) Toda información del proyecto minero que las 
autoridades competentes hayan considerado necesa- 
ria para justificar la racionalidad de la explotación del 
yacimiento hasta el momento de la firma del contra- 
to. Dicha información se adjuntará al mismo, e in- 
cluirá los resultados de estudios, muestras, testigos y 
resultados de laboratorio. 


F) La determinación de la información conte- 
nida en el proyecto minero que será considerada de 
carácter reservado o confidencial. 


G) La constitución de una Garantía de Fiel 
Cumplimiento del Contrato de acuerdo con lo esta- 
blecido en el artículo 27 de la presente ley, en las 
condiciones establecidas en la reglamentación. 


H) La determinación precisa de las causas de 
rescisión y extinción del contrato, según lo estableci- 
do expresamente en el artículo 32 de la presente ley. 


D Un Plan de Desarrollo de Proveedores de 
Bienes y Servicios, tendientes a maximizar el valor 
agregado nacional, incluyendo el financiamiento ne- 
cesario para su ejecución. 


J) Las condiciones del destino de la informa- 
ción del proyecto, incluso de aquella declarada reser- 
vada o confidencial, en caso de rescisión del contrato 
o de declaración de caducidad de la concesión para 
explotar. 


Las disposiciones del contrato deberán ajustarse 
a las condiciones comprendidas en las autorizaciones 
ambientales correspondientes. Ninguna de las dispo- 
siciones contractuales podrá considerarse que exima 
al titular del proyecto de MGP del cumplimiento de 
las condiciones comprendidas en las autorizaciones 
ambientales correspondientes. 


Artículo 26. (Información de carácter reservado 
o confidencial).- El titular del proyecto de Minería de 
Gran Porte podrá solicitar al Poder Ejecutivo, respec- 
to a la información que ponga en conocimiento de 
este, la declaración de carácter reservado o confiden- 
cial, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15 de 
la Ley n.” 16.466, de 19 de enero de 1994, y en los 
artículos 8.*, 9. y 10 de la Ley n.* 18.381, de 17 de 
octubre de 2008. 
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El Ministerio de Industria, Energía y Minería, en 
acuerdo con el Ministerio de Vivienda, Ordenamien- 
to Territorial y Medio Ambiente, y en función de sus 
competencias respectivas, resolverá sobre la perti- 
nencia de considerar dichos datos de carácter reser- 
vado o confidencial bajo resolución fundada. Aquellos 
datos que así se consideren se deberán presentar en 
documento separado. 


En ningún caso podrá ser considerada de carácter 
confidencial o reservada la información relacionada a 
los aspectos ambientales del proyecto. 


Artículo 27. (Garantía de Fiel Cumplimiento del 
Contrato).- Previo a la suscripción del Contrato de 
Minería de Gran Porte, el titular del proyecto debe- 
rá constituir una Garantía de Fiel Cumplimiento del 
Contrato, cuyo monto ascenderá al 5 % (cinco por 
ciento) de las inversiones programadas. 


Dicha garantía será constituida a favor del Minis- 
terio de Industria, Energía y Minería, en alguna de 
las siguientes formas: 


A) Depósito bancario. 
B) Garantía en valores públicos a su orden. 


C) Póliza de seguro de fianza expedida por enti- 
dades aseguradoras autorizadas por el Banco Central 
del Uruguay. 


D) Fianza o aval bancario: si el titular del pro- 
yecto optara por esta modalidad, la garantía deberá 
establecer que el avalista renuncia al beneficio de ex- 
cusión. 


E) Otras que determine la reglamentación. 


El control de las formalidades jurídico-contables 
estará a cargo del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería. 


Artículo 28. (Ejecución de la Garantía de Fiel 
Cumplimiento del Contrato).- La garantía establecida 
precedentemente podrá ser ejecutada en caso de in- 
cumplimiento total o parcial de las obligaciones lega- 
les y contractuales por parte del titular del proyecto, 
en las condiciones que establecerá la reglamentación. 


Artículo 29. (Vigencia de la Garantía de Fiel 
Cumplimiento del Contrato).- El 80 % (ochenta por 
ciento) de la Garantía de Fiel Cumplimiento del Con- 
trato se podrá liberar en el ejercicio económico en 
que comience la producción, y el restante 20 % (vein- 
te por ciento) deberá mantenerse vigente durante 
todo el plazo del mismo y extenderse por hasta un 
año calendario contado a partir de la finalización del 
mencionado contrato. 
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Artículo 30. (Otros contenidos).- Sin perjuicio de 
lo establecido en los artículos 25 y 33 de la presente 
ley, el Contrato de Minería de Gran Porte firmado en- 
tre el Poder Ejecutivo y el titular del proyecto minero 
podrá incorporar con carácter adicional, únicamente 
los siguientes contenidos: 


A) Cláusula de prórroga de la concesión por 
acuerdo de partes. 


B) Beneficios fiscales para la realización de la 
inversión, los que en ningún caso podrán establecer 
exoneraciones en materia de Impuesto a las Rentas 
de las Actividades Económicas, ni de su Adicional, en 
lo referente a inversiones vinculadas a las actividades 
mineras y conexas. 


C) Compromisos asumidos por el Poder Ejecuti- 
vo para la realización de ciertas obras de infraestruc- 
tura o provisión de servicios. 


D) Cláusula de mantenimiento de los paráme- 
tros referidos a la tributación que grava específica- 
mente la actividad de Minería de Gran Porte y del 
Canon de Producción correspondiente a la actividad 
minera, por un período no mayor a diez años. 


E) Autorización a ceder el derecho de explotación 
en garantía a favor de los acreedores que financien el 
proyecto, a efectos de que dichos acreedores puedan 
ceder el mismo a un tercero. La cesión de este derecho 
quedará condicionada a la previa autorización del Po- 
der Ejecutivo, quien resolverá si el tercero propuesto 
cumple los requisitos necesarios para constituirse en 
titular del mismo. El Contrato de Minería de Gran Por- 
te deberá prever en este caso las condiciones que habi- 
liten a hacer efectiva la cesión del contrato en garantía 
otorgada a favor de los financiadores del proyecto. 


F) Mecanismos de solución de controversias. 


Artículo 31. (Renegociación de los contratos).- 
Cualquiera de las partes podrá requerir a la otra la 
renegociación del contrato cuando ocurra alguna de 
las siguientes hipótesis: 


A) Cuando la Administración Pública contratan- 
te modifique, por razones de interés público, los pará- 
metros de costos y beneficios previstos al contratar y 
se cumplan todos los siguientes requisitos: 


1) Que la modificación ocurra con posterioridad 
a la firma del contrato y no haya podido ser razona- 
blemente prevista por el contratista al tiempo de su 
celebración. 


2) Que la modificación altere significativamente 
la ecuación económico-financiera resultante del con- 
trato al tiempo de su celebración. 
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3) Que la modificación sea relevante específica- 
mente en el ámbito del contrato y no sea producida 
por medidas que procuren un efecto económico-fi- 
nanciero de alcance general, siendo ejemplo de esto 
último, los cambios impositivos. 


B) Cuando causas de fuerza mayor no previstas 
al celebrarse el contrato determinaran en forma di- 
recta la ruptura sustancial de la ecuación económi- 
co-financiera resultante del contrato al tiempo de su 
celebración. 


Artículo 32. (Rescisión y extinción del Contrato 
de Minería de Gran Porte).- Los Contratos de Minería 
de Gran Porte se rescindirán o se extinguirán, según 
el caso, y por consiguiente caducará el título minero 
de concesión para explotar. 


A) Son causas de rescisión del contrato: 


1) El no pago del Canon de Producción por dos 
períodos consecutivos. 


2) La cesión o arrendamiento del derecho mi- 
nero o la transmisión de acciones sin ajustarse a lo 
establecido en la normativa vigente. 


3) El no pago de las obligaciones tributarias de 
acuerdo a las condiciones que fije la reglamentación. 


4) La acumulación de un saldo adeudado por 
concepto de multas establecidas en el Capítulo IX de 
la presente ley, impuestas por la autoridad competen- 
te, mayor o igual al valor de la Garantía de Fiel Cum- 
plimiento del Contrato. 


5) El incumplimiento de la obligación de cons- 
tituir garantía según lo dispuesto en esta ley, en el 
plazo de noventa días de formalmente intimado a ello 
o la pérdida de integridad, suficiencia y estabilidad 
de las garantías exigidas y otorgadas por el titular del 
proyecto de Minería de Gran Porte por el cumpli- 
miento del Plan de Cierre de Minas o del contrato. 


6) La no realización de los trabajos y obras para 
la instalación de la infraestructura y del montaje ne- 
cesario para la explotación en los plazos convenidos, 
salvo autorización previa de la autoridad competente 
ante casos de fuerza mayor comprobada. 


7) La discontinuidad de la producción por un 
período de seis meses continuos sin la autorización 
correspondiente. 


8) La producción durante dos años de volúme- 
nes inferiores a los mínimos establecidos en el pro- 
grama de producción, salvo autorización previa de 
la autoridad competente ante casos de fuerza mayor 
comprobada. 
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9) La falta de capacidad financiera para cumplir 
con las obligaciones contractuales, la que se presumi- 
rá si el titular del proyecto no demuestra en un plazo 
de seis meses trascurridos desde otorgado el título 
de concesión, la disponibilidad de capital propio y de 
doce meses para demostrar el financiamiento necesa- 
rio para la realización de las obras comprometidas en 
el contrato. 


10) El incumplimiento reiterado de obligaciones 
y cargas que impone el Código de Minería y los Regla- 
mentos, previo apercibimiento. 


11) La generación de desastres de acuerdo a la 
definición dada en el numeral X) del artículo 4.* de la 
Ley n.* 18.621, de 25 de octubre de 2009, por incum- 
plimiento de normas ambientales o de salud y seguri- 
dad minera. 


12) Los demás casos expresamente previstos en 
el contrato correspondiente. 


B) Son causas de extinción del contrato: 


1) Vencimiento del plazo señalado para su vi- 
gencia o el de su primera prórroga. 


2)  Imposibilidad de cumplimiento por el contra- 
tista como consecuencia de la existencia de fuerza 
mayor o caso fortuito. Si el caso fortuito o evento de 
fuerza mayor afectare solo el cumplimiento de algu- 
nas de las obligaciones del contrato, o de aquellas 
vinculadas a parte de la inversión comprometida, y 
en la medida que las demás obligaciones del contra- 
to sean susceptibles de cumplimiento separado, las 
partes deberán acordar el ajuste de las estipulaciones 
jurídicas, técnicas y económicas del contrato, para 
adecuarlo al cumplimiento de las obligaciones subsis- 
tentes. 


3) Los demás casos expresamente previstos en 
el contrato correspondiente. 


Artículo 33. (Modificaciones unilaterales del 
contrato por parte de la Administración contratan- 
te).- El Contrato de Minería de Gran Porte podrá re- 
conocer la potestad de la Administración contratante 
de modificar unilateralmente el contrato, estipulán- 
dose las causales específicas y los aspectos concre- 
tos del contrato susceptibles de tal modificación, las 
contraprestaciones que en su caso correspondan, el 
máximo de las modificaciones que podrán disponer- 
se, así como el plazo dentro del cual la potestad podrá 
ser ejercida. 


Artículo 34. (Notificación a la entidad financis- 
ta).- El Poder Ejecutivo notificará a la entidad que 
financie el proyecto y que haya celebrado un contra- 
to de cesión debidamente notificado a esta, del acae- 
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cimiento de cualquiera de las causales de rescisión 
del contrato. La entidad financista podrá proponer, 
en el plazo máximo de noventa días, un nuevo ce- 
sionario que reúna los requisitos y condiciones ne- 
cesarios para continuar realizando la explotación. 
La cesión de referencia se hará efectiva, una vez 
que la autoridad competente notifique la aceptación 
del cesionario propuesto. Producida la cesión, el ce- 
sionario quedará subrogado en todos los derechos 
y obligaciones que correspondan al contrato de la 
concesión. 


Artículo 35. (Destino de los bienes).- En caso de 
rescisión o extinción del Contrato de Minería de Gran 
Porte, se declara de utilidad pública la expropiación 
total o parcial de las instalaciones vinculadas a los 
yacimientos y que no puedan separarse del inmueble 
sin detrimento del mismo, así como de las instalacio- 
nes fijas y permanentes, construidas y destinadas por 
el concesionario en forma exclusiva al transporte de 
los minerales proveniente del área contratada. 


Facúltase al Poder Ejecutivo, si tomara resolución 
al respecto, para proceder al inicio de los trámites 
tendientes a dicho efecto. 


Artículo 36. (Destino de la información).- En 
caso de extinción o rescisión del Contrato de Minería 
de Gran Porte, la información del proyecto, incluso 
aquella declarada reservada o confidencial, devendrá 
propiedad estatal a través del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, en las condiciones establecidas en 
el contrato. 


Artículo 37. (Preferencia de compra).- En caso 
de no otorgarse la concesión para explotar o que no 
se alcance acuerdo en las condiciones particulares 
del contrato, el Estado uruguayo tendrá la preferen- 
cia de compra de los datos contenidos en el proyec- 
to, incluso aquellos declarados reservados o confi- 
denciales, y en general de aquellos datos relevantes 
respecto a la comprobación de la existencia del 
yacimiento, sus características, volumen, calidad y 
evaluación económica. A tal efecto, tendrá un plazo 
de ciento ochenta días para hacer uso de este dere- 
cho de preferencia, período en el cual el titular del 
proyecto mantendrá todos los derechos dados por el 
título de exploración. 


Artículo 38. (Registro de Vacancias).- En caso de 
no otorgarse la concesión para explotar o de rescisión 
o de extinción del Contrato de Minería de Gran Porte 
si correspondiere, o de no extensión de la prórroga 
del título minero para explotar otorgado con anterio- 
ridad a la vigencia de esta ley, se procederá a inscribir 
las minas, áreas mineras y descubrimientos vincula- 
dos al proyecto en el Registro de Vacancias. 
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El Poder Ejecutivo podrá otorgar nuevos permisos 
conforme al artículo 23 del Código de Minería. La 
ley podrá constituir un ente público o persona jurídi- 
ca de propiedad estatal para continuar realizando la 
actividad minera cuando así lo considere necesario. 
En cualquier caso, dichos permisos de explotación 
estarán sujetos a la normativa vigente y al canon co- 
rrespondiente. 


CAPÍTULO IV 
RÉGIMEN TRIBUTARIO 


Artículo 39. (Regímenes promocionales).- Las 
inversiones realizadas correspondientes a las activi- 
dades mineras y conexas definidas en el artículo 8." 
de la presente ley, no serán objeto de la aplicación 
de regímenes promocionales por los que se otorguen 
exoneraciones en materia de Impuesto a las Rentas 
de las Actividades Económicas. 


En caso de presentarse un proyecto que incluya 
industrialización del producto minero, el contrato po- 
drá incluir los beneficios a obtener por el proyecto en 
el marco de la Ley n.” 16.906, de 7 de enero de 1998, 
para actividades no comprendidas en los literales A) y 
B) del artículo 8.” de la presente ley. 


Artículo 40. (Activación).- Agrégase al Capítulo 
VIII del Título 4 del Texto Ordenado 1996, el siguien- 
te artículo: 


“Artículo 51 bis. Minería de Gran Porte.- Los cos- 
tos de prospección, de exploración y de estudios am- 
bientales incurridos durante los períodos previos a la 
concesión, vinculados directamente al proyecto de 
Minería de Gran Porte objeto del contrato respectivo, 
se activarán y revaluarán al cierre de cada ejercicio 
y serán considerados Activo Fijo a todos los efectos 
fiscales. Dichos costos activados podrán volcarse a 
pérdidas en el primer ejercicio económico en que co- 
mience la producción o amortizarse a cuota fija desde 
dicho ejercicio en un período de cinco años”. 


Artículo 41. (Deducciones no admitidas).- Sus- 
titúyese el literal F) del artículo 24 del Título 4 del 
Texto Ordenado 1996, por el siguiente: 


“F) El Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas (IRAE), el Adicional del IRAE específico 
a la renta proveniente de la explotación de la Minería 
de Gran Porte y el Impuesto al Patrimonio”. 


Artículo 42. (Impuesto a la Minería de Gran Por- 
te).- Agrégase al Título 4 del Texto Ordenado 1996, el 
siguiente Capítulo: 
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“CAPÍTULO XVII 


ADICIONAL DEL IRAE ESPECÍFICO A LA REN- 
TA PROVENIENTE DE LA EXPLOTACIÓN DE LA 
MINERÍA DE GRAN PORTE 


ARTÍCULO 102. Adicional del IRAE.- Créase un 
adicional del Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas, que gravará la renta operacional prove- 
niente de la actividad minera obtenida por titulares 
de concesiones para explotar un proyecto de Minería 
de Gran Porte. 


ARTÍCULO 103. Producto minero.- Se entiende 
por producto minero a la sustancia mineral obtenida 
como resultado de las actividades mineras y conexas 
calificadas como Minería de Gran Porte, haya o no 
sido objeto de beneficiación, en cualquier estado pro- 
ductivo en que se encuentre. 


A) Son actividades mineras: 
1) Extracción de minerales. 


2) Depósito de desmontes resultantes de la ex- 
tracción de minerales. 


3) Preparación y beneficiación de minerales 
que incluyen, entre otras, operaciones de trituración, 
desmenuzamiento, lavado, secado, aglomeración, cal- 
cinado, lixiviación, separación magnética, gravimétri- 
ca o flotación, electrólisis y fundido de oro. 


4)  Decantación de materiales en piletas de rela- 
ves. 


5) Piletas de agua bruta para uso en la actividad 
minera. 


6) Transporte de minerales tales como cintas 
transportadoras, tuberías o mineroductos. 


7) Tratamiento de residuos y disposición de re- 
siduos relacionados a las actividades que aquí se enu- 


meran. 


8) Depósito de minerales concentrados adya- 
centes a la explotación minera. 


9) Tareas relacionadas al cierre de minas. 

B) Son actividades conexas a las mineras: 

1) Operaciones de mantenimiento y reparación 
de equipos e instrumentos utilizados en las activida- 


des mineras. 


2) Acopio de sustancias explosivas relacionadas 
a la extracción de minerales. 
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3) Depósito de insumos químicos a ser utiliza- 
dos en actividades mineras. 


4) Tareas de apoyo, como las administrativas, 
sanitarias y de laboratorio. 


No se considerarán actividades mineras o co- 
nexas, la explotación de altos hornos, la producción 
de arrabio, la producción de ferroaleaciones, la pro- 
ducción de acero y de productos derivados del mismo, 
la producción de labrados de oro, ni cualquier otra 
actividad manufacturera. Tampoco se considerará 
actividad minera el uso de terminales portuarias es- 
pecializadas que se ubiquen al interior de un puerto 
multipropósito. 


ARTÍCULO 104. Ingreso operacional minero.- El 
ingreso operacional minero es el valor que resulta 
de deducir a las ventas brutas de productos mine- 
ros, las devoluciones, bonificaciones y descuentos u 
otros conceptos similares de acuerdo con los usos y 
costumbres de plaza. El ingreso operacional minero 
a considerar en el presente artículo no podrá ser in- 
ferior al que resulte de la aplicación del precio de 
referencia que establece el artículo 108 del presente 
Título, multiplicado por la cantidad de unidades físi- 
cas enajenadas. 


Cuando el producto minero constituya insumo de 
un proceso industrial manufacturero, el ingreso ope- 
racional minero estará determinado por la valoración 
de las unidades físicas que integran el costo del pro- 
ducto industrializado enajenado, al precio de referen- 
cia a la fecha de la enajenación. 


ARTÍCULO 105. Renta bruta operacional mine- 
ra.- Se entiende por renta bruta operacional mine- 
ra, a la renta determinada por la diferencia entre el 
ingreso operacional minero y el costo de producción 
de conformidad con lo dispuesto por el literal A) del 
artículo 16 del presente Título. 


ARTÍCULO 106. Renta neta operacional minera.- 
Para establecer la renta neta operacional minera se- 
rán de aplicación los artículos 19 y 20, literales A) a 
E) del artículo 21 y literales A) a H) y M) del artículo 
22 del presente Título, siempre que estén destinados 
a la realización de actividades mineras. No se toma- 
rán en cuenta intereses o cargos de naturaleza finan- 
ciera, con excepción de las partidas incluidas en el 
literal G) del referido artículo 22 de este Título. 


Las pérdidas netas operacionales mineras deter- 
minadas fiscalmente correspondientes a ejercicios 
anteriores, devengadas a partir de la entrada en vi- 
gencia de este adicional, serán deducibles en iguales 
condiciones a las dispuestas para el Impuesto a las 
Rentas de las Actividades Económicas. 
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Los costos de prospección, exploración y de estu- 
dios ambientales vinculados directamente al proyecto 
de Minería de Gran Porte objeto del contrato respec- 
tivo, podrán amortizarse en un período de cinco años 
a partir del ejercicio económico en que comience la 
producción. 


El canon que se abone al Estado correspondiente 
a los derechos de concesión, así como su adicional, 
no serán deducibles a los efectos de la determina- 
ción de la renta neta operacional minera. Tampoco 
serán deducibles los gastos derivados del arrenda- 
miento, uso, cesión de uso o de la adquisición de 
marcas de fábrica o de comercio, de patentes, de 
modelos industriales o privilegios, y de informacio- 
nes relativas a experiencias industriales, comercia- 
les o científicas. 


ARTÍCULO 107. Margen Operacional Minero.- El 
Margen Operacional Minero (MOM) es el cociente 
que resulte de dividir la renta neta operacional mine- 
ra entre los ingresos operacionales mineros. 


ARTÍCULO 108. Precios de referencia.- El Poder 
Ejecutivo determinará mensualmente el precio de re- 
ferencia del producto minero en atención al precio 
en el mercado internacional y en base a indicadores 
objetivos y de dominio público, de acuerdo a lo que 
determine la reglamentación. 


ARTÍCULO 109. Precios de transferencia.- A los 
efectos del adicional que se crea, será de aplicación 
a las operaciones realizadas con residentes, el 
régimen de precios de transferencia establecido en 
los artículos 38 a 46 del presente Título, en todas 
las hipótesis de vinculación que se disponen en los 
referidos artículos. 


ARTÍCULO 110. Tasa progresiva.- La tasa del Adi- 
cional del Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas surgirá de reducir en 0,25 (cero con 
veinticinco), el 90 % (noventa por ciento) del margen 
operacional minero del ejercicio, expresado en térmi- 
nos porcentuales. 


Tasa progresiva = (MOM x 0,90 - 0,25) x 100 


En caso de que el MOM sea superior a 0,70 (cero 
con setenta), se aplicará este valor como máximo 
para la determinación de la tasa progresiva. Si la tasa 
progresiva resultase negativa, la misma se considera- 
rá nula. 


ARTÍCULO 111. Liquidación.- Para la determina- 
ción del monto del Adicional del Impuesto a las Ren- 
tas de las Actividades Económicas (IRAE), la tasa del 
artículo 110 se aplicará sobre la renta neta operacio- 
nal minera del ejercicio fiscal. 
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Los contribuyentes que verifiquen la definición de 
conjunto económico para la titularidad de proyectos 
de Minería de Gran Porte, liquidarán el presente Adi- 
cional en forma individual. 


ARTÍCULO 112. Canon de Producción.- El Canon 
de Producción que deba abonar el titular del dere- 
cho minero de explotación devengado en el ejercicio 
fiscal, podrá imputarse al pago del Adicional del Im- 
puesto a las Rentas de las Actividades Económicas 
del mismo ejercicio. De resultar un excedente por tal 
concepto, el mismo no dará derecho a devolución. 


ARTÍCULO 113. Pagos a cuenta.- El Poder Ejecu- 
tivo podrá exigir pagos a cuenta de este Adicional, con 
independencia del resultado fiscal operacional mine- 
ro del ejercicio anterior o de que el ejercicio en cur- 
so sea el de inicio de actividades gravadas, pudiendo 
aplicar a tales efectos otros índices, además de los 
establecidos en el artículo 31 del Código Tributario y 
sin las limitaciones del artículo 21 del Título 1 de este 
Texto Ordenado. 


Quedarán eximidas de dichos pagos a cuenta 
aquellas empresas que justifiquen, a juicio de la Ad- 
ministración, la inexistencia de utilidad fiscal opera- 
cional minera prevista al fin del ejercicio”. 


Artículo 43. (Adicional al Canon de Produc- 
ción).- Cuando el Contrato de Minería de Gran Porte 
celebrado entre el Poder Ejecutivo y el titular del pro- 
yecto minero, contenga una cláusula de estabilidad 
tributaria, según las condiciones establecidas en el li- 
teral D) del artículo 30 de la presente ley o mecanis- 
mos de solución de controversias según lo establecido 
en el literal F) del referido artículo, se aplicará un 
Adicional al Canon de Producción. 


El Adicional a que refiere el inciso anterior será de 
2 % (dos por ciento) y se aplicará sobre la misma base 
de cálculo establecida para el Canon de Producción, 
durante el período definido en el contrato según lo 
establecido en el literal D) del artículo 30 de la pre- 
sente ley, o durante el período de vigencia del Contra- 
to de Minería de Gran Porte en el caso del literal F) 
del referido artículo. 


CAPÍTULO V 
INGRESOS DEL ESTADO 


Artículo 44. (Definición).- Los ingresos obteni- 
dos por el Estado por concepto de la recaudación del 
Canon de Producción y su Adicional, del remanente 
previsto en el artículo 63 de la presente ley, del Im- 
puesto a las Rentas de las Actividades Económicas 
(IRAE), del Impuesto a la Renta de No Residentes 
y del Adicional del IRAE de los emprendimientos de 
Minería de Gran Porte, serán identificados en el Pre- 
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supuesto Nacional como concepto de Ingresos por 
Minería de Gran Porte. 


Artículo 45. (Destino de los ingresos).- El 30 % 
(treinta por ciento) de los ingresos obtenidos por el 
Estado constituirán recursos presupuestales. El Po- 
der Ejecutivo deberá incluir en cada instancia pre- 
supuestal, los créditos correspondientes con cargo a 
este financiamiento con los siguientes objetivos: 


A) Un 30 % (treinta por ciento) con destino al 
Fondo de Desarrollo del Interior para el financiamien- 
to de inversiones en infraestructura, vivienda, obra 
social y otros, en las zonas geográficas de influencia 
de la ejecución de los proyectos de Minería de Gran 
Porte que deberá ser registrado en forma individuali- 
zada. 


B) Un 5 % (cinco por ciento) con destino al fi- 
nanciamiento de proyectos educativos implementa- 
dos en el interior del país por la Universidad Tecno- 
lógica, la Universidad de la República y el Consejo de 
Educación Técnico-Profesional. 


C) Un 60 % (sesenta por ciento) para financiar 
proyectos productivos, de infraestructura, de riego, 
turísticos y ambientales, que contribuyan al desarro- 
llo sustentable nacional, así como también proyectos 
productivos localizados en la zona de influencia de 
emprendimientos de Minería de Gran Porte. 


Asimismo, quedará incluido dentro de esta parti- 
da, la posibilidad de financiar procesos de auditoría 
ambiental independiente de las explotaciones mine- 
ras a las que refiere la presente ley. 


Dichas auditorías deberán realizarse a requeri- 
miento del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente por una empresa u or- 
ganización no vinculada al Estado, con capacidad y 
experiencia probada en la materia, según las condi- 
ciones que establezca la reglamentación. 


D) Un 5% (cinco por ciento) a fortalecer las ca- 
pacidades técnicas de los organismos de control y se- 
guimiento de los proyectos de Minería de Gran Porte: 
Dirección Nacional de Minería y Geología del Minis- 
terio de Industria, Energía y Minería, y Dirección Na- 
cional de Medio Ambiente del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Exceptúanse las afectaciones dispuestas en los li- 
terales anteriores de la limitación establecida por el 
artículo 594 de la Ley n.* 15.903, de 10 de noviembre 
de 1987. 


El 70 % (setenta por ciento) de los ingresos ob- 
tenidos por el Estado, así como el remanente por 
concepto de Minería de Gran Porte será destinado al 
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Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión que 
se crea por el artículo 47 de la presente ley. 


De existir un remanente no utilizado, el mismo 
será revertido al Fondo Soberano Intergeneracional 
de Inversión que se crea en el artículo 47 de la pre- 
sente ley. 


Artículo 46. (Informe de recaudación anual).- 
En cada instancia presupuestal el Poder Ejecutivo 
dará cuenta de los ingresos del Estado por concepto 
de Minería de Gran Porte. 


CAPÍTULO VI 


FONDO SOBERANO INTERGENERACIONAL 
DE INVERSIÓN 


Artículo 47. (Creación).- Créase el Fondo So- 
berano Intergeneracional de Inversión a efectos de 
hacer efectiva la promoción del desarrollo sosteni- 
ble de la Minería de Gran Porte, de modo de ase- 
gurar la equidad de derechos con las generaciones 
futuras. 


Artículo 48. (Comité de Dirección).- La Direc- 
ción del Fondo Soberano Intergeneracional de Inver- 
sión estará a cargo del Comité de Dirección que estará 
integrado por el Ministro de Economía y Finanzas, el 
Ministro de Industria, Energía y Minería, el Ministro 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente, el Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca 
y el Director de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto o por los funcionarios que estos designen bajo 
estrictos criterios de idoneidad técnica. 


El Comité de Dirección será responsable de defi- 
nir las directrices estratégicas, así como de la super- 
visión y evaluación de la gestión del Fondo Soberano 
Intergeneracional de Inversión. 


Son funciones del Comité de Dirección: 


A) Definir los lineamientos estratégicos de in- 
versión para el Fondo Soberano Intergeneracional de 
Inversión. 


B) Revisar y aprobar el plan estratégico de inver- 
sión del Fondo Soberano Intergeneracional de Inver- 
sión del que dará cuenta al Poder Legislativo. 


C) Recibir y revisar los planes operativos y re- 
portes cuatrimestrales sobre los resultados de la ges- 
tión del Fondo Soberano Intergeneracional de Inver- 
sión. 


D) Aprobar el reporte anual del Fondo Soberano 
Intergeneracional de Inversión. 
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E) Evaluar anualmente el desempeño del Fondo 
Soberano Intergeneracional de Inversión e informar 
al Poder Legislativo. 


F) Realizar audiencias públicas a efectos de dar 
cuenta de las actividades de inversión y resultados del 
Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión. 


Artículo 49. (Administración).- La Administra- 
ción del Fondo Soberano Intergeneracional de In- 
versión estará a cargo del Área Gestión de Activos y 
Pasivos del Banco Central del Uruguay. 


Son funciones del Administrador del Fondo Sobe- 
rano Intergeneracional de Inversión: 


A) Implementar la estrategia de inversión definida 
por el Comité de Dirección. 


B) Proveer anualmente al Comité de Dirección 
un plan de negocios para el Fondo Soberano Interge- 
neracional de Inversión, a efectos de su aprobación. 


C) Asesorar al Comité de Dirección para la defi- 
nición de estrategias de inversión. 


D) Brindar al Comité de Dirección y al Poder 
Legislativo un informe anual remitido a la Asamblea 
General para el seguimiento de su gestión. 


E) Reportar al Comité de Dirección sobre las acti- 
vidades realizadas y presentar los estados financieros 
del Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión 
con periodicidad cuatrimestral. 


F) Presentar al Comité de Dirección al final 
de cada ejercicio los estados financieros contables 
auditados y un reporte exhaustivo que explique los 
resultados del Fondo Soberano Intergeneracional de 
Inversión y la racionalidad de las decisiones. 


Artículo 50. (Inversiones).- Los recursos del 
Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión solo 
podrán ser invertidos en: 


A) Valores emitidos por el Estado uruguayo e 
instrumentos de regulación monetaria emitidos por 
el Banco Central del Uruguay. 


B) Valores emitidos por empresas públicas o pri- 
vadas uruguayas o extranjeras, certificados de parti- 
cipación, títulos de deuda o títulos mixtos de fidei- 
comisos financieros uruguayos o extranjeros, y cuota 
partes de fondos de inversión uruguayos o extranje- 
ros. En todos los casos se requerirá que coticen en al- 
gún mercado formal y que cuenten con autorización 
de la Superintendencia de Servicios Financieros del 
Banco Central del Uruguay. 
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C) Depósitos a plazo en moneda nacional o ex- 
tranjera que se realicen en las instituciones de inter- 
mediación financiera autorizadas a captar depósitos. 


D) Valores de renta fija emitidos por organismos 
internacionales de crédito o por gobiernos extranjeros 
de muy alta calificación crediticia, con las limitaciones 
y condiciones que establezca la Superintendencia de 
Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay. 


E) Instrumentos financieros emitidos por institu- 
ciones uruguayas o extranjeras que tengan por objeto 
la cobertura de riesgos financieros del Fondo, con las 
limitaciones y condiciones que establezca la Superin- 
tendencia de Servicios Financieros del Banco Central 
del Uruguay. 


Artículo 51. (Restricciones de inversión).- La 
suma de las inversiones mencionadas en el artículo 
anterior que correspondan a instrumentos de emiso- 
res uruguayos o que estén denominadas en moneda 
nacional no podrá exceder el 50 % (cincuenta por 
ciento) del activo del Fondo Soberano Intergenera- 
cional de Inversión. 


La suma de las inversiones en instrumentos de 
renta variable no podrá exceder el 30 % (treinta por 
ciento) del activo del Fondo Soberano Intergeneracio- 
nal de Inversión. 


La suma de las inversiones en instrumentos de un 
mismo emisor no podrá exceder el 15 % (quince por cien- 
to) del Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión. 


Facúltase al Ministerio de Economía y Finanzas, 
en acuerdo con la Superintendencia de Servicios Fi- 
nancieros del Banco Central del Uruguay, a estable- 
cer límites adicionales por instrumentos, emisor, país 
de origen y riesgo crediticio. 


Artículo 52. (Otras disposiciones sobre inversio- 
nes).- Las inversiones del Fondo Soberano Intergene- 
racional de Inversión deben ser efectuadas con el ob- 
jetivo de maximizar su retorno social de largo plazo, 
bajo el criterio de diversificación y en valores finan- 
cieros emitidos por instituciones de alta reputación 
a nivel internacional, guardando debida proporción 
entre títulos de renta fija y variable. 


El control de cumplimiento será realizado por la 
Superintendencia de Servicios Financieros del Banco 
Central del Uruguay. 


La rentabilidad de las inversiones del Fondo Sobera- 
no Intergeneracional de Inversión, que será medida en 
unidades indexadas, será parte integrante del mismo. 


Artículo 53. (Otras inversiones).- El Fondo So- 
berano Intergeneracional de Inversión podrá asimis- 
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mo destinar recursos a proyectos de investigación y 
desarrollo, incorporación de tecnología en la educa- 
ción pública y proyectos de adaptación y mitigación 
del impacto del cambio climático por hasta un monto 
equivalente a la rentabilidad real del Fondo Soberano 
Intergeneracional de Inversión. Dichos proyectos de- 
berán ser presentados al Fondo Soberano Intergene- 
racional de Inversión por el Poder Ejecutivo. En cada 
instancia presupuestal el Poder Ejecutivo propondrá 
al Parlamento la inclusión de los créditos presupues- 
tales correspondientes con cargo al Fondo Soberano 
Intergeneracional de Inversión. 


Artículo 54. (Costos operativos).- Los costos de 
administración del Fondo Soberano Intergeneracio- 
nal de Inversión deberán incluirse en el presupuesto 
del Banco Central del Uruguay. 


Artículo 55. (Seguimiento y sistema de informa- 
ción).- La Administración del Fondo Soberano Interge- 
neracional de Inversión creará un sistema de indicado- 
res que permita el seguimiento y el control mensual de 
la rentabilidad, riesgo, monto y composición del Fondo 
Soberano Intergeneracional de Inversión, el cual será 
la base de un sistema de información. 


El sistema de información deberá cumplir con las 
Normas Internacionales de Información Financiera 
(NIP). 


Todos los reportes del Fondo Soberano Intergene- 
racional de Inversión, una vez aprobados por el Co- 
mité de Dirección, deberán ser publicados electróni- 
camente en los sitios oficiales del Banco Central del 
Uruguay, del Ministerio de Economía y Finanzas, del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, del Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


CAPÍTULO VII 


DEL CANON Y LOS DERECHOS DE LOS SU- 
PERFICIARIOS 


Artículo 56. (Canon de Producción).- En Mine- 
ría de Gran Porte el Canon de Producción se deter- 
minará de acuerdo al artículo 45 del Código de Mine- 
ría, entendiéndose por mineral metálico la sustancia 
mineral obtenida como resultado de las actividades 
mineras definidas en el artículo 8.” de la presente ley. 


Artículo 57. (Distribución del Canon de Produc- 
ción).- El Canon de Producción correspondiente a los 
propietarios de los predios superficiales, se distribui- 
rá entre los mismos en función de la participación de 
la superficie comprendida de cada predio en el total 
de la superficie del área de concesión para explotar, 
para toda el área de concesión delimitada en el con- 
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trato, durante toda la vida del proyecto, sin perjuicio 
de los topes establecidos en los siguientes artículos. 


Artículo 58. (Área de concesión para explotar).- 
El área de concesión para explotar será determina- 
da por el Poder Ejecutivo de acuerdo a los criterios 
establecidos en los artículos 63 y 103 del Código de 
Minería, respetando lo dispuesto en el artículo 6.* de 
la Ley n.” 16.466, de 19 de enero de 1994. 


Artículo 59. (Área de intervención directa).- Se 
considera área de intervención directa a los efectos 
de la aplicación de los artículos siguientes, a la super- 
ficie del área de concesión para explotar en las que se 
ejecutan directamente las actividades de extracción 
de minerales, depósitos de desmontes resultantes de 
la extracción de minerales, así como la decantación 
de minerales en piletas de relave, en el marco de un 
proyecto de Minería de Gran Porte. 


Artículo 60. (Área de intervención indirecta).- 
Se considera área de intervención indirecta a los 
efectos de la aplicación de los artículos siguientes, a 
la superficie del área de concesión para explotar no 
comprendidas en el artículo anterior. 


Artículo 61. (Topes a la distribución del canon).- 
El monto anual a percibir por parte del propietario del 
predio superficial en el área de intervención directa e 
indirecta, no podrá superar el equivalente a quince y 
siete veces respectivamente, el valor promedio anual 
de mercado por hectárea de los arrendamientos rura- 
les de los departamentos involucrados, de acuerdo a 
los indicadores elaborados por el Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca. 


Artículo 62. (Opción de distribución del canon).- 
Los propietarios de predios superficiales en el área 
de intervención directa, podrán optar por percibir la 
cuota parte correspondiente del Canon de Produc- 
ción establecido en el artículo 45 numeral III) literal 
2.B) del Código de Minería sin los topes descriptos 
en el artículo anterior, aportando al Fondo Sobera- 
no Intergeneracional de Inversión un 10 % (diez por 
ciento) de dicho canon el primer año en recibirlo; 
un 20 % (veinte por ciento) el segundo año; un 30 % 
(treinta por ciento) el tercer año; un 40 % (cuarenta 
por ciento) el cuarto y un 50 % (cincuenta por ciento) 
desde el quinto año hasta la finalización de la explo- 
tación del proyecto de Minería de Gran Porte. 


En el caso de los propietarios de predios superficia- 
les en el área de intervención indirecta, también podrán 
optar por percibir dicho Canon de Producción sin topes, 
aportando al Fondo Soberano Intergeneracional de In- 
versión un 30 % (treinta por ciento) el primer año en 
recibirlo; un 40 % (cuarenta por ciento) el segundo año; 
un 50 % (cincuenta por ciento) el tercer año; un 60 % 
(sesenta por ciento) el cuarto año y un 70 % (setenta 
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por ciento) desde el quinto año hasta la finalización de 
la explotación del proyecto de Minería de Gran Porte. 


La opción por parte del propietario del predio super- 
ficial deberá ser efectuada de forma previa al comienzo 
de la producción del proyecto de Minería de Gran Porte. 
Hecha la opción por parte de este, la misma no podrá 
ser modificada por todo el período de explotación de la 
mina. La Administración volcará al Fondo Soberano In- 
tergeneracional de Inversión los porcentajes descriptos 
en los incisos anteriores de este artículo, de forma si- 
multánea con el pago a los superficiarios. 


En caso en que el superficiario no realice la op- 
ción prevista en este artículo en el plazo estipulado, 
quedará comprendido en el régimen establecido en el 
artículo 61 de la presente ley. 


Artículo 63. (Distribución del remanente).- El 
monto remanente resultante de la aplicación de los to- 
pes establecidos en los artículos anteriores se integrará 
al Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión. 


Artículo 64. (Criterio de valoración).- El valor 
de referencia para la aplicación de los topes referidos 
en el artículo 61 de la presente ley, será determina- 
do anualmente en base a los criterios que establezca 
la reglamentación, considerando las estadísticas ofi- 
ciales disponibles de precios de arrendamientos, de 
acuerdo a los indicadores elaborados por el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Artículo 65. (Opción de venta).- Los propietarios 
de los predios incluidos en las áreas de concesión defi- 
nidas en el artículo 58 de la presente ley, podrán optar 
por vender los mismos al Instituto Nacional de Coloni- 
zación, por un 50 % (cincuenta por ciento) adicional 
al precio promedio de las operaciones de compraventa 
de tierras de similar uso productivo del departamento 
correspondiente, realizadas en el último año en el país. 
Dicha opción deberá ser efectuada previo al comienzo 
de la producción del proyecto de Minería de Gran Por- 
te. El Instituto Nacional de Colonización podrá crear 
un fideicomiso financiero para la compra de tierras 
comprendidas en proyectos de Minería de Gran Porte 
afectando a tales efectos el Canon de Producción. 


Artículo 66. (Prioridad de reubicación).- Los 
propietarios de predios con una superficie menor a 
las cien hectáreas, con al menos un 50 % (cincuenta 
por ciento) de las mismas alcanzadas dentro de una 
concesión para explotar un proyecto de Minería de 
Gran Porte, tendrán prioridad ante el Instituto Na- 
cional de Colonización para el acceso a los inmuebles 
que este disponga en un radio de cien kilómetros de 
su ubicación inicial. El Instituto Nacional de Coloni- 
zación podrá exigir una afectación parcial sobre el ca- 
non del propietario a los efectos de la compensación 
para arriendo o compra del mismo. 
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CAPÍTULO VIII 
OTRAS DISPOSICIONES 


Artículo 67. (Transparencia).- El Poder Ejecuti- 
vo promoverá que el Estado uruguayo integre organi- 
zaciones internacionales que apliquen herramientas 
de medición de transparencia en relación a la gestión 
de los fondos soberanos de inversión y en las prácti- 
cas de información, fomentando el logro de los mayo- 
res estándares por ellas establecidos. 


El Poder Ejecutivo dispondrá la contratación de 
una auditoría anual a efectos de evaluar el sistema de 
información del Fondo Soberano Intergeneracional 
de Inversión. 


Artículo 68. (Difusión y participación).- El Poder 
Ejecutivo promoverá el ejercicio del derecho a la in- 
formación y su transparencia, así como la participa- 
ción de los ciudadanos, entre otras formas, mediante 
la creación de una Comisión de Seguimiento asocia- 
da a todo proyecto de Minería de Gran Porte durante 
todo el ciclo de vida del proyecto. 


La Comisión de Seguimiento será de amplia par- 
ticipación y estará integrada por representantes de la 
comunidad, del Gobierno Nacional, Departamental y 
Municipal, constituirá un ámbito de participación y 
recibirá información económica relevante y no con- 
fidencial, así como información ambiental relevante. 
Dicha información será proporcionada por parte del 
Estado y del titular del proyecto de Minería de Gran 
Porte, en relación a las actividades, impacto y desem- 
peño del emprendimiento. 


Artículo 69. (Consejo Sectorial Minero).- El Po- 
der Ejecutivo deberá impulsar la creación del Con- 
sejo Sectorial Minero para Minería de Gran Porte, 
instancia de trabajo tripartito —-empresarios, trabaja- 
dores y técnicos del sector público- con el objetivo de 
analizar y proponer acciones para promover la cade- 
na productiva del sector minero involucrado. 


Artículo 70. (Libre acceso).- El titular del pro- 
yecto de Minería de Gran Porte está obligado a garan- 
tizar a la autoridad competente el libre acceso a las 
instalaciones mineras, a efectos de fiscalizar el cum- 
plimiento de las obligaciones correspondientes. 


Artículo 71. (Obligación de presentación).- El ti- 
tular del proyecto de Minería de Gran Porte está obli- 
gado a presentar: 


A) Al Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
una Declaración Anual Consolidada conteniendo la 
información que acredite la producción y las inversio- 
nes realizadas, así como toda nueva información re- 
levante para el proyecto minero tales como estudios, 
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muestras, testigos, resultados de laboratorio, y toda 
aquella que se establezca por resolución ministerial. 


B) Al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente, los informes que se dis- 
pongan de acuerdo a las autorizaciones ambientales 
correspondientes. 


Sobre la base de la Declaración Anual Consolida- 
da, el Ministerio de Industria, Energía y Minería re- 
distribuirá la información que requiera el sector pú- 
blico en el marco de sus competencias, a excepción 
de aquellas declaradas confidenciales o reservadas, 
de acuerdo con el artículo 26 de la presente ley. No 
podrá exigirse a los titulares de la actividad minera la 
presentación de la misma información por parte de 
otros organismos públicos. 


Artículo 72. (Comisión Veedora).- Se constituirá 
una Comisión Veedora integrada por cuatro repre- 
sentantes técnicos, dos del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería y dos del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que será 
receptora de la información anterior. 


Si la Comisión Veedora advirtiere, mediante ins- 
pección, el incumplimiento de la obligación de comu- 
nicar la información pertinente, en los plazos fijados, 
se procederá a aplicar las multas correspondientes a 
una infracción grave. 


Artículo 73. (Normativa aplicable).- En los em- 
prendimientos de Minería de Gran Porte, al permisa- 
rio, concesionario o titular de un derecho minero, les 
serán aplicables la normativa establecida en el Códi- 
go de Minería y demás disposiciones en la materia, y 
la legislación ambiental, en todo aquello que no esté 
previsto ni se oponga a la presente ley. 


CAPÍTULO IX 
RÉGIMEN DE INFRACCIONES Y SANCIONES 


Artículo "74. (Régimen de infracciones y sancio- 
nes).- Sin perjuicio de lo establecido en el Código de 
Minería y en la Ley n.* 17.283, de 28 de noviembre 
de 2000, para el caso de Minería de Gran Porte se 
aplicará por parte de la autoridad competente el pre- 
sente régimen de infracciones y sanciones. 


Artículo 75. (Infracciones gravísimas).- Se con- 
sideran infracciones gravísimas el incumplimiento de 
las disposiciones legales o reglamentarias en materia 
de seguridad e higiene minera o las referidas al medio 
ambiente, que estén relacionadas a la ocurrencia de 
desastres de acuerdo a la definición dada en el nume- 
ral X) del artículo 4.” de la Ley n.* 18.621, de 25 de 
octubre de 2009. 
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Artículo 76. (Infracciones muy graves).- Se con- 
sideran infracciones muy graves: 


A) El incumplimiento de las disposiciones lega- 
les y reglamentarias en materia de seguridad e hi- 
giene minera y las referidas al medio ambiente no 
incluidas en el artículo anterior. 


B) El incumplimiento del programa mínimo de 
producción durante seis meses consecutivos sin auto- 
rización previa. 


Artículo 77. (Infracciones graves).- Se conside- 
ran infracciones graves: 


A) La obstaculización de los procedimientos de 
fiscalización. 


B) El incumplimiento de obligaciones formales, 
tales como la correcta presentación de reportes infor- 
mativos, estadísticos y similares. 


Artículo 78. (Infracciones leves).- Las demás in- 
fracciones, no consideradas graves, muy graves o gra- 
vísimas en la presente ley o por otras normas, serán 
consideradas leves. 


Artículo 79. (Infracciones reiteradas).- La reite- 
ración de una infracción considerada leve se reputará 
como infracción grave. La reiteración de una infrac- 
ción grave se reputará como infracción muy grave. 


Artículo 80. (Multas).- El régimen de sanciones 
por infracciones para la Minería de Gran Porte será 
determinado por la reglamentación, de acuerdo al si- 
guiente criterio: 


A) Para las infracciones gravísimas, se establece- 
rán multas de entre el 2 % (dos por ciento) y el 10 % 
(diez por ciento) del volumen de producción media 
anual del proyecto valorado al precio de referencia a 
la fecha de cometida la infracción. 


B) Para las infracciones muy graves, se estable- 
cerán multas de entre el 0,25 % (cero con veinticin- 
co por ciento) y el 2 % (dos por ciento) del volumen 
de producción media anual del proyecto valorado al 
precio de referencia a la fecha de cometida la infrac- 
ción. 


C) Para las infracciones graves se establecerán 
multas entre el 0,1 %o (cero con uno por mil) y el 0,1 % 
(cero con uno por ciento) del volumen de producción 
media anual del proyecto valorado al precio de refe- 
rencia a la fecha de cometida la infracción. 


D) Para las infracciones leves, se establecerán 
multas de hasta 0,1 %o (cero con uno por mil) del 
volumen de producción media anual del proyecto va- 
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lorado al precio de referencia a la fecha de cometida 
la infracción. 


CAPÍTULO X 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 81. (Proyectos en explotación).- Los 
proyectos de Minería de Gran Porte que se encuen- 
tren en explotación a la fecha de promulgada la pre- 
sente ley, estarán sujetos a lo dispuesto por los Capí- 
tulos I y II de la misma. 


No obstante, vencido el plazo de concesión de ex- 
plotación, los proyectos comprendidos en el inciso 
anterior deberán cumplir todas las disposiciones de 
la presente ley». 


21) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 
SEÑORA PRESIDENTA. Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 16 y 36 minutos, presidien- 
do la señora Lucía Topolansky y estando presentes 
los señores Senadores Agazzi, Amorín, Antognazza, 
Bordaberry, Clavijo, Couriel, Fernández, Ga- 
llinal, Gallo Imperiale, Guarino, Heber, Les- 
cano, López Goldaracena, Malaquina, Martí- 
nez, Michelini, Montiel, Moreira (Constanza), 
Pasquet, Rubio, Scrigna y Tajam). 
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